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MOTIVOS DE ESTA PUBLICACION. 
I . 
Comenzábase á escribir este folleto, hallándose 
aun al frente de los negocios públicos el Ministerio 
presidido por el Sr. Mon, que acaba de ser reempla-
zado por el que preside el fer. Duque de Valencia, el 
cual, financieramente considerada la situación, ha to-
mado las riendas del poder en circunstancias criticas 
y , en mi sentir, apuradas. No hay que Cerrar los ojos 
á la luz: la situación (no la considero políticamente 
sino en cuanto la de la Hacienda pública influye en la 
general) es crítica y apurada; debiendo reconocerse y 
siendo digna de elogio la abnegación de los beneméri-
tos patricios que, tomando á su cargo en tales circuns-
tancias la dirección de los negocios públicos , arros-
tran grandes dificultades y peligros, 
Vénse muy de cerca, si es que no se tocan ya, los 
resultados de la administración de los cinco años, y se 
necesitan muy fuertes y muy eficaces remedios para 
contener la progresión del mal y evitar el cataclismo 
que nos amenaza. 
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Grave, gravísima como lo es la situación en si 
misma, la hacen mucho mas grave las reclamaciones 
y la actitud de los Tenedores dé Deudas Amortizables 
y de Certificados de Cupones, los cuales han teni-
do y tienen bastante influencia para cerrar las Bolsas 
extrangeras á la cotización de los valores Españoles, y 
para dificultar las negociaciones. No creemos que sea 
dado al nuevo Ministerio ni á ninguno remediar radi-
calmente los males de una tal situación; pero creemos 
que al actual y á todo Ministerio le es dado proceder 
con justicia y conservar el decoro y la dignidad de la 
Nación , y deseamos ante toda otra cosa que así su-
méá'AiúW. ¡Q gooildijq goiaogon eol eb oinenl k ÍHÍB 
Hsfqmím -m oh M Í . M ouflUfloM . lá h ioq obibtósiq 
Con el título «España y sus deudas» ha publicado 
uno de los periódicos de esta Górte , y copiado otros 
muchos, varios artículos muy notables/ tanto por lo 
elevado de las miras , como por lo sólido , en lo general, 
del razonamiento y lo nervioso del estilo. Se atribu-
yeron al Sr. Ministro de Hacienda á la sazón, D. Pe-
dro Salaverria, y ya porque esta creencia. que fué 
general y pública , no se desmintió, ya por la confor-
midad de las reflexiones contenidas en dichos ar t í -
culos con las que, al tratarse de la deuda amortizable, 
hizo el Sr. Salaverria en los discursos recientemente 
pronunciados en el Congreso , parece indudable que 
aquellos artículos son obra de dicho Señor, ó que, al 
menos, se han escrito con arreglo á sus instrucciones 
y bajo su inspiración. 
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No para responder por mi parte al deseo que se 
manifiesta, haciendo una excitación general para 
ello, de que se diesen á conocer todas las opiniones 
acerca de uno de los puntos sobre que recaía el exa-
men, ni para sincerar , aunque procuraré hacerlo lige-
ramente y como de paso, algunos de mis actos, como 
Ministro, de la censura que de ellos se hace en los 
mencionados artículos , tomo la pluma para tratar de 
este asunto: otro ha sido el móvil. Hallándose conclui-
do y ya en prensa el tercer volumen de los Opúsculos 
que estoy publicando , comenzaba á escribir uno t i tu -
lado «El arreglo de la Deuda»,, que debe formar parte 
del tomo cuarto , en cuyo artículo había.naturalmente 
de tratarse de las Deudas Amortizables y de los Cer-
tificados. Estos dos, puntos son los dos principales y 
mas importantes de los que se examinan en los ar t í -
culos mencionados: el primero de ellos;, además, es 
objeto de un proyecto de ley , aprobado por el Con-
greso.de los Diputados y pendiente aún en el Senado, 
y ^ l segundo se hace asunto de actualidad con la exci-
tación que se dirije ala prensa y á los hombres públi-
cos-para que concurran á su exclarecimiento. Habien-
do pues de tratar de estos puntos , he creído que la 
ocasión actual ofrecía una oportunidad decisiva para 
anticipar lo que, con respecto á las Deudas Amorti-
zables y á los Certificados, preparaba para el cuarto 
volumen de mis Opúsculos. 
m . 
Los artículos publicados con el título «España y 
sus Deudas» han sido cinco. En el primero, después 
de la introducción, se trata de los CUPONES ; en el se-
gundo de la DIFERIDA, DE 1831, llamada generalmente 
«deuda DIFERIDA DE Holanda»; en el tercero de las 
DEUDAS AMORTIZABUES ; en el cuarto de la UNIFICACIÓN 
de las deudas de diferentes clases, y en el quinto y 
último se hace un epílogo de los anteriores. 
Lo relativo á la deuda diferida de 1831, y á la 
unificación de-las deudas de diferentes clases, no ha 
sido objeto principal de los artículos, en los cuales no 
se dá á estos puntos grande importancia, ni acerca de 
ellos se agitan cuestiones de actualidad. Prescindire-
mos por tanto de dichos puntos en esta publicación ? 
reservándolos para el Opúsculo mencionado, creyendo 
suficiente indicar por el momento nuestra conformidad, 
en general, con lo que se expone en los artículos. El 
último de ellos, epílogo de los cuatro anteriores, no 
presenta objeto nuevo de controversia ; quedando por 
tanto reducidos á dos los puntos sobre que versarán 
nuestros razonamientos: 1.° las Deudas Amortizables: 
2.° los Certificados de Cupones. 
Acerca de las primeras, el autor de los artículos, 
aduciendo razones indestructibles para evidenciar la 
injusticia de las reclamaciones de sus Tenedores, sos-
tiene inflexiblemente (y no es una terquedad que les 
sea perjudicial, puesto que les dá lo que no pueden 
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reclamar con derecho) el proyecto de ley que ha sido 
aprobado por el Congreso de los Diputados. En cuan-
to á los Certificados, después de resolver en con-
tra de sus poseedores la cuestión de derecho, después 
de poner de manifiesto la absoluta falta de fundamento 
legal de • sus aspiraciones, entra en el examen de la 
cuestión de conveniencia, anunciando la posibilidad de 
que se resuelva en sentido favorable á ellas , excitando 
á que se den á conocer todas las opiniones sobre este 
punto , dejando vislumbrar que se convertiría en hecho 
aquella posibilidad en el caso de que, acordes acer-
ca de él los representantes de las diversas opinio-
nes , expusiesen todos unánimemente la conveniencia 
de hacerlo, y mostrando deseo de ceder á la opinión, 
si esta fuese universal y decidida: pareciéndome en 
esto el autor de los artículos semejante á la persona 
que, contenida por el pudor, ó por consideraciones de 
diverso género, para no anunciar á otra que se halla 
dispuesta á condescender con sus aspiraciones, desea 
que se le haga violencia para que aparezca que ha ce-
dido á ella. 
Obligación de honor es ya en mi hablar acerca de 
estos dos puntos, que, por las razones indicadas, han 
venido á ser cuestiones de actualidad. La circunstancia 
de haberse propuesto á las Cortes el arreglo de la Deu-
da cuando se hallaba á mi cargo el Ministerio de Ha-
cienda, hace que se recuerde mi opinión sobre los pun-
tos acerca de los cuales tuve ocasión de manifestarla, 
y que se presuma, tratando de adivinar, la que se de-
sea que tenga en los puntos acerca de ios cuales no la 
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he manifestado. Tanto los que sostienen el jaro como 
los que sostienen el contra en; aquellas cuestiones, 
creen que mi opinión les es favorable: siendo excusado 
decir que por alguna de las dos partes se incurre nece-
sariamente en error. Conveniente y oportuna por tanto 
es la manifestación de mi modo de ver en el asunto. 
Así no será necesario adivinarlo, ni habrá decepciones, 
ni se me atribuirán opiniones que no son las mias. 
De los dos puntos mencionados, las Deudas Amor-
tizables y los Certificados , trataremos con la debida 
separación, haciendo primero algunas reflexiones que 
son comunes y tienen igual aplicación á las unas 
que á los otros. 
Reflexiones comunes respecto de las pretensiones en favor de las 
deudas amortizahles y de los certificadós. 
í. 
La cotización de las rentas españolas no es permi-
tida en la Bolsa de Londres, á causa de no haber aten-
dido ni atender las reclamaciones de ios teñedores de 
Certificados: en la Bolsa de París no es permitida, 
desde 1861, la cotización de las rentas españolas que 
se hayan creado posteriormente, á causa de no haber 
atendido las reclamaciones de los Tenedores de deudas 
amortizahles: ot ras Bolsas están igualmente cerradas 
por los mismos ó semejantes motivos. Esta interdic-
ción paraliza los negocios, impide las especulacio-
nes, ciérra la puerta á las grandes empresas, causa la 
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ruina de muchos, produce inmensos males. Verdad: 
pero ¿ se ha de atender por eso á demandas inatendi-
bles? ¿Se ha de dar acogida á improcedentes aspiracio-
nes? ¿Se ha de condescender con pretensiones injustas? 
¡Ay del Estado en que, para dirigir los negocios públi-
cos y decidir las cuestiones de administración, se adop-
ten reglas y se atienda á consideraciones diferentes de 
las que, dentro de la posibilidad, dicta y aconseja la 
justicia!!! Los Gobiernos, los poderes públicos, como 
los individuos particulares, deben tener presente y 
seguir inviolablemente aquella máxima: fíat justicia, 
et ruat coelum. 
Se debe acceder á las reclamaciones justas: se de-
ben rechazar las injustas. Ni por terquedad y amor 
propio se debe dejar de hacer lo primero, ni por debili-
dad se debe dejar de hacer lo segundo. La injusticia, 
así naciendo de una causa que denote fuerza como na-
ciendo de una causa que denote debilidad , es igual-
mente enemiga del crédito. Oféndese y perjudicase á 
este accediendo á pretensiones injustas, por mas que 
los intereses de los reclamantes sean favorecidos. Cuan-
do los poderes públicos defieren por debilidad á una 
exigencia injusta, falta natural y necesariamente la 
confianza, primero y esencial elemento del crédito, por-
que natural y necesariamente se teme que por debilidad 
también se dicte alguna vez una determinación injusta 
en menoscabo y perjuicio do él. 
n 
11. 
En la consulta que hizo á varios Jurisconsultos es-
pañoles el Presidente del comité de Tenedores de Cer-
tificados, J. D. Powles, en 6 de Mayo de 1862 r de la 
cual se hablará oportunamente, se manifiesta que los 
valores españoles están excluidos de las Bolsas de Lon-
dres, Amsterdam y Francfort, por efecto de los Re-
glamentos de aquellas Bolsas, que rigen hace treinta 
años 5 los cuales dicen en uno de sus artículos que la 
Junta de Gobierno no sancionará ni tomará conoci-
miento alguno de negociaciones ó contratas hechas en 
nuevos valores emitidos por un Gobierno extrangero 
cualquiera, que no haya pagado exactamente los divi-
dendos de empréstitos anteriores levantados en aquel 
pais, á menos que esos Gobiernos hayan efectuado y 
cumplido un arreglo satisfactorio con los portadores de 
dichos valores, cuyos dividendos se hayan atrasado. 
La Bolsa de París, que estaba abierta á la; cotización 
de los valores españoles, se cerró , como se ha dicho; 
para ios nuevos por no liaberso accedido á las: exigen-
cias de los Tenedores de deudas amortizables. 
Conócese desde luego el grande abuso que se ha 
hecho de las facultades en virtud de las cuales han 
sido adoptadas ambas determinaciones, y la irritante 
injusticia de estas; porque no cabe mayor ni mas abu-
siva arbitrariedad que la de calificar de no satisfactorio 
un arreglo que ha sido aceptado y se ha utilizado y 
utiliza, ni mayor y mas repugnante injusticia que la 
- 13 — 
de hacer distinción, fundada únicamente en la fecha, 
entre los valores de las empresas antiguas de España 
y los de las nuevas, y hacer sufrir á estas la especie 
de castigo que se impone por no acceder el Legislador 
á demandas ábsolutamente agenas de la competencia 
de aquellas y de todas las demás empresas , pues de-
berían en todo caso ser objeto de una ley. Asunto es 
este de la atribución de los poderes públicos, no de la 
atribución de las compañías ó empresas mercantiles. 
Suponemos que el Gobierno español habrá hecho 
y aun hará , si encontrare oportunidad para ello , las 
gestiones convenientes cerca de los Gobiernos extran-
geros, para que. en cuanto les sea dado, contribuyan 
á que cese una tal situación, pues que el autorizarla ó 
consentirla, pudiéndola evitar, no es ciertamente de-
mostración de cordialidad en las relaciones. Españaj 
entretanto, sus Legisladores y su Gobierno deben 
prescindir en sus determinaciones de toda considera-
ción fundada en la clausura de las Bolsas extrangeras 
(por mas que la mire como injusta y le sea sensible) 
y atender únicamente al derecho y á la justicia , den-
tro de la posibilidad. Los reglamentos de las Bolsas 
extrangeras no son, para los Poderes públicos de Es-
paña, reglas á que estos hayan de ajustar sus deter-
minaciones: los Sindicatos y los Gobiernos extrangeros 
no son tribunales ante quienes España tenga que com-
parecer y cuyos fallos tenga que cumplir. 
14 
I I I . 
Es agradable y satisfactorio para el hombre público 
ver que los particulares hacen, dentro de los límites 
de lo honesto, cálculos atinados y especulaciones l u -
crativas; y es muy apetecible y lisongero que esto se 
verifique sin daño del Estado , porque nunca es mejor 
financieramente una situación que cuando caminan 
paralelas la fortuna pública y las privadas, adelantan-
do la una y las otras simultáneamente. Causan por lo 
mismo grande pena los cálculos errados, las empresas 
desgraciadas y las ruinas individuales consiguientes al 
desacierto de aquellos; pero ni el placer con que se vé 
lo primero, ni el sentimiento que ocasiona lo segundo 
pueden influir legítimamente en las resoluciones, las 
cuales deben ser siempre, inflexiblemente, unas mis-
mas, porque siempre, inflexiblemente, deben emanar 
de la justicia. 
Las consideraciones que preceden, tienen aplica-
ción especial á el caso de haber de hacer menos ven-
tajosa la condición de algunos de los tenedores de 
deuda pública, al ceder á las exigencias de otros. En 
tal caso la injusticia es doble, porque se lastiman á la 
vez la fortuna pública y las privadas; el abuso que ha-
cen de sus atribuciones los que ejercen el Poder públi-
co, llega hasta la iniquidad, porque, si es sensible que 
con sus determinaciones menoscaben los intereses del 
Estado, no es tolerable que perjudiquen los intereses 
de los particulares. 
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No es dudable que si se realizasen los deseos de 
los tenedores de certificados y deudas amortizables, 
empeoraría considerablemente la condición de los po-
seedores , no de una ú otra, sino de todas las demás 
clases de deuda, porque no puede dudarse que dismi-
nuiría mucho la seguridad del pago, amenguando rela-
tivamente los medios de verificarlo y decreciendo por 
lo tanto la confianza, primer elemento, como ya se 
ha dicho , y el mas esencial del crédito. 
No abruma generalmente á las Naciones la supera-
bundancia en los medios de ocurrir á las atenciones 
públicas, y España, por efecto de grandes Galamidades 
y de muchos errores, las unas y los otros antiguos é 
inveterados , no puede señalarse, por desgracia, como 
una excepción de aquella regla. Los recursos sori rela-
tivamente escasos; son además limitados: y claro está 
que la suficiencia de estos recursos ha de disminuir 
relativamente á medida que se aumenten las atencio-
nes á que se apliquen. Destinando, al pago de intereses 
y amortización de la deuda todo lo que, en 1851, se 
creyó que era posible, se atendió solo en una parte, 
ciertamente pequeña, á las obligaciones de la deuda. 
Si se aumentasen imprudentemente estas obligaciones, 
podría llegar el caso en que fuese imposible cumplirlas. 
¿Habría justicia en hacer sufrir á los tenedores de ren-
ta del 3 por 100 una reducción por consecuencia de 
haber dado á los tenedores de certificados y deudas 
amortizables lo que injustamente reclaman ? Paréceme 
que los primeros, en interés propio y legitimo, debie-
ran mirar este asunto con menos indiferencia; debieran 
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mostrarse parle (séame permitida la frase) en este litigio; 
debieran patentizar que son ilusorios los derechos que 
ostentan los tenedores de certificados y deudas amor-
tizables, sobreguardando de este modo los incues-
tionables derechos suyos. Han debido y aun deberían, 
en mi sentir, hacer oir su voz en el sentido indicado, 
porque,—forzoso es decirlo, —lo que en España se 
puede, racional y prudentemente, destinar á las obli-
gaciones de esta clase, apenas alcanzará para atender 
á las ya conocidas, y , de seguro, no alcanzaría,' si á 
estas se agregasen las que se nos quiere imponer de 
nuevo. Y se quiere esto con extraordinario empeño, con 
indecible tenacidad, excitando por todos los medios 
posibles, nobles ó innobles, á los Ministros y a los 
Senadores y Diputados para que accedan á sus deman-
das, y conminándolos para el caso contrario con la exe-
cración de la Europa, j Gomo si la resolución justa deí 
asunto dependiese de su voluntad, y para dictarla se 
debiese atender á su capricho y amor propio I 
IV 
Guando se razona acerca de la justicia de las re-
clamaciones de que se trata, se asienta siempre que el 
derecho no deja de existir, ni se menoscaba, por la 
circunstancia de que las deudas que son objeto de aque-
llas reclamaciones se hallen en poder, no de los primi-
tivos acreedores, sino de especuladores, pocos en nú-
mero, que, por regla general, las han adquirido á bajo 
precio y desean una grande ganancia. Los que esta 
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doctrina asientan , defienden los buenos principios y 
sostienen la doctrina verdadera. Debe, sin embargo, 
reconocerse que el convencimiento producido por seme-
jantes raciocinios no lleva generalmente al ánimo una 
completa tranquilidad, porque no se experimenta la 
satisfacción interior que, por lo común, nace del des-
cubrimiento y convicción de la justicia. Explícase este 
fenómeno reflexionando con algún detenimiento y frial-
dad , y distinguiendo entre la convicción y el sentimien-
to. Resultado de la perfecta conformidad de éste con 
aquella es la completa tranquilidad de ánimo y la sa-
tisfacción interior, que no pueden disfrutarse cuando 
el sentimiento no está en armonía con la convicción, 
cuando el corazón y la cabeza no caminan paralelos, 
lo cual se verifica en el caso que nos ocupa. Al lado del 
poseedor de una partida de deuda amortizable que ad-
quirió, hace no mucho tiempo, á 10 por 100, figurémo-
nos que está un menesteroso, poseedor de otra partida 
de deuda de la misma clase, cuya lámina ó certificación 
le ha dado el Estado en cambio, de un Vale Real que su 
padre recibió en equivalencia de su importe en efecti-
vo , entregado por él directamente al Gobierno y por 
completo, y en el que libraba su subsistencia y la de su 
familia, habiendo la falta de pago del capital y de los 
intereses producido su ruina y su miseria, de la cual 
ha sido presa, todo el tiempo de su vida, ese desgra-
ciado que heredó el crédito adquirido por su padre, 
hace mas de sesenta años , conservado con la esperan-
za de que llegase el dia de la justicia en que se le rein-
tegrara y. cesara la miseria. El derecho de estos dos 
2 
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acreedores es iguaíl ante la ley: si un tribunal hubiese 
de decidir acerca de ellos , debería pronunciar el mis-
mo fallo sobre uno y otro, declarándolos legítimos y 
de abono : las reglas que el Legislador se Tea en el 
caso de dictar, deberán ser unas mismas respecto de 
ambos; pero si desgraciadamente, por no permitir otra 
cosa la posibilidad, aquellas reglas; no son las que exi-
jen los derechos de los acreedores en toda su plenitud, 
habrá necesariamente de sentirse grande pena al apli-
carlas-al menesteroso y primitivo acreedor , y rio se 
experimentará el mismo sentimíénto al aplicarlas al 
especulador. . .'^w ; . , 
VIL 
Tanto los tenedores de deudas amortizables como 
los de certificados de cupones se afirman en sus recla-
maciones, y aun las aumentan , al ver la prosperidad 
de la Nación: y, prometiéndose que esta prosperidad, 
no solo se ha de conservar, si no que ha de ir en cre-
ciénte y progresivo aumento, alimentan aun mayo-
resiesperanzas para lo sucesivo, creyendo que el cum-
plimiento de estas se hace cada dia mas seguro y efec-
tivo. Se engañan miserablemente, en mi sentir. La 
prosperidad de la Nación, que, hace algunos años y 
aun actualmente, es real y efectiva, es sin embargo 
transitoria; y lejos de conservarse, y mucho mas lejos 
aún de aumentarse , ha de decrecer necesariamente. 
Esa momentánea prosperidad proviene de la inversión 
en las atenciones del Estado del producto de los bienes 
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que se desamortizan y enagenan^ contrayendo la obli-^ 
gaeion de pagar el rédito correspondiente; de la reali-
zación de un capital que se extingue y-de]a dé redituar , 
imponiéndose una muy pesada carga para lo suce-
sivo. Cuando termine la realización de este capital y 
quede solo el gravamen que ocasiona, esa prosperidad 
que hoy se admira, se convertirá en conflicto y en 
ruina. El proyecto de ley sobre las deudas amortizables 
recientemente aprobacio por el Congreso acaso no ten-
dría un solo voto — yo así lo creo — si, en lugar de 
haberse discutido en este año, so presentase y discu^ 
tiCse dos años después: y del mismo medo , si , pasado 
igual plazo, hubiera que resolver acerca de IOSÍ certi-
ficados de cupones, vaticino-—y creo; noierrar en el 
proñóstíco-^-el propio resultado. . .. 
Los tenedores de deudas amortizables han cantado 
un himno por haberse suspendidoi las Córtes antes de 
haberse podido votar en el Senado el proyecto aproba-
do por el Congreso próximo ya á ser discutido en 
aquella Cámara , creyendo que la dilación les ha de ser 
sumamente provechosa. ¡ Error grande! Ya se ha 
decretado la disolución de las Cortes: posiblé y aun 
probable es que en las nuevas no se reproduzca el refe-
rido proyecto, ó que, por motivos políticos, por aten-
ciones mas urgentes y apremiantes, haya transcurri-
do largo tiempo cuando se trate nuevamente del asun-
to. Para el caso de que así suceda, hago el mismo 
vaticinio. Guando llegue ese tiempo habrán sobreveni-
do , por desgracia, la escasez y el consiguiente apuro, 
y creo que no habrá una sola voz que se levante en 
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favor de aquellas reclamaciones, en la parte en que 
son exageradas y aun irritantes, siendo posible que 
sean desatendidas en la parte, por cierto muy pequeña, 
en que son procedentes y justas. 
mh ^ m q M h . fl fc^ b o l 
Inútil, por demasiado obvio, seria decir que las 
Amortizables y los Certificados no deben ser materia 
de contienda política, de ataque al Gobierno ni de de-
fensa de é l , y que se debe tratar de este asunto i m -
parcial y desapasionadamente: mas inútil aún seria 
decir que nos proponemos examinarlo de este modo. 
No es nuestra misión combatir ni defender al Ministe-
r io: ni para ello ofrece ocasión oportuna un asunto 
que, por una parte, es de legalidad y de justicia; que, 
por otra, afecta al decoro Nacional, y que, por ambos 
motivos, es de índole muy diversa de la índole de los 
que pueden dar materia a debates que tengan aquel 
objeto. Se debe resolver del mismo modo siendo una 
que siendo la contraria la opinión política que repre-
sente el Gobierno, siendo uno que siendo otro el par-
tido á que pertenezcan los Ministros. 
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DEUDAS AM0RT1ZABLES. 
Consideraciones generales. 
1. 
La disposición adoptada por la Junta Sindical de la 
Bolsa de París , en Enero de 1851 , prohibiendo la 
cotización de nuevos valores y rentas de la Deuda de 
España, es de una injusticia irritante. Hallándose per-
mitida generalmente la cotización de los valores de 
España, es un acto de arbitrariedad el prohibir la co-
tización de unos, continuando la de otros, y sien-
do igual, absolutamente igual, el origen de todos. Aun 
suponiendo , lo que no se debe conceder en manera 
alguna, que el Gobierno Español, que los Legislado-
res de España hubiesen , por sus actos ó por sus omi-
siones, procedido injustamente respecto de los Tene-
dores de deudas amortizables, y concediendo que se 
pudiese justificar en alguna manera el hacer sufrir el 
castigo de aquella injusticia á los acreedores de la Na-
ción Española, que no la han cometido ni podido co-
meterla ¿con qué razón podría establecerse diferencia 
entre los valores nuevos y los valores antiguos ? Aun 
se podría, no ya encontrar, pero pretextar, alguna 
razón respecto de las deudas amortizables, que eran 
objeto de las reclamaciones desatendidas y de los actos 
ú omisiones de los Poderes Públicos de España, contra 
cuyos actos ú omisiones se hacia esa especie de pro-
testa: mas para la exclusión de valores de otro géne-
ro, del mismo origen, de la misma índole, con goze 
del propio interés que los que seguían cotizándose , sin 
mas diferencia que la de la fecha ó el nombre de la 
Empresa ó del Establecimiento que los emitia, no se 
alcanza razón, ni pretexto alguno. 
Para que la prohibición, ademas, de cotizar en la 
Bolsa de París los> valores de España, todos los valo-
res, pues la admisión de unos y la exclusión de otros 
no podría nunca sostenerse con fundamento, hubiera 
sido justa / necesario habría sido algún acto nuevo, 
alguna nueva disposición del Gobierno o de los Legis-
ladores de España: sin esto no sé concibe motivo ra-
cional para la variación: sin esto no se puede fun-
dar siquiera en un pretexto plausible el tránsito dé 
una situación á otra, dé la de cotizar; todos ios valores 
de España á la de cotizar únicamente los antiguos, ó 
sea los emitidos hasta una época detérminada. Y ¿qué 
acto nuevo, qué nueva disposición del: Legislador o del 
Gobierno de España puede invocarse para demostrar 
la injusticia que • supone la prohibición decretada por 
el Sindicato de la Bolsa de París? Loá poseedores de 
Deudas Amortizables se hallaban en 1861 y en 1860 
en la misma situación en que se habían encontrado 
desde que se dictó la ley de arreglo de la Deuda en 
1851: las cantidades que, en estricto cumplimiento de 
lo prescrito enídicha ley, se comenzó desde luego á 
invertir mensualmente en la amortización, fueron apli-
cadas constantemente a ese mismo objeto en los años 
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sucesivos, y se aplicaron con puntualidad en 4860 y 
1861, como se han aplicado posteriormente. ¿En qué 
acto pues ó disposición puede fundarse'?—No se fun-
dó, responderán, en ningún acto positivo, se fundó 
en no resolver favorablemente las reclamaciones de los 
Tenedores de Deudas Amortizables, en no aplicar á la 
amortización lo que la Ley de 1.° de. Agosto de 1851 
dispuso que se aplicase, en la infracción de esta Ley 
que tales omisiones envuelven.—A semejante argu-
mento no contestarómos, creyendo que no podríamos 
entrar en una tal polémica sin faltar al decoro de la 
Nación Española. Si á la Junta Sindical de la Bolsa de 
París es lícito adoptar una disposición de aquella clase 
porque el Gobierno Español no accede á reclamaciones 
que aquella Junta dice, aunque tal sea su intimo con-
vencimiento, que son legales y justas, la Junta Sindi-
cal de la Bolsa de ¡París es, en esta materia, el Jüez ó 
Tribunal que debe decidir del proceder del Gobierno y 
de los Legisladores de: España. Se concibe que, califi-
cando (aunque se ha verificado injusta y arbitraria-
mente) un hecho, como lo fué la reducción del 50 por 
100 de los cupones, y estimando que el arreglo de la 
deuda (aceptado por los acreedores) no fuese un ar-
reglo s t ó / a c í o n o s e aplicase un artículo del regla-
mento de la Bolsa de Londres (y se hiciese lo mismo 
en Amsterdam y Francfort) para no admitir en ella la 
cotización de los valores Españoles. En estos casos se 
aplicó, por mas que esta aplicación fuese injusta y 
caprichosa, una disposición, uria regla, que era la 
iey en la materia. Los reclamantes dirán si la Junta 
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Sindical de la Bolsa de Par ís , al establecer la prohi-
bición de Enero de 1861 aplicó alguna regla que de-
biese cumplir; si hay, ó podria haber sin escándalo 
universal, alguna disposición que la erija en juez de 
la legalidad y de la justicia de las reclamaciones que 
se hagan á un Gobierno. 
La injusta y arbitraria disposición de cerrar la bol-
sa de París á los nuevos valores Españoles fué dictada 
por aquel Sindicato á petición de los Tenedores de la 
deuda amortizable. Procediendo de este modo, usaron, 
en todo su rigor y plenitud, del derecho que creían 
tener. Los que así han obrado, no deben proponer 
avenimiento alguno, y menos demandar gracia. 
Ií. 
Efecto de errores de cálculo , que han producido 
especulaciones desgraciadas, es la ceguedad y la pa-
sión que demuestran los Tenedores de Deudas Amorti-
zables al hacer, y persistir en ellas con indecible em-
peño, reclamaciones tan improcedentes y formar cuen-
tas tan exajeradas. 
Las deudas amortizables, que en los días anteriores 
inmediatos al en que se escribe esto (1) se han coti-
zado; la de 1.a clase á 42-50 y la de 2.a á 28-50, han 
llegado á cotizarse á precios mucho mas elevados (2), 
{ ] ) En 20 cíe Setiembre de 
(2) En 10 de Octubre de 1863 la (leuda diferida se cotizó á 49-20; 
la consolidada á 53-85 ; la amortizable de 2.a clase á 34-50, y la 
amortizable de 1.a clase <í 58-50. 
superior el de la amortmble de '1.a clase al de la con-
solidada. Natural es que aquellas aumenten progresiva-
mente de valor y lleguen á tenerlo mayor que la deuda 
que goza de interés, y á cotizarse á la par; pero 
este tiempo no ha venido aun : debe tener lugar natu-
ralmente aquella progresión á medida que se vayan 
amortizando y disminuyendo las Deudas de esta clase-
siendo excusado decir que la disminución ha de ser 
tanto menor cuanto sea mayor el precio á que se ve-
rifique la amortización. 
Si los Tenedores de Amortizables las hubiesen ad-
quirido á precios que, por término común ó medio, 
permitieran reintegrarse parcialmente del valor de la 
parte que- se fuese amortizando, quedándoles un so-
brante que fuera interés suficiente de la restante | po-
dían resolver satisfactoriamente y por si mismos la 
cuestión , lo cual ofrecería aun menos dificultad á los 
poseedores de amortizable de segunda, no habiendo 
esta de recibir aumento por la liquidación, que aun 
se halla pendiente, y la conversión que de ella pueda 
resultar: pero los que hayan adquirido amortizable á 
precios que no permitan hacer con utilidad lo que se 
acaba de indicar, han cometido un error de cálculo y 
emprendido una especulación que no puede dejar de 
ser desgraciada. Piden pues que se aplique a la amor-
tización, desde luego una considerable suma en con-
cepto de atrasos, y en lo succesivo y constantemente 
una cantidad mucho mayor que la aplicada hasta el dia, 
porque solo así podría aumentarse el precio de las 
amortizables hasta el grado de que su amortización ó 
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enagenacion cubriese el costo de su adquisición y el 
interés del capital empleado en las mismas, correspon-
diente al tiempo del desembolso. Por esta razón, ar-
rastrados unos por el natural deseo de evitar enormes 
pérdidas , otros por el de hacer grandes ganancias, y 
cegando á todos su propio interés, creen que se cum-
pliria estrictamente la Ley de i.0 de Agosto de 1851 
destinando á la amortización lo que á ellos les con-
viniera ; forman cuentas galanas, cuyo resultado es 
deber aplicarse desde luego crecidas sumas y muy 
considerables en adelante, y reclaman que ; ási se 
haga, quejándose de que no se haya verificado hace 
tiempo, habiendo tenido bastante iníluencia para con-
seguir que la Junta Sindical de la Bolsa de París adop-
tase la determinación indicada, y llamando la atención 
hácia el menoscabo del crédito y los perjuicios que 
causa aquella prohibición, la cuál desapareceria al 
acceder á sus. pretensiones. Noble es •ciertamente-- el 
interés que muestran en favor del crédito de España, 
por mas que , al procurar que este se mantenga y se 
eleve, promuevan sus propios intereses; pero el cré-
dito de una Nación —ya lo hemos dicho —se conser-
va únicamente,/ en nuestro sentir, adoptando dispo-
siciones fustas, y se menoscaba , y hasta se llega á 
perderlo, si:se procede con injusticia, ora se dicte 
por la f uerza y i por lujo de arbitrariedad una dispo-
sición injusta , ora se ceda por debilidad á una exigen-
cia que lo sea. 
Sin los acaloramientos y consiguientes exageracio-
nes á que la misma especulación dá lugar, sin la 
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creencia de que las subidas de precio en ios efectos 
públicos, muchas veces artificiales y sin fundamento 
sólido, han de ir siempre en progreso, pues mientras 
mas grandes son , se esperan mayores; las deudas 
amortizables hubieran podido ser objeto de una espe-
culación considerablemente lucrativa: El aumento 
anual y progresivo de 1 por 100 en la de 1.a clase y 
de Va á 3A por 100 en la de 2.a, habria dado á los 
tenedores una ganancia natural, legitima, justísima;y 
muy superior al interés corriente del capital invertido 
en su adquisición, ó en que debiera ser estimada. 
m . 
Los tenedores de deudas amortizables, que* carer 
cen absolutamente de razón en lo que reclaman con 
respecto, á ciertos puntosj la tienen evidente en algo 
de lo que reclaman con respecto á los Baldíos y Rea-
lengos. Se les dá , por el proyecto de ley que aun 
está pendiente, mas de lo que realmente piden, aun-
que ellos manifiesten que es mucho menos; pero no 
se les otorga lo que demandan y tienen derecho para 
demandar. ¡ Sensible y dolorosa combinación de cir-
cunstancias ! ¡ Se aumentan en su favor, mas de lo 
que se debiera y pueden exijir, las cargas del Estado, 
y no se satisface á sus deseos! 
La justicia de una parte de sus pretensiones, que, 
en mi sentir, ha sido en todo tiempo y es incuestio-
nable, ha hecho que no fijen la atención en la índole 
y objeto de cada una de ellas, que considerándolas los 
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mismos Tenedores eomo si formasen un todo indivisi-
ble, viendo que no se deferia á ninguna, y no descen-
diendo á su examen detallado, único medio de cono-
cer lo justo y lo injusto, lo procedente é improce-
dente, y de apreciarlo bien y distinguir lo uno de lo 
otro, hayan podido creerlas justas en su generalidad 
ó conjunto. 
Conveniente por lo tanto es examinarlas detallada-
mente, como nos proponemos hacerlo , ya que no se 
hizo en tiempo oportuno la conversión de estas deudas 
en deuda con interés , lo cual ha podido hacerse con 
evidente y recíproca utilidad del Estado y de sus 
Acreedores, evitando así toda cuestión y todo conflicto 
respecto de las deudas amortizables. Tal pensamiento, 
que otros estimarán desacertado, parecíame provecho-
sísimo, teniendo de ello tal convencimiento que lo anun-
cié en la memoria del presupuesto para 1853. 
La aserción de que la Ley del Arreglo de la Deuda dispuso que se 
aplicasen á la amortización de esta los bienes del Estado en gene-
r a l , es notoriamente errónea é infundada , y las reclamaciones 
consiguientes á este aserto son de una injusticia manifiésta é 
I . 
El artículo 16 dé la Ley de 1.° de Agosto de 1851 
dispuso que se procediera desde luego á la amortiza-
ción de la deuda amortizable, destinándose al efecto: 
1.° «Todas las fincas, foros y derechos pcrleñe-
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«cientes al Estado como mostrencos, y los proceden-
tes de tanteos y adjudicaciones por débitos.» 
2. ° «Los realengos y baldíos , á cuya enagenacion 
»se procederá con las excepciones »... 
3. ° «El producto total del 20 por 1 0 0 » . . . de los 
bienes de Propios.».'.. 
4. " «Doce millones de reales efectivos, que se 
»consignarán anualmente en el presupuesto »•...-
Decir que en el número 1.° están comprendidos, y 
destinados por lo tanto á la amortización v no solamen-
te los bienes poseídos por el Estado en el concepto de 
mostrencos y á virtud de tanteosjadjudicaciones, sino, 
en general, todos los que le pertenecen, sea cual fuere 
el: concepto en que los posea y el título en cuya virtud 
le pertenezcan, es un absurdo tal , que consideramos 
inútil empeñarnos en prolijas demostraciones para per-
suadirlo. 
¿Por qué se había de haber hablado específica y 
determinadamente de bienes mostrencos : y procedentes 
de tanteos y adjudicaciones, ú el propósito era disponer 
de todos los que poseía el Estado ? ¿ No poseía el Estado 
aquellos bienes, ó son ellos solos los que poseía ? ¿ Qué 
razón hay para atribuir al Legislador semejante incor-
rección — decimos mal — semejante estupidéz? ¿Se 
concibe que , siendo tal como se pretende el propósito 
y la mente, no se hubiera advertido, reclamando con-^  
ira aquella tan monstruosa redacción, por ningún Se-
nador, por ningún Diputado? Guando se dispone acerca 
de bienes de una clase determinada , se indica el con-
cepto en que se poseen, expresando de éste modo: la 
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ciase á que corresponden , y es legal, corriente y auto-
rizado por la práctica usar para ello del adverbio como. 
El disponer, pues y acerca de tos bienes pertene-
cientes al Estado como mostrencos, fué disponer de 
los bienes adquiridos por ser mostrencos, de los bienes 
que eran mostrencos cuando el Estado los adquirió, 
de los bienes que corresponden á esta-clase, y no de 
los de otra procedencia, de los bienes pertenecientes 
al Estado- en concepto de mostrencos. De ello adüci-
riamos, á no considerarlo innecesario muchos ejem-
plos: quien los desease, los hallada en abundancia re-
corriendo las disposiciones^ legales relativas^ a los bienes 
mostrencos. 
¿Por qué se habla también específica y determi-
nadamente, en el mismo número, de los bienes proce-
dentes de tanteos y-adjudicacionesi por débitos ? ¿A! qué 
mencionarlos siquiera, no habiendo de dictar ninguna 
disposición especial respecto de ellos, si el espíritu 
era destinar á la amortización todos los bienes del 
Estado , fuera cual fuese su origen y procedencia? 
Tampoco se debió destinar especialmente á la 
amortización los Realengos y Baldíos, pues están 
comprendidos en la generalidad de los bienes del Es-
tado, si el ánimo era destinarlos todos á tal objeto. 
E l precepto de someter á las Cortes el proyecto de la 
ley que, estableciese las excepciones y forma de la ven-^  
ta de aquellos bienes, no debió ser objeto de uno de 
ios números, todos regidos del Yerbo < tomar, en los 
cuales se designaban, clase por clase, específica y dis-
tintamente , los bienes que habían de aplicarse á la 
- ai — 
amortización. Un párrafo, no numerado^ de dicho ar-
ticulo habria sido el lugar oportuno para la disposi-
ción de que precediese á la venta la ley expresada, y 
de que el Gobierno presentase el proyecto de ella en 
la inmediata legislatura* Sin embargó de que esto es 
tan obvio y tari inconcuso , los poseedores de deudas 
ámortizables han tenido la rara habilidad de hallar 
en la designación de los Realengos y Baldíos una eom-
probacion de haberse dado aquel destino i á todos los 
bienes del Estado: paradojaide tal género^ cfue; no me^ 
rece-ser rebatida. 
Ií. 
Los bienes que pertenecen al Estado-son; de nau^ 
chas y muy diversas procedencias, á las cuales, ó al 
servicio público que llenan y al Ministerio de que de-
penden, ha atendido la Administración Pública para 
hacer de ellos las clases siguientes: • { 
Del Estado en general. ' ; f 
De la Inquisiciom 
^ ^ De^Ganales^ . : 
Adjudicados por débitos. 
De Baldíos y Realengos. ; 
Del Ministerio de la Guerra. : i 
Del Ministerio de Fomento. ; 
Del Ministerio de Marinad 
Del ramo de Minas. 
De diversas procedencias. 
De Maestrazgos y Encomiendas. 
De las Ordenes Militares. 
De Cofradías, Obras pías y Santuarios. 
Del secuestro del infante D. Garlos. 
No se poseen y administran estos bienes, ni se 
habla de ellos indistintamente, comprendiéndolos ba-
jo una denominación, lo cual no podría verificarse 
sino en el caso de dictar alguna disposición general 
que los comprendiese á todos: siempre que se designa 
la clase de los bienes, que ha de ser una de las ex-
presadas, la disposición que se dicta es limitada á los 
bienes de aquella clase, y no se extiende á las demás. 
Ni podría ser otra cosa sin incurrir en lo absurdo. La 
disposición dictada respecto, de los bienes adquiridos 
por el Estado como mostrencos ¿no seria improceden-
te y hasta monstruosa, aplicada á los bienes de los 
Ministerios de la Guerra , de Marina ó de Fomento, 
es decir, á las plazas fuertes, cuarteles, cañones, fu-
siles y municiones; á los arsenales, buques y sus per-
trechos; á las universidades é institutos , biblio-
tecas, museos, gabinetes y laboratorios? Por esta 
razón se expresa la clase á que pertenecen los bienes 
respecto de los cuales se dispone, ya indicando su pro-
cedencia, ya el Ministerio que los tiene á su cargo, si 
están destinados á un ramo especial. 
La absurda inteligencia que los tenedores de deu-
das amortizables dan al adverbio como, demuestra, 
si es sincera, que no se han fijado en su significación, 
ni en la razón, mas bien necesidad, jurídicamente, de 
usarlo en el caso de que se trata. Los bienes que el 
Estado ha adquirido por ser mostrencos, no son mos-
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trencos después de haberlos adquirido: tienen ya due* 
ño conocido, que es el Estado. Se cometeria por lo 
tanto grande impropiedad en decir simplemente, ha-
blando de los bienes de esta clase, bienes mostrencos: 
es necesario usar una locución, emplear una frase 
que indique lo que han sido, que exprese su origen y 
procedencia, lo cual se consigue por medio del adver-
bio como, equivalente á las frases en concepto de, b por 
haber sido..... mostrencos. 
I I I . 
Si en el número 1.° del artículo 16 de la ley de 1.° 
de Agosto de 1851 se hubieran destinado á la amor-
tización de la Deuda los bienes del Estado en general, 
necesario habria sido hacer desde luego algunas ex-
cepciones ó determinar que se hicieran en otra ley 
que precediese á la enagenacion. Otra cosa no era 
racionalmente posible, ni debe suponerse. No se de-
be, en efecto, suponer que el Gobierno (protesto que 
nada habla mas distante de su ánimo que la aplica-
ción de los bienes del Estado en general), que las 
Cortes se propusieran enagenar los edificios destina-
dos á los ministerios y oficinas públicas, á la ense-
ñanza y á la beneficencia; las fábricas nacionales; los 
cuarteles, armamentos y provisiones de guerra; los 
arsenales con todas sus dependencias, los buques, su 
velamen y utensilios; en una palabra, todo lo que se 
halla afecto al servicio público: ni debe suponerse que 
el legislador dejase de hacer , por olvido, estas excep-
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dones.- No hablo del Gobierno que presentó el pro-
yecto i convertido en la ley de 1.0 de Agosto de 1851, 
de cuyo ánimo he dicho que era muy a geno el pensa-
miento de que se aplicasen á la amortización otros 
bienes que los específica y determinadamente men-
cionados en la ley: hablo de las Cortes, del Senado y 
del Congreso. ¿ Cabe en lo posible que ni la una ni la 
otra Cámara, ni uno solo de sus individuos hubiera 
advertido que era indispensable hacer aquellas excep-
ciones (algunas mas se habrian hecho) si se hubiese 
tratado de la enagenacion de los bienes del Estado en 
general? ¿Puede creerse esto de los que dispusieron 
que á la, venta de ios Realengos y Baldíos precediese 
unaJey, en la cual se estableciesen las excepciones 
y la forma? : r j ^ í h b ^ ^ j i d - I • A S I ^ Í ,:.Í noi''i .ví 
Pero la omisión de :1a ley está suplida por la ge-
nerosidad de lost Tenedores principales de la Deuda 
amortizable, quienes , con una sencillez que pasma, 
decían en la célebre exposición de 17 de Abril de 
18l>2: «Si-se estampo la frase que: empieza con el 
«adverbio oamo,, fué porque era preciso limitar él sen-
«itido. absoluto del primer miembro del período que 
«empieza con el adjetivo í o d ^ porque claro es que el 
«Estado: ho había de querer quedarse sin cuarteles, 
«sin museos, casas de enseñanza y hospitales.» |La 
frase que empieza con el adverbio como se estampó 
para limitar el sentido absoluto del primer miembro 
del período; que empieza con: el adjetivo todas,, reco-
nociendo que era necesaria; esta limitación, y no se 
hizo! j Qué absurdo! ¿Dónde está la limitación? ¿Guá-
les son los bienes del Estado exceptuados? «Claro es-
«tá, se dice, que el Estado no habia de querer que-
»darse sin cuarteles, sin museos, casas de enseñanza 
»y hosp i t a les .»^Quer r í a quedarse sin edificios de 
ministerios y otras dependencias, sin arsenales, sin 
casas de moneda?—«No, responderán: si hemos habla-
do de cuarteles, museos, casas de enseñanza y hos-
pitales, ha sido por via de ejemplo: en el mismo caso 
se hallan esos otros objetos y otros muchos: todo edi-
ficio , todo establecimiento, todo objeto que sea ne-
cesario para el servicio público, debe considerarse 
exceptuado: así lo dicta el buen sentido, y así se debe 
reconocer y asentar de buena fé. »—Admitida esta sin-
gular doctrina, contraria al principio de derecho 
«donde la ley no distingue, tampoco debemos nosotros 
distinguir yV Tprimiyio de derecho que no se tuvo pre-
sente al redactar aquella exposición, las excepciones 
de la venta de todos los bienes del Estado y la aplica-
ción de su producto á la amortización de la Deuda 
se dejó al buen sentido y á la buena fé de todos, sin 
establecer regla alguna para resolver las muchas y 
graves cuestiones que necesariamente habían de sus-
citarse, sin indicar siquiera el principio que hubiera 
de aplicarse, el espíritu que hubiera de seguirse, el 
fin á que se debiera caminar. En la suposición de que 
se hubiese dispuesto de los bienes del Estado en ge-
neral ¿ se puede esto concebir siquiera ? 
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IV. 
Sabido es que para el proyecto de ley que el Go-
bierno presentó á las Cortes, y que produjo la ley de 
1.° de Agosto de 1851, sirvió de base el proyecto que 
habia formado la mayoría de la Junta de la Deuda, la 
cual proponía que se destinasen á la amortización, 
además de los bienes de que se trata , los procedentes 
de comunidades religiosas de varones, de la inquisición, 
de ermitas y cofradías. El artículo 12 del proyecto de 
ley que la mayoría remitió al Gobierno, decía así: 
Art. 12. «Á este efecto (la amortización) se des-
U t e 1 ^ . &^  oiqiynnu • nm:%um t iiontoob TBiDji 
i.0 Las fincas , los foros y censos pertenecientes 
al Estado, y que, procedentes de comunidades re l i -
giosas de varones, la inquisición, mostrencos, tan-
teos, adjudicaciones por débitos y ermitas y cofradías, 
comprende el estado oficial inserto en la Gaceta áe\ i $ 
de Abril anterior, y que es adjunto al proyecto del 
Gobierno sobre el arreglo de la Deuda: y 
2.° Los baldíos y realengos, á excepción de los 
qüe fueren de legitimo aprovechamiento común de los 
pueblos.» 
El Gobierno disintió eii esta parte del parecer de 
la mayoría dé la Junta: una de las pocas variaciones 
que, deliberada é intencionálmente y de propósito, 
hizo en aquel proyecto, versó acerca del punto de que 
se trata: descartó los bienes que procedian de las 
comunidades religiosas de varones, de la inquisición. 
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y de ermitas y cofradías. ¿ A qué excluir estos bienes, 
si el propósito era destinarlos á la amortización? 
¿Por qué variar la redacción del artículo? El hecho 
de verificarlo probaria, por sí solo, que el propósito 
fué no comprender aquellos bienes, los cuales y mu-
chos mas sostienen los Tenedores de deudas amorti-
zabies que se hallan comprendidos. Ni el Gobierno 
propuso, ni las Córtes acordaron que se destinasen 
los bienes del Estado, en su generalidad, á la amor-
tización de la Deuda: no fué esto lo que el Gobierno 
sometió a las Cortes; no fué este lo que las Córtes 
decretaron, sancionó la Corona y se convirtió en ley. 
V. 
Se hubieran podido excusar todos los razonamien-
tos aducidos, todas las demostraciones que preceden, 
con solo fijar la consideración en las consecuencias de 
la interpretación que los Tenedores de la deuda 
amortizable dan á la ley de 1.° de Agosto de 1851. 
Si por ella se hubiesen destinado á la: amortización 
de la Deuda todos los bienes del Estado, se pudo y se 
debió poner en venta, desde luego que fué publicada 
ia ley, dando aquella aplicación á su precio, las minas 
de Almadén, Rio-tinto, Linares y las demás que po-
see el Estado ; las Salinas y Fábricas de Tabaco ; la 
imprenta Nacional, y otros establecimientos semejan-
tes: de modo que la ley referida habría sido , no la ley 
del arreglo de la Deuda, sino una ley sobre el sistema 
rentístico que debía adoptarse en España, puesto que 
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destruía algunas de las bases fundamentales del que 
regia, aboliendo desde luego el estanco del tabaco y 
de la sal. Y no se diga que debería considerarse ex-
ceptuada la venta de estas propiedades, por utilizar--
se de ellas el Estado y hallarse destinadas al servi-
cio público/ pues este destino cesa desde el momen-
to en que se adopta un sistema rentístico diferente del 
que rige, y si la buena fé de los Tenedores de la deu-
da amortizable ha exijído de ellos que maniñesten ser 
«claro que el Estado no había de querer quedarse sin 
«cuarteles, sin museos, casas de enseñanza y hospi-
»tales,» una vez que, sea cual fuere el régimen de go-
bierno y el sistema rentístico y administrativo de la 
Nación, ha de haber tropas que necesiten cuarteles, 
objetos naturales y artísticos que merezcan custo-
diarse en museos y enseñanza que requiere locales, 
y enfermos desvalidos que busquen consuelo y alber-
gue en los hospitales; no es igualmente necesario en 
toda clase de gobierno y en todo sistema rentístico y 
administrativo que el Estado posea y administre m i -
nas, salinas, fábricas de tabaco é imprenta, y de con-
siguiente no se podría exijir de ellos igual reconoci-
miento del derecho del Estado á conservar y no ena-
genar aquellos objetos. 
A tales absurdos conduce la inteligencia que los 
Tenedores de la Deuda amortizable dan al artículo 16 
de la ley. Yo me indigno—lo digo con toda sinceri-
dad—de que se me haya podido atribuir el pensa-
miento, al presentar á las Cortes el proyecto de la 
ley de 1.° de Agosto de 1851, de privar á la Nación 
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de otros bienes que los adquiridos por el Estado co-
mo mostrencos,. los procedentes de tanteos y adjudi-
caciones, y los realengos y baldíos que no se .decla-
rasen exceptuados, y creo que todos los que contri-
buyeron á la formación y á la aprobación de aquel 
proyecto de ley , se deben indignar igualmente de que 
se les haga semejante imputación. 
L a reclamación dirigida «• que se vendan, aplicando su producto á 
la extinción de la deuda amortizable, los bienes adquiridos por 
el Estado como Mostrencos, los procedentes de Tanteos y Adju-
dicaciones por débitos y los Realengos y Baldíos , es de justicia 
incuestionable y evidente. 
I . 
La proposición que se acaba de asentar es la dis-
posición literal de la ley de 1.° de Agosto de 1854 . No 
hay por lo tanto necesidad de aducir razones para de-
mostrarla: basta recordar el texto de la ley. 
El artículo 16 destina á la amortización de la 
Deuda (núm. 1.°) «todas las fincas, foros y derechos 
»pertenecientes al Estado cómo mostrencos , y los 
«procedentes de tanteos y adjudicaciones por débitos, » 
y destina igualmente (núm. 2.°) «los realengos y bal-
»díos, á cuya enagenacion (añade) se procederá con 
«las excepciones y en la forma que se establezcan en 
«una ley especial , para lo cual someterá el Gobierno 
«á las Cortes el oportuno proyecto de ley en la pre-
»senté legislatura. » La disposición es clara, terminan-
te: se mandó invertir en la amortización el producto 
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en venta de los bienes que procedían de mostrencos y 
de tanteos y adjudicaciones por débitos, pues se des-
tinó á ello, no la renta, sino el capital, ó sea los mis-
mos bienes, y se mandó dar igual inversión al pro-
ducto de los realengos y baldíos, debiendo preceder-
se á su venta , con las excepciones y en la forma 
que se determinase por una ley, cuyo proyecto pre-
sentara el Gobierno en aquella legislatura. Al pedir, 
pues, el producto en venta de todos estos bienes, se 
pide el cumplimiento de la ley; se pide lo que se ofre-
ció solemnemente; piden los Tenedores de la deuda 
ajnortizable lo que se les debe. 
11. 
¿Cuáles son las razones de no haber aplicado des-
de luego los indicados bienes á la amortización? En 
cuanto á los que han sido adquiridos por el Estado 
como mostrencos, y los que proceden de tanteos y 
adjudicaciones, el motivo ha sido, en mi sentir, su 
misma insignificancia, la cual ha hecho que no se hayan 
fijado en ellos ni el Gobierno ni los acreedores, quie-
nes no han reclamado la aplicación de aquellos bienes 
especialmente, habiéndolos comprendido en la recla-
mación general, y no habiendo de consiguiente adu-
cido, cual hubiera convenido, su derecho, que es claro 
y evidente , pues cuantos bienes de las indicadas pro-
cedencias existan y hayan existido, han debido y de-
ben ser aplicados á la amortización. 
Con respecto á los realengos y baldíos, creo sin-
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ceramente que si los Tenedores de la deuda amorti-
zable hubieran limitado, como debían, sus pretensio-» 
nes á que se aplicasen á la amortización dichos bie-
nes y los comprendidos en el número 1.° del artículo 
16, ó el valor de los unos y los otros, lo habrían 
conseguido hace tiempo. 
La exajeracion de sus reclamaciones ha sido, á 
mi juicio, la principal causa de haber llegado el asun-
to á la situación en que se halla. Hechos importantes 
y graves nacen muchas veces de causas pequeñas y 
livianas. Abrumado constantemente el Ministro de Ha-
cienda, como todo Ministro y mas aun aquel que los 
de otros ramos, con el peso de gravísimos negocios, 
no habiendo tal vez descendido al examen minucioso y 
detallado de las reclamaciones de los Tenedores, apre^ 
ciándolas en conjunto, viéndolas tan exajeradas y 
enormes, y conociendo desde luego la absoluta impo-
sibilidad de que tuviesen fundamento sólido , porque 
no es posible que, al formar la ley de 1.° de Agosto 
de 1851, se hubiese gravado á la Nación con sacrifi-
cios superiores á los recursos , las desestimase virtual-
mente, en el hecho de no proponer á las Cortes reso-
lución alguna. Llegado después el caso de tratarse del 
asunto en las Cortes, el motivo de separarse, como, 
á mí parecer, se separan de la disposición de la ley 
de 1.° de Agosto de 1851 el proyecto de ley presen-
tado en 31 de Marzo de 1862 y el aprobado reciente-
mente por el Congreso de los Diputados , destinando á 
la amortización uno y otro seis millones, aunque en 
diferente forma ó bajo diverso concepto, en lugar de 
aquellos bienes, es la imposibilidad de deslindar en el 
dia tocios los bienes que han pertenecido a las clases 
indicadas , siendo sumamente dificultoso hasta el hacer 
una inyestigacion que produjese algunos; y lo es asi mis-
mo lo exiguo de los que, aun á costa de prolijas ave-
riguaciones, pudieran descubrirse. Cierto es esto, i n -
dudable, en mi sentirv como se demostrará; pero no 
es bastante para justificar la falta de cumplimiento de 
la ley, pues para ello seria necesario qué hubiese una 
imposibilidad absoluta de hacer lo que la misma pre^ 
viene. Hágase, sea cual fuere el resultado: dése á los 
Tenedores de deuda amortizable lo que se les ha ofre-
cido; y si esto no satisface sus deseos, si no es lo que 
ellos han podido esperar, ni aun lo que de buena fé 
creyeron las Górtes y el Gobierno cuando este presentó 
y aquellas votaron el proyecto de ley, no tendrán cier-
tamente derecho á reclamar. 
111. 
Limitadas á lo expuesto las reclamacioues ; de los 
tenedores de la deuda amortizable, han sido y son le-
gales, justas ^ incontestables. Siempre lo he creido así, 
y á muchos de los mismos interesados lo he manifes-
tado, reconociendo en general la razón que tenian para 
reclamar ^ persuadido de que era lo indicado y no otra 
cosa lo que pedían, pues lo indicado y no otra cosa 
es lo que dispone la ley: pero al ver que demandan lo 
que la ley no les ha dado, al examinar sus reclamacio-
nes y las cuentas que forman, no puede menos de co-
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nocerse lo caprichoso de estas cuentas y lo infundado 
de aquellas reclamaciones, admirando y deplorando 
su tenaz empeño y su ceguedad. 
Aplicando anualmente á la amortización de la deuda seis millones de 
reales, hace el Estado mayor sacrificio y se dá mas que aplicando 
los bienes anteriormente mencionados, pero no se dá lo que los 
Tenedores de aquella deuda tienen derecho á reclamar. 
I . 
Que , aplicando á la amortización de la deuda seis 
millones anuales en lugar de los realengos y baldíoSj: 
el Estado haría un sacrificio mayor, mucho mayor que 
el que puede resultarle de la aplicación del producto 
en venta de aquellos bienes, es evidente por si mismo 
y no exije demostración. ¿Qué sacrificio resultaria 
al Estado dé la enagenacion de bienes que no le han 
producido ni le producen nada? ¿Ha sacado ó saca 
algún provecho de esos bienes? ¿Los utiliza de alguna 
manera ? ¿En dónde están sus rendimientos? ¿ Cuál es 
la partida del presupuesto dé ingresos en qué figuren 
los productos de esos bienes? Según los cálculos y 
las cuentas de los poseedores de deudas amortizables, 
deberían estos productos consistir en muchos m i -
llones, y sin embargo han sido y son nulos , porque 
nulo puede estimarse el que, rebuscando como con 
un telescopio los presupuestos, se encuentra en ellos. 
En los presupuestos y cuentas generales del Estado 
hasta el año de 1855 venia consignándose, (rentas 
públicas) un renglón que decia «Baldíos y realengos,* 
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tanto en fincas rústicas y urbanas , como en cen-
sos; pero en las cuentas de los años 1853 y 54 
solo se vé una fmca rústica de dicha procedencia, con el 
valor capital de 860 reales. Desde 1855, por conse-
cuencia de las leyes de desamortización , solo vienen 
figurando en las cuentas los Bienes del Estado, sin 
designación de «Baldíos y Realengos. » ¡EN OCHOCIENTOS 
SESENTA REALES consistía el producto de los Realengos y 
Baldíos, según el presupuesto ! ¡ OCHOCIENTOS SESENTA 
REALES eran el ingreso en 1853 y 1854 (y lo mismo 
debe creerse respecto del tiempo anterior y posterior) 
procedente de los Baldíos y Realengos ! ¿Se dudará 
pues de que , dando el Estado seis millones anuales 
para la amortización de la deuda., daría mucho mas 
que dando ios Realengos y Baldíos ? 
Podrá decirse que aunque el Estado, en( caso de 
venderse, y aplicar su producto á la amortización los 
Baldíos y Realengos, no haría un costoso sacrificio, 
los medios de extinguir la deuda serian mayores apli-
cando á ella el producto de aquellos bienes, los cua-
les no dejan de existir, ni de tener un valor, que se-
ria grande y efectivo si se pusiesen en venta, porque 
el Estado no los utilice, porque el Gobierno los mire 
con indiferencia y aun con abandono. Esta creencia 
de los Tenedores de las deudas amortizables, como 
todas sus creencias y todos sus cálculos en. general, 
es ilusoria. Aplicándose á la amortización el producto 
de los realengos y baldíos , se destinaría á ella mucho 
menos que aplicándose seis millones anuales. El pro-
ducto de los realengos y baldíos, aunque estos se ven-
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diesen todos inmediatamente, importaría una suma 
tan reducida, que ascenderia á muy pocas anualidades 
de aquella cantidad, si es que llegaba. 
11. 
En el dictámen de la mayoría de la Junta de la 
Deuda que informó sobre este asunto antes de pre-
sentarse á las Górtes el proyecto de la ley de 1.° de 
Agosto de 1851, en cüyO dictámen fundan los tene-
dores de las amortizables los quiméricos é imaginarios 
cálculos que forman sobre el asombroso ívalor de los 
realengos y; baldíos, se encuentra una prueba de lo 
que se acaba de manifestar. Se reconoce en él la gran 
dificultad de hacer la estimación de esta dase de propie-
dad, sohvQ lo que no se tenían datos ciertos:, creyén-
dose por lo mismo conveniente su venta, la cual seria 
quiza el medio mas eficaz, si no el único , de arrojar al-
guna luz sobre esta parte de la estadística territorial; 
manifestando que" habia imposibilidad de formar un 
cálculo seguro acerca del valor de aquellos bienes, aun-
que se creía poder asentar que era considerable. 
Para reforzar, dice, este medio (el de la amorti-
zación, á la cual proponía que se aplicasen los bienes) 
«para reforzar este medio, en el adjunto proyecto se 
«dispone la enagenaeion de los baldíos y realengos que 
»no sean de legítimo aprovechamiento común de los 
«pueblos, y cuya reducción á propiedad particular es 
«uno de los objetos por que tanto ban declamado es-
«critores y estadistas de gran nota, y que tanto ha de 
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»eonlribuir al fomento del país y á la riqueza del Es-
«lado. La gran dificultad de éste punto se halla en la 
»estimación del importe de esta clase de propiedad, 
«puesto que no se tienen datos ciertos; pero sobre no 
»ser reparo suficiente parai impedir la aplicación de 
«estas fincas á la Deuda, sea cual fuere su valor, qui-
»zá la venta, poniendo en movimiento á la par el i n -
«terés privado y la acción de lá Autoridad, será el me-
»dio mas eficaz , si no el único, de arrojar alguna luz 
«sobre esta parte de la estadística territorial. 
»En la imposibilidad de formar un cálculo seguro, 
«bien se puede asentar que, á pesar del trascurso del 
«tiempo y del espíritu de usurpación á que ha dado 
«márgen la incuria administrativa por efecto de las 
«guerras y vicisitudes políticas , el valor de las tierras 
«baldías llega á una suma considerable, como se i n -
«íiere solo de la despoblación actual de nuestras pro-
«vincias de Castilla, Mancha, Extremadura y Anda-
l u c í a , y como lo atestigua la opinión de personas 
«entendidas y prácticas en la materia. 
«Ademas, si no hay dato alguno fijo para calcular 
«este capital en 300 millones de reales, como ahora 
«lo hacemos , no hay tampoco ninguna prueba ni do-
«cumento ( á lo menos que sepamos), ni razón, ni si-
»quiera indicio para combatir nuestro aserto, antes 
«bien se halla robustecido con el apoyo de uña persona 
»que á la autoridad de sus luces añadía la de su posi-
«cion como individuo del Gobierno. En su proyecto de 
«ley para el arreglo de la Deuda interior, en 1835 , el 
¿Sr. Conde de Toreno, que también aplicaba, aunque 
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»en , menor escala, á esta Deuda el principio de la 
«amortización j destinaba á ella la mitad de los baldíos 
»y realengos, calculándola en 600 millones de reales. 
»No es por tanto mucho que una riqueza , computada 
«entonces en 1200 millones, figure hoy entre los me-
»dios de amortización por e!l cálculo moderado y aun 
«escaso de 300. » 
Cierto es, como lo demuestra el párrafo preinser-
to, que la mayoría de la Junta calculó el Yalór de los 
realengos y baldíos en 300 millones; pero es igual-
mente cierto: .1.° que reconoció, y: lo manifestó expre-
sámente en la misma parte de su informe que se aca-
ba de insertar, que no había datos seguros para fijar 
aquel valor: 2.G que sü cálculo se fundaba, no en da-
to alguno, pues no existia , sino en otro cálculo, en 
el que , quince años antes , había, formado el Sr. Con-
de do Toreno j el cual podía ser equivocado , puesto 
que no descansaba tampoco en datos fijos: 3.° que, 
aun suponiendo fundado este cálculo, la: reducción á 
la cuarta parte de la cantidad estimada por el Sr. Con-
de de Toreno, que hacia la mayoría de la Junta, re-
ducción arbitraria, por no decir caprichosa, es una 
prueba máá de la inseguridad y desconfianza: con ; que 
esta procedía en sus apreciaciones,rá no creerse que i el 
valor de los realengos y baldíos iba decreciendo (así ha 
sucedido realmente) en proporción al tiempo que 
transcurría, en cuya suposición, y en la de que este 
decrecimiento debería ser en cada año mayor que en 
el anterior, bien puede asentarse que, si en los quin-
ce años inmediatamente anteriores al de 1850 se ha-
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bia reducido el valor de los bienes (por la disminución 
de estos, pues no podia ser otra la causa) de 1200 á 
300 millones, en los catorce años que han trascurrí 
do desde el de 1850 hasta el presente, se habrán re-
ducido dichos bienes á la nada; y 4.° que en la ley 
de 1.° de Agosto de 1851 no se mandó aplicar á la 
amortización de la Deuda cantidad determinada por 
razón de los realengos y baldíos, sino el producto en 
venta, fuera el que fuese, de estos bienes, lo cual 
bastaría, siendo un hecho que no permite duda ni 
controversia en el asunto. A esto se agrega que tam-
poco se hizo en dicha ley, ni aun en el preámbulo de 
su proyecto, estimación ni cálculo alguno acerca del 
valor de dichos bienes; ni se indicó nada; ni se alimen-
tó ninguna esperanza sobre este punto; ni se mani-
festó conformidad con el cálculo que había formado 
la mayoría de la Junta, cuyo dictamen, en algunos 
puntos, no aceptó el Gobierno, habiéndose propuesto 
en el proyecto y establecido en la ley en muy diferen-
te sentido. «Todos ellos (se decía en el preámbulo 
del proyecto de ley, hablando de los informes ó dic-
t ámenes de la Junta) han sido examinados con de-
tenimiento y meditación profunda por el Gobierno; y 
»de sus bases, y en especial de las en que se funda 
»el de la mayoría de la expresada Junta directiva, 
ahechas algunas alteraciones y modificaciones que se ha 
tcreido conveniente introducir, se ha formado el pro-
«yecto que ahora se somete al examen y deliberación 
»de las Córtes.» 
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Es indudable que los baldíos y realengos en 1851 
eran mucho menos de lo que calculó la mayoría de la 
Junta, y menos también de lo que generalmente se 
creia. Yo confieso francamente que, aunque no se fijó 
cantidad ni se hizo ofrecimiento alguno , pensaba que 
seria mucho mas de lo que era en realidad el valor 
de aquellos bienes: y si en 1851 eran mucho menos 
de lo que entonces se creia, si la estimación de ellos 
en 300 millones, que hizo la mayoría de la Junta, era 
exajerada, puede asegurarse sin temor de errar que 
hoy están reducidos casi á la nulidad. 
Haciendo la mas prolija y esmerada investigación 
de los realengos y baldíos, y procediendo á la venta 
de los que debieran enagenarse, es seguro que su 
producto seria tan insignificante, que bien puede es-
timarse nulo, y es seguro también—al menos yo no 
tengo sobre ello la menor duda—que dicho produc-
to en totalidad seria mucho menor que la anualidad 
de seis millones en muy pocos años. No hay que ha-
cerse ilusiones; ábranse los ojos á la luz: los baldíos 
y realengos, que hace algunos siglos eran cosa de 
mucha importancia, están hoy reducidos á la nada: 
puede decirse de ellos con toda propiedad: exístieron.; 
Su desaparición ha sido obra de las disposiciones le-
gales que se han dictado en la materia y del trascurso 
del tiempo: ha ido ocurriendo lenta y sucesivamente, 
sin ser advertida; y hoy puede decirse que se acerca á 
4 
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su término, si es que no se ha consumado ya. Los 
baldíos y realengos han tenido siempre dos poderosos 
enemigos,'como se ha demostrado en los dos folletos so-
bre las deudas amortizables que ha publicado D. José 
Sidro y Surga, Abogado del Colegio de Madrid, folle-
tos escritos con grande copia de datos , con exactitud 
completa y con elevado criterio. Estos dos enemigos 
han sido las municipalidades y los particulares. Tan-
to las unas como los otros se han ido apoderando de 
ellos , para lo cual han aprovechado todas las ocasio-
nes propicias , pasando de consiguiente aquellos bie-
nes á ser tenidos por propiedad de los pueblos ó de 
los particulares. La legislación , como se ha dicho ? ha 
dado margen á ello, y el interés de los pueblos y de 
los particulares ha completado y consumado la obra. 
Además de las disposiciones legales que muy de anti-
guo se han dictado sobre este asunto y han contribui-
do al fm indicado, se dictó en el año 1845, á con-
sulta del Jefe político de Toledo, la Real orden de 5 
de Mayo de 1846, en la cual se declaró, entre otras 
cosas, que los ingresos extraordinarios de Propios se 
considerasen obligados al pago del 20 por 100 , y que se 
hiciese cumplir á quien correspondiese las disposicio-
nes contenidas en ella, procurando impulsar la recau-
dación del impuesto, por los medios que se hallasen en 
el círculo de sus atribuciones: de cuya Real órden h i -
zo mérito oportunamente el referido Sr. D. José Sidro 
y Surga en el segundo de los mencionados opúsculos, 
y lo ha hecho recientemente el Sr. Diputado Herre-
ros en el luminoso y detallado discurso que ha pro-
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nunciado en el Congreso, al discutirse el proyecto so-
bre las deudas amortizables. 
En el propio sentido, aunque de una manera mas 
terminante, está concebida la Real orden de 23 de 
Abril de 1858, expedida por el mismo Ministerio, 
de conformidad con lo que hablan propuesto las 
Secciones de Gobernación y Fomento y de Hacien-
da del Consejo Real, en cuyos considerandos se re-
conoce á los pueblos el derecho de arbitrar, con-
virtiéndolos por ello en bienes de propios, los bienes 
comunes, y en cuya parte dispositiva se declaró ha-
llarse sujetas al pago del 20 por 100 de propios 
las fincas rústicas que, no estando destinadas al apro-
vechamiento común y ^raímío de los vecinos, produ-
cen ó pueden producir una renta en favor de la comu-
nidad del pueblo, cualquiera que sea ó haya sido su 
origen y denominación, y las que se hallen arbitradas 
con la correspondiente autorización; las fincas urba-
nas que no estén destinadas á servicio público , y los 
censos y derechos para cuya cobranza ó exacción no 
han necesitado ni necesitan los pueblos previa auto-
rización del Gobierno: de suerte que solo los predios rús-
ticos cuyo disfrute y aprovechamiento sea común y ente-
ramente gratuito; los edificios destinados á un servicio 
público ó municipal, y los arbitrios sobre artículos de 
consumo ú otros objetos para cuya imposición no necesi-
tan los Ayuntamientos dicha autorización, son los únicos 
bienes y productos que deben quedar exceptuados del vein-
te por ciento de propios. 
Las dos Reales órdenes mencionadas corroboraron 
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el aliciente que otras disposiciones legales, desde muy 
antiguo, ofrecían á los pueblos para que se fuesen 
apropiando los baldíos y realengos, como se ha verifi-
cado, habiéndose completado la obra con las disposi-
ciones relativas á la desamortización , en las cuales se 
atiende para la clasificación de los bienes á la cir-
cunstancia de haber ó no pagado el 20 por 100, es-
timándose bienes de propios los que han estado suje-
tos á este pago. Así que, baldíos y realengos, por re-
gla general, se han enagenado como propios, y es 
seguro que, hecha la mas prolija investigación , y su-
poniendo que esta diese por resultado una grande 
cantidad de bienes de aquel origen, resultaría que, en 
su inmensa generalidad, sino en totalidad, están po-
seídos por los pueblos ó por los particulares como 
propíos ó como fincas de dominio privado; que mu-
chas de ellas lo serán en realidad, ya por efecto 
de las disposiciones legales de la materia, ya por la 
prescripción, y que para reivindicar los poquísimos 
que no lo fueran, se ofrecerían grandísimas dificulta-
des, exijiendo un pleito cada reivindicación. 
I V . 
No puedo ofrecer, aunque mi convicción es pro-
funda, una demostración tangible de lo que se ha ex-
puesto : el Gobierno podrá encontrar en sus depen-
dencias, y en su defecto podrá exijír datos inconcusos 
y concluyentes, que le suministren acerca de ello una 
prueba inconcusa, positiva, de hecho. Los bienes que 
poseían los pueblos se han vendido en su mayor par-
te, y en ellos han sido comprendidos los que hubiese, 
pocos ó muchos, de las clases de realengos y baldíos: 
únicamente se han exceptuado de la venta los de 
aprovechamiento común, los cuales se habrían excep-
tuado también en la ley previa á la enagenacion de los 
realengos y baldíos , segun do reconocen los mismos 
Tenedores de las Amortizables. Examinando, pues, el 
concepto en que se han vendido las fincas de los pue-
blos, lo cual ha de constar en las dependencias del 
Estado, y en su defecto se puede averiguar, se depu-
rará qué bienes ó fincas se han vendido en concepto 
de realengos y baldíos, qué fincas se han vendido en 
concepto de bienes de propios. Si resulta , como me 
parece indudable, que las fincas, en su inmensa ge-
neralidad, se han vendido cómo bienes de Propios, la 
consecuencia es que estaban tenidas como bienes de 
Propios ó lo eran en realidad, siendo tan pocos é i n -
significantes, que debieran estimarse nulos, los que 
apareciesen como realengos y baldíos. 
Y. 
Prueba del convencimiento que de lo expuesto han 
tenido los mismos Tenedores de las Amortizables , es 
su proceder durante mucho tiempo. En los trece 
años trascurridos no han reclamado que se dictase la 
ley anunciada en el artículo 16 de la del arreglo de 
la Deuda, en la cual se habían de establecer las excep-
ciones y la forma de la enagenacion de los realengos y 
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baldíos. ¿Por qué no gestionaron para que se llenase 
este vacío desde luego que podia ser ya notable la 
inacción sobre este punto? ¿ por qué no lo han hecho 
posteriormente, en lugar de las improcedentes, injus-
tas y , á mis ojos, hasta monstruosas reclamaciones 
que han formulado? ¿por qué no han pedido la forma-
ción de la indicada ley, necesaria para proceder á la 
enagenacion de aquellos bienes? El silencio sobre este 
punto de los Tenedores de las Deudas Amortizabies de-
muestra la importancia que han dado á ese medio de 
extinguirlas. Ciertamente, en el orden de rigorosa y 
estricta legalidad no hay derecho para reconvenirlos 
por no haber reclamado la presentación de! proyecto y 
formadon de aquella ley, pues ni en la de 1851 ni 
en otra alguna se les ha impuesto, ni se les habria 
podido justa y racionalmente imponer, la obligación de 
hacer lo que habria sido provechoso única y exclusiva-
mente para sus intereses, sin que la omisión pueda per-
judicar á tercero ni al Estado; pero, siendo esto i n -
cuestionable, es asi mismo evidente que si la acepta-
ción por ellos del arreglo de la Deuda hubiera tenido 
por motivo esencial, como ahora preconizan, la apli-
cación de los baldíos y realengos á la amortización, 
dándole la importancia que ahora le dan, habrían re-
clamado (y habrían procedido en tal caso justa y opor-
tunamente) con la misma energía y persistencia con 
que, para fines muy diversos, lo han hecho de cuatro 
años a esta parte y aun lo hacen. 
Dirán acaso los tenedores de la deudas amortiza-
bles que, sea cual fuere en el día y fuera cual fuese 
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en 1851 el valor de los realengos y baldíos, fueron es-
timados en 300 millones, cuya cantidad se les debería 
entregar en todo caso, pues, si en esto hubo error, no 
deben ellos ser víctima de semejante error.—Mas ¿pue-
den fundar algún derecho en el cálculo que hizo la 
mayoría de la Junta de la Deuda?—No fué solo, repli-
carán, la mayoría de aquella Junta: el Gobierno y las 
Cortes formaron el mismo cálculo, y creyeron que los 
bienes eran de gran valor.—De que ésta fuese la creen-
cia de las Cortes no se puede aducir ninguna prueba. 
El Gobierno, aunque sin determinar cantidad, sin 
asentir al cálculo de la mayoría de la Junta, creyó que 
los bienes de que se trata tenían mucho valor; pero 
reconociendo que este cálculo era muy falible, pues 
no se fundaba en ningún dato seguro, no propuso á 
las Cortes que se destinase una cantidad fija por el 
producto de los realengos y baldíos: no lo hicieron 
tampoco las Cortes: no lo dispone la ley. Aun supo-
niendo pues el error, no se puede alegar derecho, 
porque en el error no se puede fundar ninguno: es im-
posible, legal y moralmente, que el error produzca obli-
gación; es imposible que, por haber padecido error, 
contraiga uno obligación y adquiera otro derecho. 
V I . 
Si, por todas las razones expresadas, es induda-
ble — á mi juicio, es evidente — que el cumplimiento 
del articulo 16 de la ley seria para los tenedores de las 
amortizables infinitamente menos ventajoso que los 
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seis millones anuales que les daba el proyecto aproba-
do por el Congreso, no es menos evidente que, ha-
ciendo lo último, no se cumple la ley , y que no se les 
dá lo que exije su derecho. El articulo 16 destina el 
producto de los baldíos y realengos á la amortización, 
y manda proceder á la venta de dichos bienes, con las 
excepciones y en la forma que determinase la ley cuyo 
proyecto debia presentar el Gobierno en aquella legis-
latura. Con esta disposición, tan terminante, no se 
cumple aplicando á la amortización la cantidad de seis 
millones anuales, por mas que esta cantidad exceda 
en mucho al producto en venta de aquellos bienes, ni 
se cümpliria aunque se aplicase otra cantidad mucho 
mayor. La ley no ha dispuesto que se aplique a este 
objeto , por razón de los baldíos y realengos, una can-
tidad determinada: ha dispuesto que se aplique el pro-
ducto en venta de los bienes. No debe darse nada en 
equivalencia; debe darse lo que se mandó. Solo en los 
casos de imposibilidad absoluta de hacer lo ultimo, ó 
de conformidad entre los Tenedores de las Amortiza-
bles y los Legisladores de España, se cumpliría dando 
aquella equivalencia; y ni lo uno ni lo otro existe, en 
mi sentir. Que no hay esta conformidad, es evidente, 
puesto que los tenedores de las amortizables han re-
pugnado expresa y manifiestamente el proyecto indi-
cado ; y que no hay absoluta imposibilidad lo creo del 
mismo modo y se procurará demostrar. 
Aquella falta de conformidad, que es un obstáculo 
legal , es además un obstáculo político y de decoro que 
debería en todo caso y por si solo alejar el propósito 
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de satisfacer sus reclamaciones, porque repugna cier-
tamente dar á uno lo que no se le debe , y ver al mismo 
tiempo que cree que se le debe mas y no se satisface. 
VIL 
Las razones que parece haberse tenido y tener-—al 
menos las que se han alegado en la reciente discusión 
habida en el Congreso —para no aplicar á la amorti-
zación el producto de los realengos, y baldíos y aplicar 
en equivalencia seis millones de reales anuales, son 
insuficientes, en mi sentir. Desde luego se conoce que 
no hay una imposibilidad absoluta de aplicar los bal-
díos y realengos, cual seria necesaria para que, á fal-
ta de conformidad de los interesados, se pudiese con 
derecho darles aquella equivalencia. A pocos esfuerzos 
que haga el Gobierno, el cual debe hacer todos los 
posibles, lo conseguirá. No es posible, se dice, hacer 
un deslinde de los bienes de que se trata ; no es posi-
ble descubrirlos. En efecto, no es posible descubrirlos 
todos, no es posible hacer una investigación que ofrez-
ca este resultado , no es posible hacer volver á su orí-
gen , esto es, hacer que sean realengos y baldíos los 
bienes que, habiendo pertenecido á estas clases, han 
sido legítimamente adquiridos, á virtud de antiguas 
disposiciones sobre la materia, por los pueblos y por 
los particulares; no es posible ni aun reivindicar todos 
los que han sido usurpados; pero si esto no es posible, 
lo ha sido y lo es el disponer que las oficinas y las au-
toridades , que la Dirección de propiedades del Estado, 
los Gobernadores de las provincias y los Ayuntamien-
tos (estos últimos bajo una responsabilidad especial) 
formen relaciones de aquellos bienes, hagan inventa-
rios acerca de ellos y presenten estados, en los cuales 
consten los que hayan descubierto. Los Ayuntamien-
tos, con especialidad, pudieran formar relaciones en 
que constasen todos los bienes que poseen, manifes-
tando detalladamente respecto de cada finca la clase y 
el origen ó procedencia de ella. 
¿ Se cree, como lo creo yo, que, á pesar de tales 
investigaciones, aparecerían poquísimos bienes de la 
clase de baldíos y realengos? Cierto que asi sucedería; 
pero se habría dado el primer paso para el cumpli-
miento de la ley. De esta investigación resultaría la 
existencia de los bienes, pocos ó muchos, de aquella 
procedencia; se debería formar la ley en que se esta-
bleciesen las excepciones y la forma de proceder á la 
venta de ellos, y proceder en efecto á su enagenacion 
del modo que se determinase. 
Lo que se acaba de proponer es innecesario si la 
averiguación indicada esta hecha, como lo ha mani-
festado el Sr. Salayerría, según después se recordará, 
sin que resulten bienes algunos de aquella clase. 
Los tenedores dé las deudas amortízahles nada pueden reclamar con 
derecho por razón del por 100 de propios. 
I . 
La proposición que se acaba de asentar no requie-
re para su demostración grandes razonamientos. El 
punto de que se trata es un punto expresamente de-
terminado en la ley, y fué también muy debatido en 
su discusión, habiéndose dictado la disposición res-
pectiva á este punto deliberadamente , con el objeto de 
evitar todo género de cuestiones y dudas sobre ello. 
El artículo 16 de la ley destinó, en el número 3.°, 
el producto total del 20 por 100 con que se hallaban 
gravados á favor del Estado los bienes pertenecientes 
á los propios de los pueblos. Se destinó, pues, se 
mandó aplicar á la amortización, no una parte de los 
bienes de propios, sino una parte del producto de los 
bienes de propios, y entre lo uno y lo otro hay una 
diferencia inmensa, pues aquel á quien se dá legíti-
mamente la parte de una finca ó de una cosa cual-
quiera, se hace condueño de ella, adquiere el dominio 
de aquella parte que se le ha dado ; y aquel á quien se 
dá el producto de una finca ó cosa , no adquiere el 
condominio de esta cosa ó finca. 
Una sola consideración bastaría para poner en evi-
dencia que no se aplicó parte alguna de los bienes de 
propios. Si se hubiera aplicado, se habría mandado 
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desde luego proceder á su enagenacion ó se habría 
anunciado, al menos, que se determinaría por una 
ley la forma en que había de verificarse, como se hizo 
respecto de los realengos y baldíos. Además ¿cómo se 
podía destinar á la amortización una parte de los bie-
nes de propios, ó sea su producto en venta, cuando 
ni pertenecían al Estado, ni se trataba de una disposi-
ción general respecto de la enagenacion de dichos bie-
nes, cual la que después se adoptó en 1855, consi-
derándola de utilidad general9 ¿Se había de vender la 
quinta parte de los bienes de propios , conservándose 
las cuatro quintas partes restantes, para dar á los 
pueblos un condueño en aquellos bienes? ¿Cómo ha-
bía de entenderse este condominio? ¿Había de consis-
tir en la quinta parte de cada finca? Aunque en algu-
nos casos pudiera ser objeto de él la totalidad de una 
finca , por haber otra ú otras de cuadruplo valor que 
aquella, en los muchísimos casos en que esto no pu-
diera tener lugar, semejante condominio ofrecería i n -
numerables y muy graves inconvenientes, algunos tal 
vez insuperables. 
I I . 
Destinando el 20 por 100 de propíos á la amorti-
zación , se debería aplicar á ella su importe mientras 
durase; pero como la amortización no había de ser 
perpetua, luego que termínase, debería volverá utilizar 
este recurso el Estado si antes no se había suprimido 
ó variado, como expresamente se manifestó en ladis-
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cusion que había de poder hacerse, siempre que en 
lugar de la cantidad en que se estimó el 20 por 100 
de propios se aplicase otra igual á la amortización. 
Es muy digno de notarse qüe el artículo del pro-
yecto decía «el 20 por 100 con que se hallan gravados 
los... propios,» y el artículo dó la ley dice «el producto 
total del %0 por 100.» Aunque la primera redacción es 
igual sustancialmente á la segunda, parece que esta 
última rechaza mas la inteligencia absurda de que se 
disponía de la propiedad de la quinta parte de los 
bienes. Es también muy digno de notarse que ni el 
Gobierno ni las Cortes admitieron la disposición que se 
había propuesto al Gobierno muy en diferente sentido. 
La mayoría de la Junta de la Deuda proponía que se 
pudiese redimir, en cierta forma que espresaba, 
carga del 20 por 100 con que los bienes de los pueblos 
se h&Waihm gravados á favor del Estado, considerán-
dola como un censo. Deseando el Gobierno que la 
ley no ofreciera motivo ni pretexto alguno para que 
así pudiera estimarse en ningún tiempo, redactó el 
artículo en otros términos; pero aun todavía no satis-
fizo esto á la Comisión del Congreso y lo varió. 
I I I . 
Aunque lo expuesto seria bastante, se puede pre-
sentar una mayor prueba. El Gobierno tuvo ocasión, 
al discutirse la ley, de hacer manifestaciones que ob-
tuvieron el asentimiento de todos y que confirmaron la 
inteligencia expresada, habiéndose votado el artículo 
en el sentido indicado. En la sesión de 12 de Julio de 
1851 se discutió una enmienda a! artículo 16 del 
proyecto de ley, propuesta por el Sr. Diputado Gamps 
y otros varios, concebida en los términos siguientes: 
«Pedimos al Congreso se sirva acordar que el nú-
amero 3.° del art. 16 del proyecto de ley para el ar-
reglo de la Deuda del Estado se redacte en estos 
«términos:—«El 20 por 100 con que contribuyen los 
«bienes pertenecientes á los propios de los pueblos, 
»sin perjuicio de la modificación ó supresión que pue-
»da tener dicho impuesto.» —«Palacio del Congreso 
»12 de Julio de 1851.—Mariano Camps.—Rafael Lo--
»pez Ballesteros.—B. Fernandez.—C. Mas y Abad.— 
«Juan Antonio Tranzo.—Francisco Santa Cruz.—Lo-
»renzo Barberan.» 
En su apoyo dijo el Sr. GAMPS: «El objeto de di-
»cha enmienda..... se comprenderá que es tan justo 
»como laudable , pues que tiende á confirmar el ex-
clusivo dominio que' tienen los pueblos sobre sus 
«bienes... . . y obligan á ello los términos en que se 
«halla concebido el indicado núm. 3.° del referido ar-
«tículo 16. Guando estos fuesen aislados, podría de-
«cirse que únicamente por efecto de una rígida inter-
«pretacion era capaz de deducirse el condominio del 
«Estado; pero habiéndose sentado en otro dictamen 
«de la Comisión sobre la misma ley que se autorizaba 
«á los pueblos para redimir dicha carga del 20 por 
«100, dedúcese que aquí se supone aquella perpé-
«tua. . . . . ¿y en qué fundan el Gobierno (el señor 
Gamps hacia una manifiestamente equivocada imputa-
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cion al Gobierno , atribuyéndole la propuesta d© la 
«redención que deliberadamente había rechazado) y la 
«Comisión el derecho que acaba de indicarse? ¿El Es-
»tado tiene sobre los propios algún censo enfitéutico? 
»¿Lo tiene consignativo? ¿Lo tiene reservatiYo? A 
«buen seguro que no lo tiene de ninguna especie.»— 
Á esta manifestación se contestó: 
EISr. Presidente del CONSEJO DE MINISTROS 
(Bravo Murillo): «Señores, la enmienda que acaba de 
«apoyar el Sr. Camps no puede tener ningún resulta-
»do, absolutamente ninguno. S. S. se propone que no 
«quede ese arbitrio, ese impuesto, ese medio de tal 
«manera comprendido en la ley que no pueda hacerse 
«variación ninguna. Quiere S. S. que sepan los pue-
«blos que esto puede tener alguna vez variación; pero 
«en esta ley no se dice , ni se pudiera decir tampoco 
«que lo que en este punto (como en cualquiera otro 
«de aquellos que no tienen relación con los acrcedo-
«res, en lo cual no cabe alteración ó cambio) no se 
«pueda hacer variación por otra ley: todo lo que aquí 
«puede haber de interesante es que se destinen los 
«seis millones de reales en que se ha presupuesto el 
«20 por 100 á ese objeto, y en cualquier tiempo que 
«las Cortes estimaran que había otra cosa mejor que 
«sustituir al 20 por 100, que había otra cosa mejor 
«que los propios, podían hacerlo. Todo lo que pudíe-
«ran exijír los acreedores, es que no se les quítase el 
«producto del 20 por 100, sino que, en el caso que 
«se dispusiera de él para otro objeto, se sustituyera 
»con otra cosa en la misma cantidad. No quedan, 
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»pues, ligadas las facultades de las Corles, y por otra 
»ley pueden hacer lo que crean conveniente respecto 
»á este punto.» 
Bastó esta contestación para que el Sr. Camps se 
diese por satisfecho respecto de la facultad de hacer 
cualquiera modificación ó variar la aplicación del 20 
por 100 de propios, siempre que se destinasen á la 
amortización los seis millones anuales, pero insistió 
en que se suprimiesen las palabras con que se hallan 
gravados..... conviniendo en retirar la enmienda con 
tal que no constase la palabra gravamen, á lo cual se 
replicó: 
El Sr. Presidente del CONSEJO DE MINISTROS 
(Bravo Murillo):—«También quedará convencido el 
»Sr. Camps en cuanto á este punto. ¿No ha oido de-
»cir S. S. que la propiedad territorial está gravada en 
«España con la contribución de inmuebles, que para 
«unos se dice que llega al 20 por 100, y para otros 
»al 10? ¿No ha oido S. S. mil veces la proposición 
« wi propiedad está gravada con un 20 por 100,» y á 
«otros decir «yo pago el por 100?» La palabra gra~ 
*vámen no supone que haya censo, ni que sea una im-
»posición enfitéutica, ñ ique haya condominio, sino 
»que se paga por los bienes de propios el 20 por 100, 
«como otras veces han estado gravados en mas y 
«otras en menos. Por consiguiente me parece que no 
«hay un motivo para insistir en esto.« 
Todavía insistió el Sr. Camps, pero se estimó tan 
claro el asunto que ni aun se pidió votación nominal: 
«Sin mas discusión, y hecha la oportuna pregunta, el 
«Congreso no tomó en consideración la enmienda del 
»Sr. Gamps.» 
Así pues, lo que propiamente se destinó á la amor-
tización de la deuda fué la cantidad de seis millones 
en que se estimaba el importe del 20 por 100 de pro-
pios , estimación que no fué en manera alguna arbi-
traria, pues se formaron minuciosos estados, que con 
otros documentos acompañaban al proyecto de arreglo 
de la deuda, del producto del 20 por 100 de los bie-
nes de propios en el quinquenio de 1846 á 1850, re-
sultando de ellos que en el año común de este quin-
quenio ascendía á Rs. vn. 6.388,957-25. 
El legislador conservó la facultad de disponer 
acerca del 20 por 100 de propios, suprimiéndolo, 
disminuyéndolo, aumentándolo, reformándolo ó va-
riándolo, según entendiera que convenia al interés 
general, siempre que destinase á la amortización la 
cantidad equivalente. No se deberla, ni se podría le-
gítimamente y con derecho hacer lo primero sin hacer 
al mismo tiempo lo segundo; no se debería suprimir, 
ni disminuir el impuesto, ni hacer respecto de él va-
riación alguna en perjuicio de las deudas amortizables 
ó sea de sus Tenedores; pero una vez que se diese á 
estos puntualmente la cantidad á que en 1851 ascen-
día el 20 por 100 de propios, nada tenían que recla-
mar. De estos principios, que son incuestionables y 
de eterna justicia, se deduce que lo dispuesto en la 
ley de 1851 no podía ofrecer impedimento alguno pa-
ra dictar las leyes de desamortización de 1855 , fue-
sen estas acertadas ó desacertadas. 
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Sé puede aun profundizar y avanzar mas en el 
punto de que se trata. Aunque fué una resolución tan 
expresa y terminante como se ha manifestado el des-
tinar á la amortización la cantidad de seis millones 
que entonces producía el 20 por 100 de propios, se 
puede suponer que se destinó el mismo 20 por 100 
sin consideración á su importe fijo, y que correspon-
día y ha debido aplicarse á la amortización el produc-
to de este 20 por 100, fuese mayor ó fuese menor, 
puesto que es indudable que podia aumentar y dismi-
nuir. Se puede conceder esto respecto del caso en que 
el aumento ó la disminución proviniese de los mismos 
•bienes, permaneciendo estos bienes en el estado en que 
se hallaban, sin haberse hecho respecto de ellos ni res-
pecto del impuesto del 20 por 100 variación alguna; 
pero no se puede conceder respecto del caso en que 
la disminución ó el aumento provengan de alguna dis-
posición adoptada por el legislador acerca de ellos. En 
este último caso no existe ya el producto del 20 por 
100 de propios tal como existia en 1851; y si las va-
riaciones que hiciera el legislador en cuanto á dichos 
bienes ó al impuesto pudiesen favorecer ó perjudicar á 
los tenedores délas deudas amortizables, el derecho de 
estos dependería única y exclusivamente de la volun-
tad y del capricho de los legisladores de España; ó mas 
bien, no tendrían derecho alguno, porque los legislado-
res de España han podido y pueden suprimir el 20 por 
100 de propios, en cuyo caso, y admitiendo aquella su-
posición, habría quedado anulada la aplicación de los 
seis millones á que aquel impuesto áscendia en 1851. 
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i v . 
En la discusión del proyecto de ley sobre las dea-
das amortizables, el Sr. Ministro de Hacienda que era, 
D. Pedro Salaverria, me dispensó el honor de citar mi 
nombre, recordando las manifestaciones que tuve 
ocasión de hacer al discutirse la ley de 1.° de Agosto 
de 1851, y recordando igualmente el decreto de 10 
de Setiembre de 1852 : las primeras para corroborar 
lo que el mismo Sr. Salaverria expuso acerca de que 
el 20 por 100 de propios era una contribución, y que 
ni el Estado ni las Cortes hablan dispuesto de la quin-
ta parte de los bienes de propios, sino del producto de 
aquel impuesto, conservando siempre la facultad de 
variarlo y aun suprimiríd con tal de que en su lugar se 
aplicasen los seis millones anuales á que en aquella 
época ascendía; y lo segundo con el objeto de hacer 
ver que el mencionado decreto no habia tenido cum-
plimiento, ni producido efecto alguno, ni debia por lo 
tanto invocarse para ningún objeto. 
En cuanto á lo primero hubo completa exactitud 
y oportunidad en lo que expuso dicho señor , como 
queda demostrado al recordar la enmienda del señor 
diputado Gamps, la contestación que se le dio y el 
concepto en que fué votado el artículo. En cuanto á 
lo segundo, no hubo ciertamente exactitud, ni exceso 
de benevolencia en la calificación que hizo del men-
cionado Real decreto; «El Gobierno entonces, dijo^ 
«(sesión del 15 de Junio) el Gobierno entonces, y es 
»el primer acto que ha tenido lugar de la aplicación 
»de propios al Estado, determinó que la quinta parte de 
»ese capital se invirtiese en inscripciones de la deuda 
«pública ó en obligaciones de ferro-carriles, y que los 
«productos se aplicasen á la amortización de la deu-
»da. Pero es menester saber el carácter de esa dispo-
«sicion. Primero, es una disposición ilegal; y tan ile-
»gal es, que no tuvo ejecución de ningún género.» 
Aunque el Real decreto mereciese esta calificación, 
no parece que el Sr. Salaverria estaba llamado á 
hacerla, ya porque no es procedente que un M i -
nistro de la Corona haga semejante calificación res-
pecto de actos gubernativos anteriores, cuando no 
le sea absolutamente necesario para su defensa, ya 
porque, no habiendo sido la carrera de dicho señor 
ni siendo su profesión la de jurisconsulto, no se le 
puede reconocer la competencia necesaria para hacer 
tales calificaciones. ¡Aplicación de propios al Esta-
do , y Decreto ilegal! De algunas de sus palabras, 
interpretándolas literal y extrictamente y juzgándolas 
por sí solas, pudiera deducirse que se disponía del 
20 por 100 de propios como de bienes correspondien-
tes al Estado; pero hay otras que no permiten seme-
jante interpretación y de las cuales se deduce todo lo 
contrario: y debiendo estas últimas, en caso de duda, 
servir para explicar las primeras, es evidente que el 
mencionado decreto no disponía de parte alguna de 
los bienes de propios como pertenecientes al Estado, 
sino que reconocía en los pueblos su pleno, omnímo-
do, completo y absoluto dominio. Dícese en la expo-
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sicion, después de recordar la aplicación del 20 por 
100 de propios hecha por la ley en 1851: «Procede 
»por tanto que en la enagenacion de esta clase de 
«bienes que se verifique en adelante, retenga y conser-
»ve el Estado la quinta parte, á fin de poder destinar 
«sus productos en renta á la amortización de la deu-
»da, en exacto cumplimiento de la referida ley.» En 
la parte dispositiva se mandaba reservar la quinta par-
te del producto total de los bienes de propios que se 
enagenasen, aplicando á la extinción de la deuda 
amortizable los intereses de las inscripciones ú obliga-
ciones á que se debia reducir. Retener y conservar no 
se ha dicho nunca, ni puede decirse legalmente y con 
propiedad, aplicándolo al uso que haga del producto 
en venta ó precio de una finca el dueño de ella. Este 
recibe el precio de la enagenacion, no para retenerle y 
conservarle, sino para usar y disponer de él como 
tenga por conveniente y de un modo absoluto. 
Véase pues cuan desacertada fué la calificación de 
ilegal que se hizo del mencionado decreto. Hallándose 
aplicado á la amortización por la ley de 1.° de Agos-
to de 1851 el producto del 20 por 100 de propios, se 
dispuso la enagenacion de algunos de estos bienes 
para destinar su producto á ferro-carriles. ¿Debia y 
podia el Gobierno variar, revocar, anular aquella ley, 
dando otro destino diferente del dispuesto por ella al 
producto del 20 por 100 de propios? Pues otro desti-
no habria este tenido, quedando variada y revoca-
da aquella ley, si no se hubiera determinado que se 
continuase aplicando á la amortización el producto 
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del 20 por 100, dándole al precio de la quii^ta parte 
de los bienes de propios que se enagenasen una i n -
versión que produgese el mismo ó mayor rendimiento. 
La propiedad, el dominio del capital representativo 
de los bienes quedaba intacto. 
Xas reclamaciones que los Tenedores de Deudas amortizahles fundan 
en el articulo 23 de la ley de 1 ° de Agosto de 1851 , son impro-
cedentes. 
í. 
El mencionado artículo 25 dispone que, cuando lo 
permita el resultado que ofrezcan los presupuestos, el 
Gobierno propondrá el aumento de arbitrios para la mas 
pronta extinción de la deuda amortizable,, y la aplicación 
de fondos que pueda hacerse á la amortización de la ren-
ta perpétua. Procediendo racionalmente y de buena fé, 
se debe decir , sin que sobre ello pueda haber disputa 
racional, que esta promesa se hizo para el caso en 
que el Estado tuviese recursos sobrantes después de 
atender al cumplimiento de sus obligaciones; que l le-
gando este caso existia la obligación de hacerlo, y que 
fuera de aquel caso no existe obligación alguna. Para 
que en nada tenga entrada la mala fé, se expresará 
que por obligaciones del Estado deben entenderse las 
naturales y precisas, no atenciones de comodidad ó 
dígase de lujo. 
Asentados estos principios, en los cuales no puede 
menos de convenirse por todos, dígase de buena fé si 
la Hacion Española tiene recursos sobrantes después 
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de atender al cumplimiento de sus obligaciones natu-
rales y precisas. La demostración de la verdad y exac-
titud de la respuesta negativa á esta pregunta se halla 
al alcance de todos. Es materia, no de cálculo, no de 
investigación, sino de simple observación. ¿Hay al-
guien que desconozca que de algunos años á esta par-
te, desde que por el Ministerio O'Donnell se restable-
cieron las leyes de desamortización y se hizo la distri-
bución de los 2,000 millones, que después se han 
aumentado hasta 2,800, los gastos públicos (llámense 
ordinarios ó extraordinarios , pues esta distinción no 
es ahora del caso) ascienden próximamente á 2,500 
millones, y los ingresos á 2,000, es decir que los 
gastos son superiores á los recursos en 500 millones 
de reales próximamente? ¿Tendrá pues la Nación Es-
pañola obligación de aplicar nuevos medios á la amor-
tización de la deuda? ¿Estará en el caso previsto por 
el articulo 25 de la ley i.0 de Agosto de 1851, en 
cuyo caso la justicia y la buena fé exijen que se haga 
aquella aplicación? 
íí. 
Preciso es, por tanto, reconocer que se ha pro-
cedido con acierto, ya por el Ministerio, ya por la Co-
misión del Congreso de los Diputados que dió dictá-
man sobre las deudas amortizables, al manifestar que 
no se estaba en aquel caso. Ciertísimo es esto , noto-
rio y evidente, mas á pesar de su certeza y su eviden-
cia se han levantado algunas veces para contradecir'-
lo. Gontradíjolo, en efecto, el Sr. diputado Polo, em-
pleando un argumento que deslumhra. «No hay razón, 
dijo en sustancia, para excusarse del cumplimiento 
de aquella obligación. Se han aumentado—es verdad— 
nuestras atenciones, nuestros gastos, pero los i n -
gresos casi han duplicado, y ha llegado por tanto el 
caso previsto por el artículo 25.» Oigamos al Sr. Po-
lo. Figurando el caso de haber un deudor de cinco 
millones dado uno á sus acreedores, ofreciéndoles 
mayor cantidad si viniese á mejor fortuna, y de llegar 
los acreedores a casa del deudor, ver que habitaba un 
gran palacio y tenia fastuosos trenes, y exijirle que, en 
cumplimiento de su oferta, aumentase la cantidad de-
dicada apagar sus deudas, dice que «seria singular 
«que el deudor les dijera: ¿Pues no veis que este pa-
lacio que habito, estos trenes que están á mi puerta 
«aumentan mis necesidades, y aunque tengo mayores 
«ingresos, tengo también mayores gastos? No os pue-
»do dar lo que os ofrecí.» ¿Podría decir esto un par-
«licular? Y lo que no puede decir un particular ¿lo 
«podrá decir el Estado? ¿Podrá la España, que tiene 
«hoy un 00 ú 80 por 103 de rentas mas que cuando 
«se hizo la ley de 1851, decir á sus acreedores: «¿No 
«veis que tengo grandes escuadras que entonces no 
«tenia? ¿No veis que tengo caminos de hierro que en-
«tonces no tenia? ¿No veis que tengo faros que no 
«tenia? ¿No veis que tengo muchas, nuevas y gran-
«des necesidades? Aunque ahora tengo mas recursos, 
«puede sin embargo decirse que soy mas pobre que 
«era entonces, y no puedo cumplir lo ofrecido.» 
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Una muy corta meditación basta para demostrar 
la ineficacia de semejante argumento y para dar á co-
nocer todo lo que tiene de sofístico. Si un deudor que 
posee bienes hasta cierto grado, pero no los bastantes 
para satisfacer por completo á sus acreedores, les pa-
ga á estos lo que puede pagarles, ofreciendo darles 
mas si llegare á mejor fortuna y llega, en efecto, á te-
ner mayores rentas, naciendo esto de que los bienes 
que poseia y posee le producen naturalmente mas, 
aumentando por esta razón y sin hacer nuevos dis-
pendios sus rendimientos, es indudable que ha llega-
do el caso de mejor fortuna y que está obligado á pa-
gar mas á sas acreedores. Pero si los mayores pro-
ductos que obtiene de sus bienes provienen de los 
mayores gastos que hace en ellos, gastos para atender 
á los cuales ha contraído nuevas obligaciones, cuyos 
intereses no cubren siquiera aquellos mayores rendi-
mientos, nadie dirá que se ha realizado el caso para el 
cual hizo la promesa y contrajo la obligación. En esta 
situación precisamente se halla la Nación Española. 
Los recursos—es verdad—son hoy mayores, conside-
rablemente mayores que en 1851; han crecido mu-
cho , pero estos mayores recursos provienen de los 
gastos que se han hecho y se hacen, gastos mucho mas 
crecidos que los que se hacían entonces, y los mayores 
recursos corresponden á estos mayores dispendios: 
considerados relativamente son los ingresos actuales 
mucho menores que en 1851. Si hay alguien que du-
de de esto, saldrá de la duda considerando que, en 
1851, los gastos ascendían á 1,300 millones próxi-
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mámente y á igual cantidad los ingresos, y si en 1864 
han aumentado los ingresos 700 millones, ascendien-
do á 2,000, los gastos llegan á 2,500. ¿Quién debe 
decirse que tiene mas recursos, mas rendimientos, 
mas medios, para el efecto de pagar mayor ó menor 
suma á sus acreedores, el que tiene cuatro, pero 
cuyas obligaciones ascienden también á cuatro, ó el 
que tiene veinte y cuyas obligaciones imprescindibles 
ascienden á treinta ? 
Cierto es que algunas de las atenciones del presu-
puesto pueden considerarse como de lujo, cierto es 
que algunas otras pudieran y debieran suprimirse; 
pero es igualmente cierto que, aun suprimiendo las-
unas y las otras y todas las que (procediendo con la 
mayor severidad en el examen del presupuesto para 
el efecto de reducirlo cuanto sea posible) se crea que 
deben ser excluidas, y reduciendo las que deban ser 
disminuidas, resultará exceso en los gastos respecto 
de los ingresos, falta de ingresos para atender á todas 
las obligaciones, y por consiguiente imposibilidad ra-
cional, legal y moralmente , de hacer nueva aplicación 
á la amortización de la deuda, y resultará que no pue-
de fundarse reclamación alguna en la prescripción le-
gal de que se trata. 
I I I . 
La disposición del aftículo 25 de la ley de 1.° de 
Agosto ele 1851 no es únicamente relativa á la deuda 
amortizable; lo es igualmente á la consolidada: pres-
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críbese que, cuando lo permita el resultado que ofrezcan 
'los presupuestos, proponga el Gobierno el aumento de 
arbitrios para la mas pronta extinción de la deuda 
amortizahle, y la aplicación de fondos que pueda hacerse 
á la amortización de la renta perpétua. ¿Han visto los 
Tenedores de la deuda amortizable que se haya hecho 
aplicación alguna de fondos á la amortización de la 
deuda perpétua? ¿Creen que el resultado de los pre-
supuestos ha exijido hacerla, tanto para la amortiza-
ción de la deuda perpétua, como para la mas pronta 
extinción de la amortizable, pues lo uno y lo otro, 
sin prioridad ó preferencia , dispone el artículo? 
¿Creen, estableciendo así ellos esa preferencia, que el 
resultado de los presupuestos ha exijido el, aumento 
de arbitrios para la mas pronta amortización? ¡La ce-
guedad que les ha producido tan exajerado interés en 
favor de la deuda amortizable, no les permite ver y 
apreciar debidamente el hecho de haberse en España 
recurrido , hace años, al medio de un empréstito per-
manente para llenar el vacío de 500 millones próxi-
mamente que hay en los ingresos respecto de los gas-
tos! Sí , empréstito permanente es la aplicación al 
Estado del precio de los bienes que se venden á v i r -
tud de las leyes de desamortización, contrayendo una 
deuda perpétua con interés á favor de los pueblos y 
establecimientos dueños de aquellos bienes. La misma 
ceguedad les impide ver que, aun suprimiendo y re-
bajando en los gastos todo lo que se considere racio-
nalmente posible, resultará en estos un exceso res-
pecto de los ingresos. 
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¿ Cuál es el derecho de los Tenedores dé las Deudas amortizables? 
¿ Qué pueden reclamar justa y legítimamente ? ¿ Qué es lo que se 
debe aplicar, además de lo que constantemente se ha venido apli-
cando, á la amortización? ¿Qué se debe hacer ? 
El artículo 16 de la ley de 1.° de Agosto de 1851. 
destina, como ya se ha dicho, á la amortización de 
la deuda, en primer lugar, las fincas, foros ó dere-
chos pertenecientes al Estado como mostrencos, y los 
procedentes de tanteos y adjudicaciones por débitos. 
Si ha existido alguna finca de esta clase que ha-
ya sido en age nada en otro concepto, y cuyo precio no 
se haya aplicado á la amortización de la deuda, ó 
su equivalente, como manifestó el Sr. Salaverría en la 
discusión del Congreso que se ha hecho superabun-
dantemente, se debe aplicar desde luego lo que se 
haya recibido, con el interés correspondiente desde 
que se recibiera, y en lo 'sucesivo lo que se reciba, 
según se vaya recibiendo. Si hay en la actualidad bie-
nes existentes de aquella procedencia, se debe rea-
lizar su en igenacion y dar el mismo destino al pre-
cio ó al importe de los productos que rindan los 
bienes. Se debe, además, procediendo de buena fé, 
hacer la mas prolija, esmerada y concienzuda in-
vestigación de los realengos y baldíos, formarse la ley 
que establezca las excepciones y la forma de la venta 
de aquellos bienes y precederse á su enagenacion, 
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aplicando el producto á la amortización de la manera 
que se determina en la ley. 
Debe también ser objeto de dicha investigación el 
depurar si, en virtud de las leyes de desamortización, 
se han enagenado bienes que perteneciesen á la clase 
de realengos y baldíos, á no ser que sea ya esto una 
cosa averiguada y un hecho cierto que no se han ven-
dido bienes de esta clase, como lo manifestó expresa-
mente el Sr. Ministro Salaverría en el Congreso. «Y 
»que no existían, dijo, (sesión del 16 de Junio de 1864) 
«bienes de baldíos y realengos, lo prueba que se han 
«redactado ios inventarios de bienes y no se ha podi-
»do designar ninguna finca vendida en estos años á 
«título de baldíos y realengos. » Si se hubiesen vendi-
do algunos bienes de esta clase, debería aplicarse á 
la amortización el precio que se hubiera recibido, con 
el interés de 6 por 100 desde la fecha respectiva. Si 
resultase que algunos bienes de la misma clase se hu-
bieran vendido en concepto de Propios, necesario se-
ria examinar también de buena fé si los pueblos ha-
bían ya adquirido el derecho de considerarlos como 
Propios, esto es, si se habían convertido de realen-
gos y baldíos en bienes de Propios. En el caso afir-
mativo, debería hacerse lo que se ha manifestado res-
pecto de los vendidos como baldíos y realengos. Al 
precio de los de esta clase que se vendieran en lo su-
cesivo debería darse la misma inversión. 
Tal es el derecho estricto de los tenedores de deu-
das amortizables; tal es la obligación de la Nación 
Española, contraída por los que legítimamente la re-
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presentaban, al formar la ley de 1.0 de: Agosto de 
1851. Sea esto mucho ó sea poco, corresponda ó no 
a las esperanzas y cálculos de los tenedores de amor-
tizables; eso es lo que debe reconocérseles, eso es lo 
que debe dárseles, eso es lo justo. 
Han creído aquellos acreedores, á juzgar por sus 
reclamaciones, que tienen otro derecho, el de que se 
les permita hacer la investigación y consiguiente re i -
vindicación de los baldíos y realengos, subrogándose 
en lugar del Estado y trasmitiéndoles este todos sus 
derechos. Semejante pretensión ha sido rechazada 
por el Gobierno y por las Cortes, y lo ha sido con 
sobrada razón, en mi. sentir. El artículo 16 de la ley 
de 1.° de Agosto no dispuso que los acreedores del 
Estado hiciesen tal investigación, no autorizó la per-
turbación que esto produciría, como oportunísima^ 
mente lo manifestaron el Gobierno y la Comisión del 
Congreso. No tienen los tenedores de las amortízables 
semejante derecho, el cual seria por cierto bien inefi-
caz y bien estéril. Forzoso les seria dirigirse á cada 
pueblo y entablar un litigio para cada reivindicación. 
Nulo absolutamente ó muy escaso seria el fruto de tan 
complicado procedimiento, pues que en España vivi-
mos bajo una legislación que reconoce el principio de 
que basta el hecho de poseer para seguir poseyendo 
(possideo , quia possideo,) de que el que reclama ó trata 
de reivindicar, debe presentar el título en que se funda 
su derecho, de que este se debe declarar ineficaz si 
no lo presenta, y deque solo en casos muy señalados 
y especiales, expresamente determinados por la ley; 
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procede la demanda dirijida á que se exiban docu-
mentos. 
La Comisión y el Ministro de Hacienda procedieron 
con suma prudencia y con estricta sujeción á las pres-
cripciones del derecho, al resistir y contradecir la as-
piración de los Tenedores extranjeros de deudas amor-
tizables. Si estas reclamaciones fuesen procedentes, se 
hubiera debido acceder á ellas, con el profundo con-
vencimiento de que el resultado que obtendría en sus 
reivindicaciones el gran Comité, con un diluvio de agen-
tes, que los Tenedores se proponían crear, no basta-
ria para los gastos de oficina y sueldos de dependien-
tes , siéndoles forzoso bien pronto desistir absoluta-
mente de la empresa. 
Asi no es dudoso para mí , y creo que no lo será 
para nadie que pueda juzgar sobre este punto y lo 
haga desapasionadamente, que los seis millones anua-
les que se destinan en el proyecto de ley á la amor-
tización, son mucho mas que los baldíos y realengos. 
I I . 
En la reciente discusión habida en el Congreso de 
los Diputados sobre el proyecto de ley relativo á las 
deudas amortizables manifestó el Sr. Ministro que 
era de Hacienda, D. Pedro Salaverría, (sesión del 16 
de Junio de 1884) que la ley de que se habla en el 
artículo 16 de la de 1.° de Agosto de 1851, está he-
cha. «Y sobre si está el Gobierno ó no, decia, en el 
»caso de presentar una ley para producir la venta dé 
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»los baldíos, ó no lo está , no tengo mas que decir 
»que esa ley está hecha, es la ley de 1855; esa ley 
«pone en venta todos bienes de manos muertas, y esa 
«ley establece las excepciones que deben hacerse; y 
«como los baldíos eran bienes del Estado, á titulo de 
«bienes del Estado se han vendido: y si querían ex-
«cepciones de utilidad pública, están consignadas en 
«la misma ley.» 
No hay en esto exactitud. La ley de 1.° de Mayo 
de 1855 no es la ley que se anuncia en el articulo 16 
de la de 1.° de Agosto de 1851, ni contiene las ex-
cepciones y la forma en que debieron venderse los 
baldíos y realengos, excepciones de inmenso interés, 
de grande y reconocida importancia, que debieron ha-
berse hecho en la que ofreció el artículo 16 de la de 
1.° de Agosto de 1851, y se habrían hecho sin duda 
si hubiera llegado el caso de formarse esta ley, pues 
se hacían, y eran muy razonables y convenientes, en 
el proyecto de dicha ley , que formó y pasó al Minis-
terio de la Gobernación en 22 de Octubre de 1851 la 
Comisión nombrada para ello en la Real orden de 3 
de Agosto anterior. En dicho proyecto, que se inser-
tará por apéndice, se puede ver las excepciones que 
se proponían, si estas eran acertadas y convenientes, 
y si se han hecho en la ley de 1.° de Mayo de 1855. 
No se presentó á las Cortes , como se había man-
dado, en la legislatura de 1851 el mencionado pro-
yecto de ley, habiendo sido la causa, aunque esto no 
disculpa del todo al Ministerio de aquella época de 
la falta en que incurrió, la corta duración de la men~ 
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cionada legislatura. Las Cortes, que se abrieron en i .0 
de Junio de 1851, y en las cuales fué discutida y 
aprobada la ley de 1.° de Agosto de aquel año, cesa-
ron en sus afanosas tareas, por suspensión de las se-
siones, en 30 de Julio del mismo. Reuniéronse de 
nuevo en 5 de Noviembre siguiente/ comenzando en 
este dia el segundo periodo de aquella legislatura, 
en la cual debia presentarse el proyecto de ley. Así 
se habria heclio indudablemente , pues la Comisión 
nombrada para formar el proyecto babia cumplido su 
encargo, como se ha dicho; pero, con motivo d é l a 
proximidad del alumbramiento de S. M. la Reina y de 
los sucesos y .circunstancias políticas , se suspendieron 
de nuevo las sesiones por Real decreto de 9 de D i -
ciembre, y por otro de 7 de Enero de 1852 se declaró 
terminada la legislatura. Las Cortes se abrieron de 
nuevo en 1.° de Diciembre de 1852, habiéndose d i -
suelto al dia siguiente el Congreso de los Diputados, 
y desaparecido pocos días después el Ministerio, sin 
haber, por estos motivos, tenido lugar la presentaeioh 
del proyecto de ley. 
i n . 
En la misma discusión del Congreso sobre las deu-
das amortizables habló el Sr. D. Pedro Salaverria de 
la ley dictada á propuesta suya sobre conversión en 
deuda amortizable de segunda clase de los intereses 
de láminas de la del 5 por 100 á papel. Justísima y 
acertada fué esta disposición, y digna de elogio la 
conducta del Sr. Salaverría- como Ministro de Ha-
cienda, al presentar el proyecto de dicha ley y al ges-
tionar para que fuese aprobado. Mucho tiempo antes, 
en 6 dé Noviembre de 1851 j habia presentado el Go-
bierno de que formé parte igual proyecto de ley. 
Presentóse otro en la propia fecha sobre pres-
cripción de créditos de la deuda pública , acerca de 
cuyo asunto se habló también en la mencionada dis-
cusión. De sumo interés habria sido esta ley , interés 
y aun urgencia que crecen cada dia, porque no hay 
error en. decir que la cantidad de deuda que aparece 
contra el Estado, está en razón directa del tiempo 
que se tarda en concluir la liquidación. Asombrosa es 
la cifra, y acaso no será menor el resultado, en que 
manifestó el referido Sr. Salaverria que podia calcu-
larse el importe de las reclamaciones pendiéntes de l i -
quidación. Cada dia se presentan nuevos créditos, le-
gítimos ó supuestos, y subsiste permanente (y por 
desgracia no se desaprovecha) la ocasión á fraudes. 
Tan grandes, tan inmensos son los perjuicios que se 
siguen de estar indefinidamente abierta] la puerta á la 
presentación de nuevos créditos y de no haberse dic-
tado la ley de caducidad, i i sea prescripción de ellos 
cuyo proyecto se presentó, cómo se ha dicho, en el 
ano de 1851. Para evitarlos ^  en cuanto era posible y 
alcanzaban á ellos las facultades del Gobierno , se 
dictaron varias disposiciones. Por el artículo 41 del 
Real decreto de 17 de Octubre dé 1851, ó sea el Re-
glamento para la ejecución de la ley de 1.° de Agosto, 
se fijó el plazo de un año, contado desdé aquella fe-
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cha, á fin de que los dueños de los créditos pendientes 
de liquidación pudiesen presentar los documentos jus t i -
ficativos necesarios para proceder en su vista á reco-
nocer y liquidar dichos créditos; previniendo que, pa-
sado aquel término sin haberlo verificado, quedarían 
sujetos á lo que, por punto general> se determinase sobre 
caducidad de créditos, con cuyo objeto se sometió á las 
Górtes, como se ha dicho, en 6 de Noviembre del pro-
pio año el proyecto de ley de caducidad. 
Al terminar el plazo del año señalado, se observó 
que á los documentos presentados por algunos recla-
mantes faltaban formalidades y aclaraciones indepen-
dientes de su voluntad - y para evitarles todo perjui-
cio se declaró por Real orden de 18 de Octubre de 
1852 que á los dueños de los créditos pendientes de 
liquidación, cuyas reclamaciones se hallasen apoyadas 
en los necesarios documentos justificativos, presenta-
dos dentro del plazo señalado en el expresado artícu-
lo 41 (cuyo plazo vencia en el dia en que esta dispo-
sición se tomó), no les parase perjuicio, con arreglo al 
párrafo 2.° del artículo 18 de la ley de 20 de Febrero 
de 1850 , el no haber sido examinados y reconocidos 
hasta entonces sus respectivos expedientes de liquida-
ción por las oficinas de la Deuda, ni podido por con-
siguiente reclamarse por estas á los interesados cier-
tos documentos de mera formalidad, que aunque no 
fuesen de la clase de los meramente justificativos, no 
por eso dejaban de ser necesarios para los resultados 
de la liquidación. Al mismo tiempo, y enterado yo, co-
mo Ministro de Hacienda que era entonces, de que 
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llegaban al número de 52,000 los expedientes que se 
hallaban pendientes de liquidación, encargué á la D i -
rección y Junta de la Deuda pública, en 19 del citado 
mes de Octubre de 1851, que á la mayor brevedad 
propusiese al Gobierno los medios mas eficaces y 
oportunos para terminar en un breve plazo la liquida-
ción de los expresados 52,000 expedientes, encargan-
do á la Junta que se empleasen cuantos medios ordi-
narios y extraordinarios le sugiriera su celo, con el 
objeto de resolver todas las reclamaciones pendientes. 
Por las recordadas disposiciones se confirmó , co-
mo se vé, la caducidad de los créditos, cuyos docu-
mentos justificativos no se hablan presentado en el 
plazo del año señalado en el artículo 41 del Reglamen-
to de 17 de Octubre de 1851. De consiguiente han der 
bido desecharse y no reconocerse tales créditos, pues 
que, en obviacion de perjuicios á ios que hablan 
presentado sus documentos justificativos, pero á los 
cuales faltaban meras formalidades independientes de su 
voluntad, se dictó en su favor, y únicamente en su 
favor, aquella disposición, con tal de que no fuesen 
documentos de los esencialmente justificativos, por-
que á serlo, se hallaban ya sujetos á aquella pena. 
Proponíame, al adoptar tales disposiciones en 1851, 
que en un plazo, lo mas de 3 á 4 años, se terminasen, 
reconociendo ó desechando los créditos , todos los ex-
pedientes pendientes de liquidación, y me proponía 
también que se hiciese una clasificación y deslinde tal, 
que no se diese lugar á confundir con los reclamantes 
que en 18 de Octubre de 1852 habían presentado los 
— 85 -
documentos juslificativos de sus créditos , aunque fa l -
tando otros de mera'formalidad, los otros que á la fecha 
expresada no los tenían presentados, y se evitase todo 
abuso que pudiera cometerse al querer admitirles 
documentos esencialmente justificativos después de 
transcurrido el plazo del año señalado. 
No sé si en esto se habrá procedido con estricta 
sujeción á lo mandado entonces, ó si se habrá abu-
sado de aquella disposición, convirtiendo la excepción 
en regla general. Lo que sé , por ser un hecho que 
está á la vista de todos , es que ninguna medida ex-
traordinaria se ha tomado para acelerar ni terminar 
la liquidación de los créditos pendientes de reconoci-
miento, pasados ya 43 años desde que se puso en eje-
cucion la ley del arreglo de la Deuda pública, y que 
no lleva trazas de concluirse todavía esta liquidación, 
con notorio perjuicio del Estado y de los interesados en 
ella con créditos legítimos. De lamentar es que en tan 
largo periodo ni se haya obligado á las oficinas de la 
Deuda á trabajar en horas extraordinarias pendien-
tes para el pronto despacho de los muchos expedien-
tes de liquidación > ni se haya procurado esto por 
otro medio, como lo habría sido el agregarle provisio-
nalmente todo el personal necesario de la clase de ce-
santes , á quienes se hubiera completado el sueldo de 
los destinos que hubiesen anteriormente servido. Y si 
en algún tiempo se hubiese podido rehusar esto, como 
medida gravosa, por falta de sobrante en los presu-
puestos del Estado, no debió rehusarse, ni se habría 
ciertamente rehusado en la administración de los 
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cinco años, atendido el desahogo que tuvo y el de-
senfado con que hizo la distribución de cerca de tres 
mil millones de reales para gastos extraordinarios, 
siendo muy sensible que no se diese participación en 
ella á este urgente y tan necesario servicio. 
Pero ya que no se hizo hasta aquí, ya que los Mi-
nistros de Hacienda no lo han propuesto, bien mere-
ce este importante asunto que el Gobierno fije en él 
su atención y no se olvide de la necesidad de una se-
vera ley de caducidad de créditos; la cual alcance á 
todos aquellos cuyos documentos Justificativos no se 
hubieren presentado en tiempo hábil, fijándose asi 
mismo un plazo fatal á las oficinas de la Deuda para 
terminar, decidiendo en favor ó en contra, todas 
las reclamaciones de los créditos pendientes de l i -
quidación, á fin de que cese un dia la incertidumbre 
del verdadero importe de tódas las clases de deuda 
del Estado. En esta ley se debe confirmar explícita y 
terminantemente la caducidad de los créditos que no 
fueron reclamádos en el plazo señalado en el citado 
artículo 41 del reglamento, y aquellos deque no se 
presentaron en el mismo término los: documentos jus-
íifieativos esencialmente necesarios^ 
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GERTIFIGADOS DE CUPONES. 
lleflexiones preliminares. 
1. ' .>(mñm 
La reclamación de los Tenedores de certificados^ 
aunque por un momento se suponga que procede en 
derecho, es repugnante, y la resiste, no ya la delica-
deza, sino la buena fé, la, rectitud de principios , el 
buen proceder. Si, publicada la ley de 1.° de Agos-
to de 1851, se hubieran los tenedores d^e Bonos.Es-
pañoles negado á la presentación y conversión de sus 
créditos, ya en el todo ya en lo respectivo á los cu-
pones^ manifestando que no aceptaban el arreglo á 
causa de la reducción del 50 por 100 de los últimos, 
y que lo'aceptarían en el caso de que les fuesen estos 
admitidos en totalidad, los Legisladores de España, 
reconociendo que aquellos, por mas que se mostrasen 
poco equitativos, ejercitaban plenamente su derecho, 
habrian deliberado de nuevo acerca de los medios de 
lograr la conformidad y avenimiento de los mismos, y 
habrían podido, para obtenerla, condescender con su 
deseo , aun imponiendo á la Nación •sacrificios que ex-
cediesen los límites de la posibilidad racional, pues con 
eLarreglo tal como se hizo se tocaba, en mi sentir, á 
esos límites, á fin de obtener la aceptación por parte 
de los acreedores del Estado, la cual requería gran-
des sacrificios: pero semejante exigencia, simultánea 
con el hecho de utilizar el arreglo presentando sus tí-
tulos á la conversión, no puede, á mi parecer, esti-
marse justa, ni ser motivo de ninguna concesión, ni 
mover para que se hiciese, aunque hoy no excediera 
esto los límites de lo racional, ningún género de sa-
crificios. 
Hay hechos punibles, con cuya ejecución. por mas 
que el acto esté penado por las leyes , es mas concilia-
ble, á mis ojos, la nobleza de sentimientos, que con 
la de actos no reprobados por la ley. Así, me pa-
rece menos noble admitir de hecho la ley del arreglo 
de la deuda, recibiendo lo que, en cumplimiento de 
ella, debió darse á los acreédores y protestando con-
tra ella respecto de lo que se les negaba , que acome-
ter injusta y violentamente á Otro , exponiéndose á 
que la agresión sea digna y victoriosamente repelida. 
Los acreedores de la Nación Española podían, en uso 
de un derecho que Dunca ni por nadie ha sido puesto 
en duda y que la misma ley de 1.° de Agosto de 185i 
les reconoció expresamente, no aceptar, en todo ó 
en parte, el arreglo, no presentar á la conversión, 
en este último caso, los Cupones;, y conservar ín te-
gros sus derechos. Las consecuencias , en cuanto á 
sus intereses, que esta falta de avenimiento hubiera 
producido, son desconocidas y no pueden ser ma-
teria de demostración : podrá disputarse acerca de si 
habría ó no sido para ellos conveniente y ventajoso 
semejante proceder: no se habría podido nunca decir 
que no había sido decoroso y noble. Podrá ser errada 
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mi creencia, pero es firmísima: si en Francia ó en In-
glaterra se hubiese propuesto á los acreedores de la 
Nación un arreglo de la deuda pública, reduciéndola, 
por no considerar posible su íntegro pago, y los acree-
dores hubiesen aceptado la reducción , concurriendo 
de hecho á la ejecución del convenio , y después pidie-
ran, como pago y exponiendo que tenían derecho 
á ello , el todo ó una parte de la reducción en que ha-
bían convenido; dura habría sido la disposición que 
aquellas Naciones hubieran adoptado para reprimir y 
y para evitar la reproducción de un proceder tan re-
pugnante y ofensivo. 
Ií. 
Las reclamaciones de los Tenedores de Certifica-
dos se han robustecido extraordinariamente, y han 
crecido mucho sus esperanzas, con los dictámenes de 
ocho célebres Jurisconsultos de Madrid , favorables á 
sus pretensiones, dictámenes publicados, con la con-
sulta sobre que recayeron, en 1862. 
Por honor á. la Nación Española , mas aun que en 
defensa de sus incuestionables derechos, hubiera de-
bido el Gobierno publicar otros dictámenes contrarios 
de mayor número de Letrados , pues no es dudable 
que otros muchos y muy distinguidos opinan, en el 
asunto de diferente modo que aquellos. Así se habría 
neutralizado el efecto que aquella publicación ha pro-
ducido natural, necesaria y generalmente en las Na-
ciones extrangeras, y aun en muchos españoles: así. 
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poHo menos, se habría eonservado el juicio en sus-
penso: asi no se negaría, ni aun se pondria en duda, 
nuestra honradez y buena fé. : 
Al ver las personas que, por falta de conocimientos 
especiales en la-materia, no tuviesen formado de ante-
mano su juicio, al ver, decimos, que ocho JuriscOnr-
sültos éminentes estiman indudable y claro el derecho 
de los Tenedoresíde Certificados, natural es que sé 
persuadan también de ello, lamentando la desgracia 
de aquellos en no haber obtenido lo que tan justamen^ 
te reciáman, y lamentando igualmente Ó la imposibili^ 
dad, sí creen que ha existido de atenderlas , ó la 
terquedad de los que, pudiendo y debiendo, no han 
accedido á ellas. 
Tengo por una gran desgracia para los eminentes 
Jurisconsultos que emitieron los dictámenes, el haberlo 
dado en los términos en que se hallan concebidos, por-
qüe reputo una gran desgracia el haber errado soste-
niendo intereses contrarios á los intereses de la patria; 
pero reconozco que en ese error, por mas que me pa-
rezca enorme, se ha incurrido de buena fé, íntima-
mente con-vencído , como lo estoy, de su-patriotismo 
y lealtad, pues • debe reconocerse la buena fé siempre 
que el acto puede explicarse conciriándolo cón ella. 
Se cae naturalmente del lado hacia, que uno se 
inclina. El hecho de consultar á un Jurisconsulto ins-
pira á este interés en favor del cliente, interés que 
crece en proporción á la importancia de la consulta: 
el que ha de responder á ella se hace parcial, sin 
advertirlo , ni poderlo evitar. La consideración de que 
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hubiera yo mismo, colocado en la situación de aquellos 
Jurisconsultos, cometido tal vez igual yerro, causan-
do, aunque de buena fé , esta especie de ofensa á mi 
patria, me abisma y me llena de terror. 
I I I . 
La patria es la madre común de todos sus hijos 
los Jurisconsultos que han dado dictamen sobre la con-
sulta de Mister Powles, son españoles, y han opinado 
que la reclamación del Comité de los Tenedores de 
Gertificados contra España es justa, y que esta con-
tienda debe decidirse contra la patria, contra la ma-
dre común de los españoles. 
Al hacer esta indicación está muy distante de nues-
tro ánimo el decir que hubieran debido sacrificar su 
conciencia manifestando,, en interés de la patria, un 
parecer que estimasen contrario á derecho: no, nues-
tros lábios no se manchan con semejante blasfemia: 
hemos querido decir y decimos que la patria reclamaba 
de ellos, en tal caso, el servicio de no dar dictamen, 
de no robustecer las armas de los adversarios de su 
patria. Si al hijo de un padre homicida se le exijiera 
que juzgase y sentenciase á este, haciéndole ver que 
el delito era patente y que el homicida no podia alegar 
excusa que debiera librarle de la pena señalada, con-
testaria con mucha razón: «justísima será la pena, 
(1) Nunc te patria, quaa quee communis est omnium noslrum 
parens.,... Cic. I in.Lu.Qi Catil. 
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pero no es el hijo del delincuente quien debe impo-
nerla);» 
Si el Gobierno Español les hubiese consultado, ha-
bría sido un acto de noble lealtad el manifestarle, en el 
caso de opinar así , que la nación se hallaba en el deber 
de satisfacer á las reclamaciónes que se le dirijen: aun 
sin ser consultados, se habría mirado como una mues-
tra de celo patrio la manifestación confidencial y reser-
vada al poder público de estimarse legal y justa aquella 
reclamación. Un hijo del que se halla dominado por un 
vicio degradante, cumple con un sagrado deber y ejerce 
una acción laudable y meritoria si , consultado sobre 
ello por su padre, le hace notar la fealdad de aquel 
vicio, ó si , en secreto, arrodillado en su presencia y 
arrasado en lágrimas, le pide encarecidamente que 
deseche aquel vicio: este hijo, sin embargo, no de-
be publicar el hecho de estar su padre dominado 
por él. : : ( . ' ' * > ! , ^ h ;h o . ' •> ;'. i r.-. 
ÍV. 
Hace mas de un año, comenzaron á sufrir, y aun 
continúan sufriendo, los consultantes y algunos de los 
consultados la expiación del gran yerro que, gestio-
nando los unos y patrocinando los otros, cometieron 
respectivamente. ¡Cruel desengaño! La subida al poder 
de dos de los consultados ha debido; producir á los 
primeros grandes esperanzas; y la permanencia de 
uno y otro en aquel, alto puesto sin haberse dictado 
resolución alguna, ni aun anunciado proyecto sobre el 
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asunto, lia debido producirles acerbo dolor, al ver 
defraudadas aquellas esperanzas; y ha debido causar á 
los segundos inmensa pena, haciéndoles ver que no 
hay posibilidad racional de hacer lo que manifestaron 
que era no solo posible, sino obligatorio; pues no se 
concibe que, sin haber adquirido aquel convencimien-
to, contiDuasen, hasta salir, con todos los demás M i -
nistros y por la misma causa política, del Ministerio, no 
prestándose este á lo que expusieron en su dictamen 
que era obligatorio y que lo exijian á la vez la justi-
cia, la conveniencia y el decoro. 
• ', Í . , v ] \ : Eeclm. : . • •{' • <  , ' j 
I . 
El proyecto que presentó el Gobierno á las Cortes, 
estaba basado en los que la Junta de la Deuda le 
habia sometido. En sus dictámenes, sin diferen-
cia en este punto entre el de la mayoría y el de la m i -
noría, se propuso la capitalización y conversión de los 
cupones, ó intereses vencidos del 5 y 4 por 100 , en 
renta diferida del 1 y Va por 100 de interés; debiendo 
comenzar por el Va por 100 y acrecer Vs cada dos años 
según la mayoría, y cada cuatro según la minoría, de 
modo que llegase á devengar todo el interés del 1 por 
100 en el mismo plazo en que llegase al completo goze 
del 3 por 100 la otra deuda diferida, esto es la que 
produjera la conversión de los capitales de las antiguas 
rentas del 5 y 4 por 100. Solo uno de los miembros 
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de la Junta disintió sobre esto, ol Sr. D. Alejandro 
Olivan, el cual propuso que se capitalizasen á la par 
los cupones ó sea los intereses del 5 y 4 por 100 
devengados y no cobrados, convirtiéndose la mitad 
de este capital en deuda diferida, y pasando la otra 
mitad á la clase de deuda pasiva, cuya deuda debia 
también, sufriendo cierta reducción, convertirse en 
diferida con goce de interés gradual, pues, según 
aquél dictamen, no habia de haber ninguna que no lo 
g t o l e v - • w •'' ;- ' " i*1 ' nim 
La capitalización del 50 por 100 de los cupones y 
la conversión de este capital en renta gradual del 3 
por 100, es lo mismo que la capitalización de la tota-
lidad del importe de los cupones en renta gradual del 
1 72 por, 100, si la graduación es igual, con dos so-
las diferencias: primera, la de quedar en este ultimo 
caso sujeto el Estado á la eventualidad perjudicial, 
(aunque tan difícil de realizarse que no se debe tomar 
en consideración]) de haber de dar ciento á los acree-
dores en el caso de obligarles á ser reintegrados 
para amortizar ó extinguir aquella deuda: segunda, la 
de añadir nuevas clases de deuda á las existentes, 
alejándose de la unificación, en lugar de tender á ella: 
inconvenientes de poca monta, que las- Cortes y el 
Gobierno hubieran indudablemente arrostrado, á pro-
veer que los inventores de los Gertiíicados hablan de 
hacer diferencia entre la capitalización del 50 por 100 
en renta de 3 por 100, y la de 100 en renta de 1 V2 
por 100, quejándose, deduciendo reclamaciones y ha-
ciendo cerrar las Bolsas extranjeras por haberse he-
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chó lo primero, cuando no hubieran procedido del 
mismo modo , pues les era imposible / si se hubiera 
hecho lo segundo. 
La mayoría y la minoría de la Junta estuvieron 
acordes en la base ó principio contrario al en que es-
taba fundado el proyecto-formado por el Gobierno y 
pasado á la Junta en Abril de 1850. Este proyecto 
tenia por base la reducción de los capitales, y la ma-
yoría y la minoría de la Junta los respetaban y reco-
nocían en su integridad, considerándolo esencial e in-
dispensable para un arreglo equitativo y admisible. «La 
^conservación del capital , decía en su informe la ma-
«yoria de la Junta, no solo es justa , sino también con-
»veniente. Si^ como todos reconocemos,, la Deuda pú-
»blica debe arreglarse, ya por una razón de justicia, ya 
«también con el objeto do restaurar el crédito del Era-
»rio, no es posible que esto ultimo se alcance cuando 
»la reorganización estriba en un acto, que si en el caso 
»del Gobierno espafíol , siempre leal y generoso, no 
»púede acusar mala fé ni miras mezquinas, revela in-
»sufieiencia de medios en la actualidad y desconfianza 
»respecto del porvenir. —^Semejante arreglo, Excmo. 
»Sr. , no vacilamos en calificarlo de mil veces peor 
»qúe una franca, honrada, y por tanto general ban-
^e&rrótá-» ' \ lo y M l^víVi^  -fi '^ ^•.v.u. . i j h* 
Obedeciendo escrupulosamente á las máximas i n -
dicadas , la mayoría y la minoría de la Junta propu-
sieron ambas la capitalización de los cupones en renta 
de i por 100 de interés gradual, comenzando, como 
se ha dicho, á devengar 1/2 por 100 y aumentando i/8 
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por 100 cada dos años según la mayoría, y cada cuatro 
años según la minoría. Prometíase la Junta que, rea-
lizado sobre esta base el arreglo, seria aceptado, como 
lo fué, por los acreedores, auxiliando con su con-
formidad el buen término de esta cuestión. Así se ex-
presábala mayoría de la Jauta, añadiendo: «Lo cree-
amos con tanto mayor fundamento, cuanto que, si es 
«exacta la relación de los periódicos ingleses, la pro-
«posicion actual ha obtenido ya el consentimiento de 
«los que se hallan mas al alcance de juzgar con acier-
»to en esta materia, pues que á su interés en favor de 
«los acreedores reúnen la circunstancia de haber po-
»dido examinarla de cerca bajo el punto grave de la 
«posibilidad. El Morning Posí y otros periódicos de 
«Londres de fecha 29 de Agosto, al dar cuenta de 
«una reunión celebrada por los acreedores, pone en bo-
»ca del Sr. James Capel, Presidente de la Junta, ex-
«tractando un discurso, estas palabras: «que las con-
«diciones propuestas por el Gobierno español para 
«atender á las reclamaciones de los Tenedores de bo-
«nos ingleses, no correspondían en todos conceptos á 
«las justas esperanzas de los acreedores, pero que 
»eran todo lo mas favorables que el estado actual de 
«la Hacienda española permitía; y que lord Vowden, 
«el Sr. Daniel Weisveiller y el Sr. / . Werthetm (el cual, 
»sObre ser poseedor de medio millón de esta clase de 
«efectos, era Presidente del comité de Amsterdam y 
«codelegado de los acreedores de Francia, Prusia y 
«Bélgica), opinaban que. esta proposición débia ser acep-
Hada por los Tenedores de bonos. r> 
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El Gobierno aceptó, entre las propuestas de la 
mayoría y dé l a minoría, la mas ventajosa para los 
acreedores y mas gravosa para el Estado, la conver-
sión de los cupones, reducidos al 50 por 100, con el 
interés de 3 por 100, comenzando á devengar 1 por 
100 y acreciendo en i á los cuatro años y después de 
dos en dos años, cosa que nadie negará de buena fe 
que es igual á dar el 1 % por 100 sobre la totalidad, 
comenzando á dar v2 por 100, y que era convenientí-
sima, pues conducía á la unificación de la Deuda, lo 
cual debe procurarse siempre que esto no produzca 
un gravamen ó perjuicio al Estado, y lo cual no de-
bían ciertamente repugnar los Tenedores de bonos por 
la sola reducción del capital, una vez que en uno y 
otro caso habían de disfrutar del mismo interés; porque 
ciertamente no podía racionalmente fundarse ningún 
cálculo, ningún proceder, ninguna determinación en 
la posibilidad de que una renta del 1 % por 100 
de interés llegase á valer mas de 50 por 100 , cuando 
la de Francia y aun la de Inglaterra del 3 por 100 va-
cian menos de la par. 
Presentado por el Gobierno el proyecto de ley á 
las Cortes, y nombrada la Gomísion que había de dar 
dictámen en el asunto, los cupones tuvieron en ella 
defensores. Algunos de los individuos de . dicha Comi-
sión pretendieron con grande empeño, aunque desis-
tieron al fin de su propósito, que se considerase á los 
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cupones como á los demás valores que debían con-
vertirse en Deuda diferida, esto es, que se diese á la 
totalidad de su importe el 3 por 100 de interés gra-
dualmente y del mismo modo que á la diferida. En la 
2.a Gomision, ó sea la del nuevo Congreso, que infor-
mó sobre el proyecto de ley, no hubo defensores de 
los cupones. 
Discutióse el proyecto y se aprobó por el Congre-
so y por el Senado, sin variar en nada lo relativo á 
los cupones; disponiendo el artículo 2.° de laJ ley que 
formarían la renta diferida el capital de las del 5 y 4 
por 100, reducido este á sus cuatro quintas partes, 
y éldelos intereses de estas mismas deudas, mneidos y 
no satisfechos hasta 30 de Junio de 1851, prévia su re-
ducción á la mitad. La ley fué sancionada en 1.° de 
Agosto de 1851 y publicada en 3 del mismo. 
111, 
Tratóse inmediatamente de su ejecución. El Go-
bierno, por medio de sus comisionados, anunció que 
daría, en cambio de los valores que se presentasen, 
los nuevos títulos que aquella ley determina. Los Te-
nedores de bonos españoles en Londres se reunieron, 
conferenciaron, deliberaron, gestionaron. Según se 
manifiesta en la protesta de que se hablará en seguida, 
comprendida en el folleto intitulado LA CUESTIÓN DE 
LOS CUPONES, como base de la célebre consulta de 
1862, hicieron en 4 de Setiembre de 1851 una peti-
ción solicitando una enmienda en la ley á favor de 
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los cupones, de modo que estos se consolidasen por todo 
su valor nominal en títulos de la deuda diferida; en 20 
de Octubre acordaron en junta pública la aceptación, 
bajo protesta, de las condiciones de la ley de i.0 de Agos-
to: m i l á Q Noviembre hizo en Madrid una reclama-
ción Mr. Weisweiller, agente de dichos Tenedores: en 
3 de Diciembre solemnizó la anunciada protesta el 
Presidente del Comité de los mismos Tenedores, Mis-
ter Capel, ante escribano público y dos testigos, con-
signando los citados acuerdos y memorial, los cuales, 
añadió, manifestaban que el Comité se oponía á la 
citada ley, por cuanto reducía los cupones á la mitad: 
que no habiendo el Gobierno español tenido por conve-
niente prestar favorable oido , ni aun siquiera darse por 
entendido de estas varias comunicaciones, sino que, antes 
al contrario, y á despecho de dichas comunicaciones;, ha-
biendo confirmado la expresada ley de i.0 de Agosto en 
su original integridad (sin duda aspiraban á que el Go-
bierno la variase por sí en el sentido que ellos desea-
ban), no dejando en consecuencia al Comité mas alterna-
tiva que la de someterse ó la de declinar toda gestión 
ulterior en la materia, el expresado Comité, habiendo 
opinado, después de una madura deliberación, que el 
adoptar la última disyuntiva seria comprometer los inte-
reses de los Tenedores de Certificados, ha creído conve-
niente, atendidas todas las circunstancias, intervenir en 
la conversión. Pero, al mismo tiempo que se decide á 
obrar asi, el Comité no puede menos de formular una 
protesta solemne contra la injusticia de esta confisca-
ción,.... y se continua exponiendo las razones que, en 
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sentir de los reclamantes, demostraban lo injusto de 
la reducción, á la cual llamaban confiscación. 
La protesta de que se acaba de hacer mérito, fué 
enviada, según se asienta en la misma consulta, por 
Mr. Weiweiller á Lord Howden, Ministro plenipoten-
ciario de Inglaterra en Madrid, quien la remitió en 12 
de Diciembre al Ministro de Estado, habiéndola este 
pasado con la misma fecha al de Hacienda. 
IV. 
No tengo datos para contradecir los hechos que 
se consignaron en la mencionada protesta, debién-
dose por tanto proceder, en el examen y dilucidación 
de este asunto, sobre la base de su certeza: pero con-
viniendo en la exactitud de esta relación, no por eso 
puede reconocerse como completa. Conveniente es por 
lo tanto hacer expresión, aunque sea sucinta, de todos 
los hechos, los cuales han sido públicos y constan ade-
más de documentos oficiales que existen en el Ministerio 
de Hacienda ó eh la Dirección de la Deuda y á los cua-
les nos referimos en un todo. 
Los Presidentes de los Comittés (fueron varios) ofre-
cieron á D. José Borrajo, Presidente de la Comisión 
de Hacienda de España en Londres y Comisario Re-
gio nombrado por el Gobierno para llevar á efecto la 
conversión en el extrangero, que cooperarían á facili-
tarla y se encargarían de la formación de las facturas 
y de la presentación de los Bonos y Cupones con las 
formalidades que se acordaran; pero el comité de Lón-
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dres trató de suscitar obstáculos con el objeto de con-
seguir de este modo el reconocimiento del 50 por 100 
rebajado á los cupones, y se valió de medios artificio-
sos para hacer concebir á los acreedores alguna espe-
ranza de ello. 
Insistiendo en esta misma idea, pretendieron igual-
mente los Gomittés que, en los certificados que darían 
por el 50 por 100 no abonable de los Cupones, pu-
siera el Comisario Regio, ú otro empleado del Gobier-
no, su conformidad : no habiéndose accedido á esto, 
solicitaron después que á lo menos les autorizase el 
Gobierno para emitirlos, lo cual también se les negó; 
y por último el Comité de Londres quiso exigir que se 
le permitiera poner en los nuevos títulos que se diesen 
por la conversión un sello especial que garantizase su 
legitimidad, cuya proposición fué igualmente recha-
zadai.;. g i g h -¡oq OJ BB* 
Dos objetos se proponia conseguir el Comité de 
Londres con las exigencias indicadas: primero, obligar 
al Gobierno, por estos medios indirectos , á tomar en 
consideración sus pretensiones para el reconocimiento 
del 50 por 100 de los Cupones qaie se rebajaba : se-
gundo, ofrecer á los acreedores el aliciente del certifi-
cado de este 50 por 100, para estimularles á que le 
encomendasen la presentación y conversión de sus cré-
ditos , abonándole una comisión por este trabajo. 
No debía ya el Comisario Regio, como represen-
tante del Gobierno Español, permanecer indiferente 
en vista de la conducta observada por el Comité de 
Londres , ni permitir á este que continuase entorpe-
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ciendo la conversión: le hizo entender, por tanto , de 
una manera enérgica que no se reconoceria validez a l -
guna á los certificados que los Gomittés emitiesen por 
el 50 por 100 de los Cupones: que sí bien habia admi-
tido la intervención del Comité para presentar los t í -
tulos y cupones á la conversión, facilitando por este 
medio las operaciones de ella , esta concesión no se 
estendia á entrometerse en facultades que no eran de 
sus atribuciones; y finalmente que si insistían en sus 
pretensiones, propondría al Gobierno Español que se 
trajese la conversión á Madrid. Ante una actitud tan 
enérgica cedió %\ Comité, y como consecuencia denlas 
contestaciones que mediaron, el mismo Comité, al 
anunciar que se encargaría de presentar á la conver-
sión los Bonos y Cupones, añadió lo siguiente: « de-
biendo tener entendido el público que el documento 
»que se facilite por el 50 por 100 de cupones que no 
»se abona, es solo por disposición de este Comité, 
»y que el Sr. Borrajo no puede reconocerle.» 
Con lo expuesto queda demostrado que siempre se 
rechazó, como se debía, por el Gobierno Español el 
reconocimiento, aun indirecto, del valor de los docu-
mentos que dieran los Gomittés; que los acreedores^ al 
admitir la conversión, la cual era voluntaria, y al des-
prenderse de los Cupones y recibir en pago los títulos 
equivalentes al 50 por 100 de ellos, se desprendieron 
del único documento legítimo que pudieran presentar; 
que los Gomittés, al dar los certificados, lo: hicieron 
como una especulación para atraer por este medio á 
ios acreedores á fin de que verificasen por su conducto 
—103 -
la conversión de sus créditos , y utilizarse también de 
la ganancia que podria proporcionarles la negociación 
de ün papel que podrian adquirir á un precio insigni-
ficante y hacerle después tomar mayor valor, supo-
niendo y haciendo circular la idea de que el Gobierno 
llegarla á reconocerlo. A este mismo fin tendieron sin 
duda las protestas que contra la Ley de arreglo de la 
la Deuda publicó el Comité en los periódicos de Lón-
dres del mes de Diciembre de i 851 ; porque no de otro 
modo se comprende que al mismo tiempo continuase 
presentando en la Comisión de Hacienda de España los 
Bonos y Cupones que sus Comitentes les hábian entre-
gado para su conversión, y cuando los acreedores, en 
su inmensa mayoría, así Españoles como Extrangeros, 
hablan aceptado voluntariamente dicha ley y sus con-
secuencias. 
Los: Comittás realizaron en parto sus esperanzasj 
pues los Gertiíicados que emitieron, y que en un prin-
cipio se vendieron al I por 1-00, llegaron á cotizarse 
hasta el 4 por 100, aunque no lograron hacerlos pasar 
de este precio, ni sostenerlos en él por mucho tiempo. 
A pesar de todo, el Comité no ha desistido de sus re-
clamaciones, ó mas bien dicho, los especuladores: que 
acapararon ios certificados del 50 por 400 de los cu-
pones y que los adquirieron á un precio ínfimo, como 
que ningún valor real tenían , han querido , tomando 
la voz de los acreedores, hacer valer sus pretensiones-
reclamando en diversas épocas el abono de su importe 
y clamando contra la injusticia que dicen haberse co-
metido- en hacer dicha rebaja; pero estos mismos i n -
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teresados ó especuladores, que tan celosos se mostra-
ban por sostener el principio de que no podia consen-
tirse en manera alguna aquella reducción, se contenta-
ban después con recibir un lO1/^ por 100 próximamente 
de la parte deducida, según se expondrá. Tal es el 
origen de los famosos Certificados. 
El comité, según manifiestan los tenedores de cer-
tificados, expidió los correspondientes á los títulos que 
se le exhibían; ignorándose,-^al menos yo lo ignoro— 
si tomó ó no precauciones, y las que en su caso adop-
tase, para impedir que se exhibiesen unos mismos cu-
pones dos, tres ó mas veces; para evitar que, por 
medio de este ó de otro fraude, se diesen certificados 
por doble, triple ó mayor cantidad que el importe de 
los cupones que se presentasen; ó ignorándose por 
consiguiente el importe de los certificados en el dia, 
que podrá ser muchas veces mayor que el importe de 
los cupones. 
Provistos los tenedores de Bonos españoles de este 
documento á que daban grande importancia, presenta-
ron sus valores á la conversión; recibieron los títulos 
equivalentes al capital de las rentas del 5 y 4 por 100, 
reducido el de esta última en una 5,a parte, y los 
correspondientes á la rñitacl ó sea el 50 por 100 de los 
cupones, y han percibido desde el principio y siguen 
percibiendo el interés que dichos títulos devengaban. 
Las reclamaciones dirigidas por los tenedores de 
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certificados mientras existió el Ministerio que presentó 
el proyecto de ley de arreglo de la deuda, ni fueron 
atendidas ni tuvieron tramitación alguna, como no de-
bían serlo ni tenerla. Tampoco la tuvo la reclamación 
que hicieron al Congreso de los Diputados pidiendo 
la conversión de los Cupones por todo su capital, pues 
en la sesión del 25 de Noviembre de 1851 se mandó 
pasar á la Comisión que entendía en el asunto, donde 
quedó. Pero, habiendo aquel Ministerio desaparecido 
de la escena política y reemplazádole el Ministerio 
presidido por el Conde de Alcoy , el Ministro de 
Hacienda, D. Alejandro Llórente, que habia sido uno 
de los que en la primitiva comisión del Congreso ha-
bían sostenido que debía hacerse la capitalización de 
los cupones por todo su valor, presentó á las Córtes 
en 29 de Marzo de 1853 un proyecto de ley, en el 
cual pedia autorización para emitir títulos del 3 por 
100 por valor de 30 millones de renta anual, cuyos 
productos deberían destinarse, en parte, á pagar 
10 Va por 100 del capital de los cupones suprimido 
por el último arreglo ; exponiendo que los acreedores 
se prestaban auna transacción equitativa, á condición 
de que se les diese (les paguemos) 10 guineas por cada 
ciento , ó sea el 10 Va por 100. 
La inmediata suspensión de las Córtes , á que si-
guió la declaración de haber terminado la legislatura, 
que tuvieron lugar en 8 y 9 de Abril siguiente, hizo 
que ni aun se discutiese el mencionado proyecto, sobre 
el cual no llegó siquiera á dar dictamen la Comisión. 
No se volvió jamás á tratar de él, ni se habló de cu-
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pones ha^ta el célebre debate y votación sobre este 
asunto en las Górtes Constituyentes. En la sesión del 
24 de Marzo de 1855 se dio cuenta de una petición de 
los Tenedores ingleses de fondos españoles, quejándose 
de la reducción del 50 por 100 de los cupones, y so-
licitando el arreglo que se creyese justo y equitativo 
para acallar los clamores de los acreedores en el ex-
trangero. En la sesión del 27 del mismo mes se mandó 
unir á los antecedentes otra exposición (análoga á la 
anterior , si no era una copia de ella) de varios subditos 
ingleses residentes en Londres, remitida por conducto 
de Lord Howden. La Comisión de Peticiones, en su 
dictamen, propuso que se nombrase una especial para 
informar sobre el asunto, por exijirlo asi su gravedad. 
La discusión y la resolución que ocasionó este dicta-
men, y tuvieron lugar en la sesión del 28 de Abril in-
mediato, fueron sumamente significativas. La impug-
nación del dictamen se fundó en la improcedencia dé 
la rec lamacióncomo expresamente contraria á lo •dis-
puesto en la ley de i.0 de Agosto de 1851 / consentida 
y aceptada de hecho por los mismos acreedores. Para 
defender el dictámen se encareció la importancia y 
gravedad del asunto, protestando que no^ se prejuzgaba: 
El dictámen se votó nominalmente, y fué desechado 
por 167 votos contra cinco, ün Sr. Diputado manifestó 
que aquel acuerdo exijia otro en el cual se mandára 
que volviese la petición á la Comisión, ó se declarase no 
haber lugar á deliberar sobre ella. Un Sr. Secretario 
dijo ser la costumbre y lo prevenido por el Reglamento 
que los dictámenes así desechados volviesen á la Co-
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misión para que los redactase de nueTo: el Diputado 
insistió, manifestando que, si las Cortes declaraban 
desde luego no haber lugar á deliberar, nuíhabia ne-
cesidad de que volviese á la Comisión! hizo en seguida 
el Secretario la pregunta «¿volverá á la Comisión para 
que informe de nuevo? » Acordado que no, y habiendo 
dicho un Sr. Diputado que era necesario precisar mas 
la pregunta , para saber lo que se resolvía, repuso el 
Secretario: «La Mesa ha preguntado si volveria á la 
«comisión para que se redactase de nuevo, según es 
))la costumbre establecida; las Górtes deciden que no 
«vuelva; queda por consiguiente definitivamenté desa-
»probado el dicláinen.»—r Asi terminó el asunto, ha-t-
biendo; las Górtes Constituyentes rechazado dé esta 
manera tan solemne y expresa la reclamación de los 
Tenedores de Certificados, dictando una resolución 
justísima y dando en ello una prueba de dignidad. ; 
Una tal resolución deberla haberles hecho desistir 
absoluta y definitivamente de su propósito, pero no ha 
sido asi. Sabido es que en 1859 ocurrieron de nuevo 
al Gobierno; que han seguido haciéndolo constante-
mente, y que hoy mismo se agitan, inventan, trabajan 
y persisten en su deseo. De cuando en cuando repro-
ducen sus reclamaciones; de cuando en cuando los 
Certificados salen de las carpetas y son objeto de aza-
rosa especulación, lucrativa para unos , ruinosa para 
otros; de : cuando en cuando renacen las esperanzas 
con motivos verdaderos ó supuestos. En esta especie 
de litigio parece que. no puede recaer ejecutoria; sino 
en un sentido. Si se hubiese accedido á sus reclamar 
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ciones, la resolución habría tenido efecto , produciendo 
un hecho irrevocable, sin poder ser objeto de cuestión 
ulterior. Las reiteradas y tan solemnes repulsas no 
producen ni un leve impedimento para reproducirlas. 
V I . 
Se ha presentado sucintamente , pero con exacti-
tud, la historia de los famosos CERTIFICADOS DE LOS CU-
PONES. LOS hechos son públicos y conocidos, y resul-
tan además de los documentos oficiales que existen en 
el Ministerio de Hacienda ó en la Dirección de la Deu-
da. Con la misma fidelidad, y con mas extensión y 
mas detalladamente se refieren (pág. 100 y siguientes) 
en la excelente MEMORIA HISTÓRICA SOBRE EL ARREGLO DE 
LA DEUDA PUBLICA HECHO EN 1851 , que , OH 1857, pU-
blicó D. Francisco Pérez de Anaya, oficial que era en 
dicha época y en la de 1851 del Ministerio de Hacien-
da y Gefe del negociado de deuda pública. 
La reclamación dé los poseedores de certificados de cupones es de 
todo punto improcedente y contraria á derecho. 
í. 
Al establecer la proposición que se acaba de sen-
tar, hemos procedido con grande timidez y desconfian-
za , recelando que se nos pueda imputar un error tan 
grande que toca en lo absurdo. Guando se asienta 
que la indicada reclamación es contraria á derecho, 
- 1 0 9 -
¿de qué derecho se habla? El derecho emana de la 
ley; lo contrario á derecho, es contrario á la ley. Ne-
cesario es por lo tanto manifestar á qué ley nos refe-
rimos al decir que aquella reclamación es contraria á 
derecho. Bastaría anunciar simplemente que dicha re-
clamación es diametralmente opuesta á lo que pres-
cribe la ley de 1.° de Agosto de 1851, para demos-
trar la proposición establecida. Pero de esta ley pres-
cinden (ignoro con qué facultades) los poseedores de 
los certificados, los jurisconsultos que les han dado 
dictamen favorable, y cuantos apoyan ó reconocen jus-
tas sus pretensiones. Preciso es, por tanto, si hemos 
de entrar con ellos en discusión, aunque sea sacándola 
de su terreno, buscar otras leyes para decidir si es ó 
no conforme á ellas la pretensión de los reclamantes. 
Tanto estos, como los que sostienen su causa, aplican 
las leyes comunes, las leyes que constituyen el dere-
cho civil de nuestra Nación, igual sustancialmente en 
este punto al derecho civil de otras Naciones; invocan 
el derecho universal, invocan los principios generales 
del derecho, el derecho natural. 
Las leyes comunes, que regulan los derechos y 
obligaciones de los particulares, y que constituyen el 
derecho civil, así en España como en cada nación ó 
cada pueblo, no son aplicables á las Naciones, no pue-
den invocarse para decidir el asunto de que se trata. 
El hacerlo así seria un grande error , contra el cual 
debemos protestar. Se tratará en otro lugar , aunque 
muy brevemente, de este punto, tan claro y tan obvio 
que no exije esclarecimiento. Seguros sin embargo 
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del triunfo , cualquiera que sea el terreno que los ad-
versarios elijan para el combate, si bien bajo la pro-
testa y salvedad indicada, para que no se nos pueda 
imputar aquel error, examinaremos si es ó no justa y 
conforme al derecho común español, á los principios 
del derecho universal y del derecho natural, la recla-
mación de los tenedores de certificados, prescindien-
do absolutamente de la ley de i.0 de Agosto de 1851, 
y aplicando al Estado, considerándolo como un indi-
viduo particular, las disposiciones del derecho común. 
Ante la brevísima y sencilla exposición del hecho, 
aparece en toda su plenitud la repugnante injusticia 
de semejante reclamación. La ley de 1.° de Agosto de 
1851 no impuso obligación alguna á los acreedores 
del Estado, no los comprometió á nada, no les exijió 
nada: ofreció títulos nuevos, que devengarian gra-
dualmente el interés de 3 por 100 , en cambio del ca^ 
pital de títulos del 5 por 10(X, del capital de títulos 
del 4 por 100, reducido este en una quinta parte, y 
del importe de los cupones, ó sea intereses no paga-
dos, reducido el total de ellos al 50 por 100. Se dijo 
en realidad: «el que quiera recibir títulos nuevos en 
cambio de los antiguos, de la manera expresada, que 
los presente á la conversión.» Los tenedores de estos 
títulos antiguos los presentaron de hecho; los entrega-
ron, recibiendo los títulos nuevos que se les ofrecían, 
y han percibido los intereses que estos títulos nuevos 
han devengado. ¿Se puede negar, sin ofensa del sen-
tido común, que aquí hubo un pacto solemne entre 
el Estado y sus acreedores ? ¿Se puede negar que el 
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pacto se redujo á cambiar unos títulos por otros, 
unos valores por otros valores, unas rentas por otras 
rentas , una cantidad que se debia, pero que no se 
pagaba á causa de no haber recursos para hacerlo, 
por otra cantidad, mucho menor—es verdad,—pero 
que se pagarla efectivamente? ¿Se puede negar que 
los tenedores de títulos antiguos , al presentar estos 
á la conversión y recibir los títulos nuevos, acepta-
ron, consintieron de hecho,-toncurrieron por su par-
te á la celebración y solemnizaron un solemne pacto? 
¿Pues como se ha de negar, en este caso, que per-
dieron unos derechos y adquirieron otros, que perdie-
ron los derechos cuya pérdida llevaba consigo la acep-
tación de este pacto, y adquirieron los que este mis-
mo pacto producía? El derecho común, conforme en 
esto con el derecho natural , proclama como un prin-
cipio , como ün axioma jurídico, la siguiente máxima: 
«Los pactos deben ser observados; » «pacta -servanda.» 
Si pues: en el caso de que se trata se celebró de he-
cho un pacto solemne y fué ejecutado por los mis-
mos interesados, incuestionable y evidente es que to-
do lo que no esté conforme con aquel pacto, es i n -
justo y contrario á derecho. El pacto fué-^-ya se ha 
dicho—entregar la Nación Española títulos de la deu-
da diferida en cantidad equivalente al capital íntegro, 
ó sea 100 por 100, de los títulos antiguos de la renta 
del 5 por 100 , al 80 por 100 de los títulos antiguos 
de la renta del 4 por 100, y á la mitad, ó sea el 50 
por 100, del importe de los cupones que presentasen 
á la conversión y entregasen, desprendiéndose por 
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consiguiente de ellos, los Tenedores de Bonos Españo-
les , los cuales perdían, al entregar los antiguos y re-
cibir los nuevos títulos, el derecho á reclamar la ren-
ta anual de 5 y 4 por 100, pues los nuevos títulos 
devengan, y esto gradualmente, 3 por 100; á percibir 
los que presentasen títulos del 4 por 100, si alguna 
vez pudiese y quisiese el Estado amortizar la nueva 
deuda devolviendo los capitales, 80 en lugar de 100 
que habían entregado, y á percibir igualmente los que 
entregaban cupones, si llegase aquel caso, la mitad, 
ó sea el 50 por 100 de lo que habían entregado. 
Que la ley de 1.° de Agosto de 1851 estableció los 
términos del arreglo en el concepto de que este era vo-
luntario, esto es, para el caso de que los acreedores 
lo admitiesen, es tan sabido, tan evidente, que no exije 
demostración. Así se manifestó expresamente en el 
preámbulo del proyecto de ley, así se dijo cien veces 
en la discusión, sobre esta base se procedió por todos, 
y se halla además expresamente dispuesto en la ley 
de dos maneras, una positiva y otra negativa: dispó-
nese positivamente en el artículo 8.° de la ley, pues 
se^  determina que la nueva renta diferida devengaría in-
terés desde 1.° de Julio de 1854, si los documentos 
que habían de producirla fuesen presentados á con-
versión antes de l.0 ?de Enero de 1852, y que los 
que se presentasen con posterioridad solo tendrian 
derecho á los intereses desde el semestre siguiente á 
aquel en que se verificase la presentación; pues no 
asignándose plazo y pudíendo verificarse cuando se 
quisiera / es claro que era voluntaría: y se dispone 
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negativamente, no habiendo preceptuado la presenta-
ción señalando plazos para hacerla y declarando la 
caducidad de los créditos en el caso de no presentar-
los á conversión en aquellos plazos. Es por tanto i n -
concuso, debiendo precederse en el examen del asun-
to sobre esta base, pues sobre ello ni hay, ni ha ha-
bido, ni puede haber cuestión, que el arreglo de la 
deuda fué voluntario, dependiendo el valor de cuanto 
se hiciera del consentimiento de los acreedores. 
I I . 
La demostración que se ha hecho de la ilega-
lidad é injusticia de la reclamación de los Tenedo-
res de Certificados, es, en lo jurídico, lo que, en las 
ciencias exactas, es la demostración matemática. Re-
conociéndolo así aquellos y sus patronos, han recurri-
do á miserables subterfugios para, no diremos per-
suadir, sino aparentar y pretextar que no hay de su 
parte renuncia, ni hubo pacto, ni hubo asentimiento, 
porque hicieron y presentaron al Gobierno Español 
una solemne protesta, bajo la cual admitieron la con-
versión. A este acto, á la protesta se dá valor y efi-
cacia para desnaturalizar, privándolo del efecto que 
legalmente debía producir, el hecho de presentar los 
cupones á la conversión, y de recibir los títulos que la 
ley mandaba que se diesen en lugar de ellos y co-
brar desde luego y constantemente los intereses que 
los nuevos títulos devengan. Es máxima tenida por in-
concusa en el derecho, que los Letrados por quienes 
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ha sido evacuada la famosa consulta, como todos los 
que hemos actuado en el foro, habrán asentado y vis-
to asentar reciprocamente cuando el caso lo ha exijb 
do, que las protestas ni dan, ni quitan derecho. Los 
derechos nacen de la ley: á la ley únicamente se ha 
de atender para decidir, para conocer si en las cir-
cunstancias dadas y supuestos determinados hechos, 
existe ó no un derecho. Si la ley lo concede, se tiene 
sin necesidad de la protesta: si la ley no lo concede, 
no se adquiere por hacer la protesta. Unicamente el 
hacer constar un hecho puede ser, en casos especia-
les y circunstancias dadas, el efecto legal de la pro-
testa: si por ella se acredita un hecho, que interrum-
pe, por ejemplo, la prescripción, que demuestra la 
falta de libertad y por consiguiente de consentimiento 
legal ó de otro requisito esencial para la validez del 
acto, la protesta, en tales casos, sirve para acreditar, 
siendo tal vez este el único medio, la existencia del 
derecho, para demostrar que se ha conservado; pero 
nunca dá , nunca produce, nunca hace nacer el dere-
cho, porque este solo puede provenir, como se ha 
expuesto, de la ley. Un menor, una hija de familia, 
una mujer casada pueden verse en gran conflicto, im-
pelidos, violentados moralmente por su marido, por 
su padre, por su tutor: la protesta, en tales casos, 
hecha ante personas imparciales, dará lugar á que los 
Tribunales, examinando prolijamente los hechos y las 
circunstancias, y atendiendo á ellos , nunca á la pro-
testa solo, decidan, no si esta confirió ó no algún 
derecho, porque ninguno pudo conferir, sino si hu-
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bo ó no consentimiento libre , si con alguno de los 
que aparece que lo prestaron se ejerció coacción 
en el grado necesario para quitarle la libertad y el 
valor al aparente asentimiento que prestó. 
Pero esa falta de consentimiento precisamente, 
dicen los Tenedores de Certificados y dicen los Juris-
consultos que han dado dictamen á su favor, se prue-
ba con la protesta. Tal es el efecto que le atribuyen 
y que produce, en su sentir, la manifestación de estar 
decididos á reclamar el 50 por 100 del importe de 
los cupones que se les rebajó. «Si entregaron, se d i -
ce, los cupones, los títulos antiguos, y tomaron los 
nuevos; si recibieron el 50 por 100 de los primeros, 
fué porque; en el caso de no haberlo hecho, no ha-
brían percibido nada por entonces , conservando un 
derecho que no podia asegurarse que fuese efectivo, y 
menos cuando lo habría sido; fué porque se ofreció el 
abono de la renta de los nuevos títulos solo desde que 
se presentasen los antiguos; fué porque su interés 
exijia que se. presentasen á la conversión: no hubo 
por lo tanto asentimiento. ¡ Falta de asentimiento. 
Dios santo! ¡Gon que la protesta prueba la falta de 
voluntad, la falta de libertad, la falta de asentimien-
to! Necesario seria emigrar á una isla desierta y huir 
del genero humano, si en él tuviese acojida semejante 
aserción. Si el haber los acreedores presentado sus 
títulos á la conversión por tener interés en ello ; si el 
avenirse á recibir cincuenta de ciento para no perder 
los ciento ; si el prestar su consentimiento á un pacto 
solemne porque así les convenia, hiciese que debiera 
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estimarse no haber habido de su parte consentimien-
to legal, eficaz y valedero, de lamentar seria que no 
pudiesen resucitar todos los que han sufrido la última 
pena en virtud de sentencia de los Tribunales, por-
que muy raro seria el que no pudiese decir y acredi-
tar que un grande interés le habia conducido al ex-
tremo de cometer el crimen que le habia llevado al 
suplicio. Los Jurisconsultos romanos establecieron co-
mo principio que «la voluntad es voluntad, á pesar 
de la coacción, voluntas, etiam coacta, voluntas est.* 
Aunque esta coacción moral, de la cual hablaban, 
pues la física excluye absolutamente el consentimien-
to, se hubiera alegado en vano, según la citada má-
xima, ¿la han opuesto, ni la pueden oponer los Te-
nedores de Certificados ? 6 Han dicho, ni pudieran 
decir que sufrieron alguna seducción ó violencia? ¿A 
qué coacción cedieron? ¿Se consideran en el caso de 
la matrona que, por consideración, por respeto y por 
amor á su marido, firma la escritura de venta de sus 
bienes; dótales; de la hija de familia .que, por no 
contrariar los deseos de su padre, pronuncia el fatí-
dico SI que la priva de la legítima materna; del des-
valido huérfano que sucumbe á las exijencias del co-
dicioso y tiránico tutor? 
Todo acto de persona que se halla en el uso de 
sus facultades mentales, ó lo que es lo mismo, que no 
tiene perturbada su razón, se estima voluntario y l i -
bre, á no probarse la existencia de alguna de las cau-
sas que privan de libertad, como la fuerza y el mie-
do en el grado necesario para ello. ¿Existió alguna de 
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estas causas para obligar á los Tenedores de bonos 
españoles á presentarlos á la conversión? ¿Quién les 
precisó á ello? ¿Quién los violentó? ¿Quién empleó con 
ellos la fuerza para que lo verificasen? ¿De qué ó de 
quién tuvieron miedo?—Si la presentación de los bonos 
á la conversión hubiera sido un acto que constituyese 
delito ¿ se habrían librado legalmente de la pena, pro-
testando contra él ? ¿El manifestar y el demostrar que 
su interés exijia la ejecución de aquel acto, que ejer-
ciéndolo consultaban á su utilidad y provecho, ¿pue-
de ser equivalente á la manifestación y demostración 
de haberlo ejercido por no poder resistir a la viólen-
cia, física ó moral, al temor de un grave mal, á 
la amenaza, á la seducción? La protesta en tal caso 
me parece equivalente á la que hiciera un homicida, 
al clavar el alevoso puñal en el corazón de su víctima, 
manifestando que no era su ánimo ofenderle ni cau-
sarle daño en lo más mínimo. No hubo coacción, ni 
física ni moral ni grande ni pequeña , absolutamen-
te ninguna, porque ninguna produce el interés que 
resulta de ejercer ó de no ejercer ua acto. ;'El interés 
es ciertamente el móvil de casi todas las acciones hu-
manas; pero, consúltese mas ó menos á ese interés, 
aciértese ó yérrese en el cálculo, se obra siempre con 
libertad; y es un absurdo, el mayor de los absurdos, 
decir que, porque había interés en hacer una cosa, 
se hizo sin voluntad, sin libertad, y que no hubo 
consentimiento. 
Los Tenedores de bonos españoles, luego que se 
dictó la ley de 1851, y se trató de su ejecución de-
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bieron natural y necesariamente formar este cálculo: 
¿Nos conviene, ó no, aceptar la ley? ¿Nos conviene, 
ó no, desprendernos de nuestros bonos y cupones y 
recibir los nuevos títulos de la clase y en la cantidad 
que aquella prescribe? Podían no admitir la ley y con-
servar sus cupones y sus bonos, esto es, los títulos 
mismos con los cupones; podían presentar los títulos 
y conservar los cupones , y podían presentar los unos 
y los otros. El hacer una cosa ú otra debía ser el 
efecto de su deliberación , de su juicio; pero , fuera 
cual fuese aquella deliberación, aquel juicio, no pue-
de desconocerse—lo repetimos—sin incurrir en el 
mayor de los absurdos, que su resolución era libre, 
era voluntaria y que consintieron solemnemente por 
su parte. ,,,, ,. : •.,'•> }{ ¿ 'Mirikviuno-íKWiKo m i 
I I I . 
Bajo cualquier aspecto que se considere el asunto, 
la resolución es la misma, y resalta la ilegalidad y la 
injusticia de la pretensión de que se trata. Los Tene-
dores de Gertíricados necesitan un título para recla-
mar del Gobierno español; los títulos antiguos eran 
al portador, y solo en el caso de presentarse, fuera 
por quien fuese, estos títulos, habria derecho para 
reclamar; en tales términos que, haciendo la suposi-
ción de que los títulos todos hubieran desapareci-
do por haberse quemado'ó caido en el fondo del mar, 
se habria extinguido por esta causa la deuda , y no 
se podría reclamar por nadie. Solo en el caso de que, 
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por excepción, hubiese alguna inscripción nominati-
va , procederia la reclamación del crédito por la per-
sona á cuyo favor se hubiera hecho la misma ó su 
causa habiente, aunque se hubiese perdido el docu-
mento expedido á su favor* Esto es inconcuso, y 
asentado esto, preguntamos: ¿cuáles son los títulos 
en cuya virtud reclaman los Tenedores de Certirica-
dos? ¿Los antiguos, los primitivos? ¿Los de la deuda 
del 4 y 5 por 100 con sus cupones unidos á ellos? 
¿Estos cupones, cortados y separados de los títulos? 
No , ni los unos, ni los otros: los unos y los otros 
fueron presentados por sus poseedores la conversión: 
se desprendieron de ellos/ los entregaron al deudor 
para que este los inutilizase, los declararon de este 
modo inericaces y sin valor ninguno: desáparecieroñ 
en una palabra: se anuló, se extinguió, naciendo otro, 
él derecho que representaban. Necesario es por lo 
tanto que presenten otro, en virtud del cual recla-
men. Expedido por el Gobierno español no pueden 
mostrar ninguno, porque ninguno ha dado. ¿Reclama-
rán en virtud de los certificados? Reclamarán en este 
caso en virtud de un título que no ha dado el deudor, 
que no ha dado el Gobierno español, que no ha reco-i 
nocido ni reconoce, que ellos mismos se han expedi-
do, en los cuales jamás consintió el Gobierno espa-
ñol ni su delegado, en cuya expedición no intervinie-
ron aquel ni este, que constantemente rechazaron, 
declarando que no se les daba valor alguno. 
Se ha demostrado que es un absurdo deducir la 
falta de consentimiento, ó sea de libertad, del interés 
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que los tenedores de cupones tenían en presentarlos 
á la conversión para devengar y percibir, pues que 
esto no tenia lugar mientras no hiciesen la presenta-
ción, los réditos dé la nueva deuda: es un absurdo, 
aun siendo grandísimo este interés. ¡ Cuánto mas ab-
surda seria esa supuesta falta de libertad, cuando el 
interés era relativamente pequeñísimo, insignificante! 
Tan pequeño, tan mezquino, que debe reputarse por 
nulo. Pudieron, en efecto, como ya se ha indicado, 
presentar á la conversión los títulos ó sea los capi-
tales y conservar los cupones. Todos estos ó casi to-
dos estaban ya de hecho cortados, y circulaban y se 
negociaban separados de los títulos, y los que no lo 
estuviesen se pudieron cortar y separar de aquellos. 
El grande interés por tanto consistía únicamente en 
percibir desde luego los intereses de la deuda diferida 
correspondiente á los cupones, que era i por 100 
desde luego, acreciendo periódicamente hasta com-
pletara por 100, esto es , el interés de la nueva deu-
da correspondiente á la tercera parte de la que podía 
presentarse á conversión, pues los cupones (del 5 
por 100) vencidos en diez años importaban 50 por 
100, o s é a l a mitad que los capitales, y de consi-
guiente la tercera parte del total convertible. Este era 
el grande interés de los tenedores de cupones; y ya se 
deja conocer cuan mezquino había necesariamente de 
ser el de cada uno de ellos individualmente, cuyo 
mezquino interés, sin embargo, asemejando á la 
fuerza física inseparable y al miedo de la muerte ó de 
la deshonra, se presenta como suficiente para privar-
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les de libertad y despojar al acto de la presentación 
de los documentos del carácter de voluntario, espon-
táneo y libre. 
La privación del interés del 1 por 100 de la mitad 
del capital de los cupones, durante el cortísimo tiem-
po que habría tardado la resolución, favorable ó ad-
versa, de la reclamación que hubieran deducido sus 
tenedores, én el caso de conservar los cupones y no 
haberlos presentado á conversión, habría sido el gran 
daño—entiéndase bien , ~ e l gran perjuicio en sus i n -
tereses que habrían aquellos esperimentado: esta fué 
la coacción que sufrieron y les obligó á presentarlos. 
IY . 
La reclamación de los Tenedores de Certificados, 
calificada de justa y procedente en derecho, se reduce 
á la anulación por uno solo de los pactantes, en la 
parte que le es gravosa, de un solemne convenio, que-
dando este firme y cumpliéndose en la parte que le 
es beneficiosa, y es por lo tanto injusta hasta la ini-
quidad, infundada hasta tocar en lo absurdo, contra-
ria á derecho hasta la arbitrariedad. 
¿Se hizo bien ó se hizo mal, se acertó 6 se erró al 
prescribir en la ley de 1.° de Agosto, de 1851 que se 
diese deuda diferida por el 50 por 100 de los cupones 
que se presentaran á conversión ? El esclarecimiento 
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de este punto, ia atinada respuesta á esta pregunta 
en nada conduciría para conocer si la reclamación de 
los poseedores de Certificados es ó no justa y confor-
me a derecho: lo primero, porque fuese acertada ó 
desacertada la disposición de la ley, no puede dejar de 
ser justo (hablo de la justicia humana) y conforme á 
derecho lo que sea arreglado á ella; y lo segundo, por-
que en prescribir en qué términos habia de hacerse la 
conversión, siendo esta Yoluntaria, en hacer á los 
acreedores una propuesta que podían ó no admitir á 
á su arbitrio; en llevar á efecto la propuesta por ha-
ber sido admitida no cabe , no es posible la injusticia, 
la violación del derecho: pero será conveniente para 
desvanecer en los hombres de buena fé el pesar que 
les causa, y que debe causar en toda persona de rec-
tas intenciones y nobles deseos, la creencia , produci-
da por innobles é indignos medios, de que se procedió 
con desacierto al dictar la ley, causando, por impre-
visión ó erradamente, á los tenedores de cupones un 
perjuicio relativo, ó sea dando en cambio dé los cupo-
nes menos de lo qüe debía darse con relación á lo que 
sé daba en cambio de los títulos del 5 y 4 por 100. 
La pregunta que se ha hecho se convierte natural-
mente en esta otra: « ¿Se debió, se pudo racionalmen-
te dar á los acreedores del Estado mas de lo que les 
díó la ley de 1.° de Agosto de 1851 ?» Si se les pudo 
dar mas , obrando racional y prudentemente, yo reco-
nozco, y lo confieso y proclamo muy alto, qUe se erró 
y se faltó á la justicia natural en no dárselo, porque se 
les debió dar todo lo que fuese racionalmente posible 
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para pagarles íntegramente cuanto se les debía , hasta 
el último centavo, en capital é intereses: pero si, en 
totalidad, se les dió cuanto racionalmente se podía, la 
injusticia había necesariamente de provenir de mala 
distribución, de haber dado á unos menos de lo que 
les correspondía. Para dar á unos menos, preciso es 
que se diese a otros mas: para haber cometido injusti-
cia dando por los Cupones menos de lo que se debía 
dar, preciso es que por los Títulos, ó sea los capita-
les del 5 y 4 por 100 se diese mas. ¿ Se ha dicho esto 
por alguien y alguna vez? 
Que por la ley de arreglo de la deuda se dió cuanto 
racionalmente se podía dar, lo creyeron las «ilustradas 
juntas que habían entendido en los trabajos preparato-
rios, el Gobierno que presentó el proyecto de ley, las 
Cortes que lo examinaron , discutieron y aprobaron, 
los acreedores mismos que lo aceptaron, y de los cua-
les solo algunos y solo respecto de algún punto espe-
cial manifestaron que no les parecía bueno, y todas 
las personas competentes en la materia, así en España 
como en Europa. Nada importaría para la decisión de 
la controversia el acrecimiento posterior de los recur-
sos de España, porque tal acrecimiento , aunque hu-
biera sido efectivo y tan grande que, á existir en 1851, 
debiera haber producido el pago íntegro de todo lo qué 
se adeudaba, no probaría que en aquella época se hu-
biese debido dar mas de lo que se dió; pero, desgra-
ciadamente, el acrecimiento es artificial y ficticio, 
estimando como rentas ó ingreso anual el capital, el 
producto en venta de los bienes que se enagenan, cuya 
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renta, ó sea los intereses de la deuda que se contrae, 
debe pagar el Estado; no es natural, no es permanen-
te, y su ya próxima estincion, por desgracia, hará 
perder á los Tenedores de Certificados las ilusiones 
que se han formado. 
No se cometió pues injusticia absoluta; mas podrá 
decirse que se cometió injusticia relativa , veáuáenáo 
indebidamente los cupones al 50 por 100, cuando los 
títulos, ó sea los capitales no sufrieron igual reduc-
ción. Frecuente es no haber medios para satisfacer por 
completo una ó muchas deudas; frecuente es que con-
sistan estas ó alguna de ellas en intereses ó réditos y 
en capital. Guando esto ocurre, y es indispensable ha-
cer una reducción de lo adeudado, se hace siempre 
antes y mayor en los intereses que en el capital , pro-
curando salvar este , aunque sea á acosta de aquellos. 
Aun en los créditos mas sagrados y preferentes tiene 
esto lugar muchas veces. La finca gravada con un cen-
so, de cuyos réditos se adeudan algunas anualidades, 
se hace, por cualquier motivo, insuficiente para so-
portar íntegramente aquel gravámen: se procede á re-
gularizarlo para lo sucesivo, comenzando por prescin-
dir en todo ó en parte de los réditos vencidos, procu-
rando salvar y asegurar para en adelante, en totalidad 
ó en la mayor parte posible, el capital. 
¿Habría habido pues injusticia en dar mas por los 
títulos que por los cupones, por el capital que por 
los intereses atrasados? ¿No aparecería siempre como 
arbitraria la alegación (se decía esto por algunos de los 
acreedores) de que los cupones atrasados eran letras 
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de cambio? Si los cupones eran letras de cambio, los 
títulos eran escrituras auténticas, de las que en dere-
cho se W&mm gmrentigias, las cuales, sin necesidad 
del reconocimiento que necesitan las letras de cambio, 
traen aparejada la ejecución. 
Pero no hubo desigualdad, ó fue muy pequeña, 
en favor de los títulos ó capitales y en perjuicio de los 
cupones ó intereses vencidos. La demostración será 
palmaria; producirá la evidencia. 
Cierto es que los tenedores de cupones tenían de-
recho á que se les pagase su importe en dinero. Los 
tenedores de títulos lo tenían á que se les devolviesen 
los capitales en dinero, si se quería extinguir la deu-
da, y entretanto á que se les pagasen puntualmente 
los intereses anuales: pero, supuesta la imposibilidad 
de pagar en dinero, y habiendo de convertir en una 
renta perpetua, como se hizo en 1841, lo que debía 
darse en dinero y de una vez, se proyectó y se acordó 
dar por los cupones, como por todos los créditos, deu-
da diferida. La moneda común con que se había de 
pagar á los acreedores era renta diferida: en este 
punto estaban perfectamente igualados los que presen-
tasen á la conversión títulos ó bonos del 5 por 100, 
títulos ó bonos del 4 por 100, y cupones no pagados 
de los unos y de los otros. La ley dispuso que se diese, 
y se dio, en cambio de los primeros el 100 por 100 
de deuda diferida (aquella moneda común), en cam-
bio de los segundos 80 por 100, y en cambio de los 
últimos 50 por 100 de la misma deuda. Se debía dar 
pues y se dió por los títulos ó capitales otros^ 
atacion 
oteca 
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que habian de devengar 3 por 100 en lugar de 5 por 
100, porque los del 4 por 100 se reducían en una 
quinta parte, esto es, que habian de producir, cuan-
do llegasen á su máximum, dos quintos menos de lo 
que producían los títulos antiguos que presentaban 
á la conversión. Que esta reducción de 7s en el r é -
dito era en el efecto, realmente, una reducción igual 
en el capital de la deuda, juzgo que no necesita de-
mostración, bastando el buen sentido para conocerlo. 
Si se hubiese por tanto dispuesto la conversión de 
los cupones por todo su valor nominal, se habría dado 
en cambio de ellos dos quintos mas que lo que se 
daba en cambio de los títulos, y se habría de consi-
guiente hecho esta enorme diferencia en favor de los 
intereses respecto de los capitales. Dando deuda dife-
rida en cantidad equivalente al 50 por 100 de los cu-
pones, se dio á estos muy poco menos que á los 
tí tulos, casi se igualó á los unos con los otros, y la 
pequeña rebaja que sufrían los primeros fué mucho 
menor que la que generalmente se hace en tales casos. 
Una circunstancia especial concurría al dictarse 
la ley de 1.° de Agosto de 1851, atendida la cual 
hubiera debido en justicia ser mucho mayor aque-
lla diferencia. Los cupones habian de presentarse 
á conversión por los tenedores de los títulos á que 
correspondían, ó por otros que los hubieran adquirido 
por separado de aquellos títulos: en el primer caso era 
de todo punto indiferente á los acreedores que se les 
diese mas en cambio de los cupones y menos en cambio 
de los títulos, puesto que en uno y otro caso habian de 
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percibir lo mismo: en el segundo, los que presentaban 
los cupones los habian adquirido por un precio ínfimo, 
por el precio de negociación, que acaso no había lle-
gado á 5 por 100; y si bien esta circunstancia no les 
privaba del derecho íntegro al importe de los cupones, 
disminuye notablemente el derecho comparativo con 
el de los tenedores de títulos, ó sea el derecho á que, 
fijada una cantidad repartible entre los títulos y los 
cupones, hubiera de ser mayor ó menor la que se 
aplicase á los unos que á los otros. 
V I . 
Oportuno parece deshacer en este lugar una mala 
inteligencia que atormenta á muchos hombres de bue-
na fé, y cuyo origen tal vez no sea igualmente sano y 
noble. Se lamenta por muchos, y aun en estos días se 
ha lamentado en algún periódico, ofreciendo en ello 
una insigne muestra de grande ligereza y superficiali-
dad, por no decir de supina ignorancia, que en la ley 
del arreglo de la deuda no se hubiese decidido clara y 
resueltamente el punto de los cupones, ó lo que es lo 
mismo que lo dispuesto diese margen á que surgiera 
semejante reclamación, siendo muy de sentir que se 
dejase, como se ha dicho, este legado. Se incurre, 
al decir esto, en un manifiesto error: se cree que se 
dispuso el abono de la mitad de los cupones, ó sea el 
50 por 100, dejándo la otra mitad en poder de sus 
poseedores : se cree que , por no haberles dado más 
que cincuenta de ciento, nada se decidió respecto de 
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los otros cincuenta, y se les conservó el título para 
reclamarlos. No, y mil veces no; se les dió cincuenta 
en deuda diferida por ciento en cupones, como á los 
poseedores de renta del 4 por 100 se les dió 80 en 
diferida por 100 en aquella renta: no, y mil veces no; 
ningún derecho conservaron, ni título alguno para re-
clamar: el título de los cincuenta que reclaman lo en-
tregaron al deudor, quedando por ello extinguido, al 
recibir los cincuenta que se les dieron, pues para re-
cibir 50 en diferida tuvieron que entregar 100 en cu-
pones. El artículo 2.° de la ley no puede estar mas 
terminante: «Formarán, dice, la diferida: 1.° El ca-
»pital nominal de la Deuda consolidada del 5 por 100 
«interior y exterior: 2.° El de la Deuda consolidada 
«del 4 por 100, reducido antes á sus cuatro quintas par-
y>tes; y 3.° El de los intereses de estas mismas Deudas 
«vencidos y no satisfechos hasta 30 de Junio de 1851, 
^previa su reducción á la mitad.» El importe de los cu-
pones había de sufrir la reducción á la mitad: ha-
bían de entregarse pues, y así se realizó, ciento en 
cupones para recibir cincuenta en diferida. El mismo 
lenguaje se usa, las mismas palabras se emplean al 
hablar del capital de la deuda consolidada del 4 por 
100 que del importe de los cupones : reducido antes, se 
dice del primero, á sus cuatro "quintas partes, y del 
segundo se dice: previa su reducción á la mitad. Con 
el mismo derecho, por lo tanto, con que se reclama 
el 50 por 100 rebajado á los cupones pudo reclamarse 
el 20 por 100 rebajado al capital de la renta del 4 por 
100 ¿Quedó indecisa la suerte de este 20 por 100? 
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¿fué ambigua, dudosa, oscura la disposición respecto 
de él? ¿Dió motivo á reclamaciones? ¿Fué un kgado 
funesto para tiempos posteriores? Pues lo mismo, 
exactamente lo mismo, sin diferencia alguna, debe de-
cirse respecto de la rebaja del 50 por 100 de los cu-
pones. La reclamación sobre este punto es tan injusta, 
tan ilegal, tan arbitraria que irrita y causa indigna-
ción. Las reclamaciones de esta especie, tan infunda-
das, tan caprichosas, no pueden proveerse, ni evi-
tarse. r«r c OÍÍ , KÍI m m úhm 
Preguntas que sobran , y pregunta que falta en la célebre consulta 
de: J . D. Powles, fecha 6 de Mayo de 1862. 
No se sabe lo que sorprende mas, si la ignoran-
cia (no habiendo ignorancia, habria mala fé) de los 
que formularon la famosa consulta, ó la candidez de 
los eminentes jurisconsultos que respondieron á ella. 
«La ley de 1.° de Agosto de 1851 (primera pregunta 
«y primer punto consultado) ¿no ataca injustamente 
»íos derechos de los acreedores?»—Si U frase atacar 
injustamente derechos se refiere á la existencia y efecti-
vidad de los mismos derechos, de manera que cuando 
estos fueren desatendidos, sea por una, sea por otra 
causa, haya injusticia, los tenedores de certificados 
de cupones tienen razón para decir que fueron ataca-
dos injustamente los derechos de los acreedores de Es-
paña al rebajarles el 50 por 100 de los cupones, por-
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que su derecho á reclamar y percibir este 50 por 100 
era inconcuso é incuestionable; pero si la frase «atacar 
injustamente derechos» no se puede usar con propiedad 
sino cuando dejan de atenderse estos derechos por 
desconocerlos voluntariamente, ó dejan de cumplirse 
también voluntariamente por el deudor, y no se puede 
usar con propiedad cuando dejan de cumplirse, por 
imposibilidad y falta de medios, á pesar dé l a mas 
eficaz voluntad y deseo de cumplirlos, no se debió 
hacer la indicada pregunta, no se debió consultar so-
bre ella á letrados, ni á nadie. ¿Quién ha dudado, ni 
puede dudar que los tenedores de bonos españoles, 
los acreedores de España, tenian un derecho claro é 
incuestionable al 50 por 100 de los cupones? Igual 
derecho, é igualmente claro é incuestionable, tenian á 
el capital íntegro de las deudas del 5 y 4 por 100 y á 
la renta correspondiente, estoes, al 5 por 100 los 
unos y al 4 por 100 los otros , y se dispuso que en 
lugar de los títulos de estas deudas se dieran títulos 
de la deuda diferida del 3 por 100, haciéndoles una 
reducción de2/b (el capital del 4 por 100 se redujo 
primero en Vs) > y esto habiendo de llegar al pleno 
goce del 3 por 100 á los diez y nueve años, pues du-
rante los cuatro primeros habían de percibir solo 1 
por 100, que acrecería en Vi por 100 cada dos años. 
Dejo á parte la reducción del capital que real y 
efectivamente envolvía la dé la renta, aunque el capi-
tal de la del 5 por 100 se conservase el mismo nomí-
nalmente, pues claro es que el valor de una deuda 
que renta 3 por 100 ha de ser menor en 2/b, si en las 
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demás circunstancias no hay diferencia, que la que 
renta 5 por 100. Tomando en cuenta esta reducción 
del capital, y uniéndola á la del interés, se ve clara-
ramente que la que sufrieron fué mucho mayor que la 
mitad ó el 50 por 100. Si pues se atacó injustamente 
á sus derechos reduciendo á la mitad los cupones ven-
cidos y no pagados, igual injusticia se cometió redu-
ciendo la deuda de que eran poseedores á mas de la 
mitad. ¿Cómo no se quejaron de esta injusticia, y se 
quejaron de la que, en su sentir, ofrecía la reducción 
de los cupones? ¿Por qué preguntan en la consulta si 
se atacaron injustamente sus derechos con esta reduc-
ción, y no preguntan si se cometió la misma injusticia 
en hacer la otra reducción? ¿Habria injusticia en la 
una porque no les gustaba , y dejaría de haberla en la 
otra por que les parecía que estaba bien hecha? La 
justicia ó injusticia de un acto, ¿depende acaso de que 
éste agrade ó desagrade? Lo justo y lo injusto depen-
de y ha dependido siempre de la intención, de la vo-
luntad: no depende de que el derecho sea ó no desa-
tendido. El círculo de lo imposible es diferente y no 
es concéntrico de los círculos de lo justo y de lo i n -
justo. Los últimos son concéntricos de otros círculos 
que contienen lo posible, estos últimos mas pequeños. 
Lo que no cabe ni entra en los círculos de lo posible, 
no puede tener lugar en aquellos otros, no puede ser 
justo ni injusto, acertado ni desacertado, malo ni bue-
no: lo imposible no puede merecer ninguna de estas 
calificaciones. 
El poseedor de una pingüe fortuna puede llegar á 
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la situación de serle imposible pagar una deuda que 
haya contraído con la mas sana intención, con el me-
jor deseo; puede verse en circunstancias en que la 
absoluta falta de medios le impida hacerlo: un acci-
dente cualquiera, independiente de su Yoluntad, puede 
reducirle á esta triste situación. Era, por ejemplo, 
poseedor de una productiva hacienda situada á las 
orillas de un r io , y una inundación extraordinaria la 
cubrió de arena y la hizo completamente estéril é im-
productiva. Le faltan los medios de cumplir una obli-
gación sagrada que contrajo y que reconoce. La obli-
gación no se cumple. ¿Se dirá que hay en ello injus-
ticia? ¿Comete alguna el desgraciado poseedor de 
aquella pingüe hacienda, que por un accidente impre-
visto é incalculable la perdió y perdió con ella toda su 
fortuna, cayendo en la miseria? Del mismo modo, la 
Nación Española, no pagando á sus acreedores, no 
atacó injustamente sus derechos, y haciendo la reduc-
ción del 50 por 100 en los cupones, como haciendo la 
mayor que hizo en las rentas y en los capitales de las 
deudas , no se puede decir que cometió injusticia a l -
guna. [ oj • ., -
* rj lh - ín goJÍ .( 
La segunda pregunta de la consulta,—Los acree-
dores ¿no tienen derecho á reclamar los intereses de que 
han sido despojados?-—QS> una consecuencia de la ante-
rior, ó mas bien es la misma. Claro es de consiguien-
te que, habiendo hecho, con mas ó menos acierto, la 
primera, sobraba esta segunda. Si la ley de i.0 de 
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Agosto de 1851 atacó injustamente los derechos de 
ios acreedores, evidente es que estos los tienen, por-
que los derechos no se pierden, no se extinguen legal-
mente por ser injustamente atacados. 
m . 
Debe considerarse como un cuerpo extraño en 
una consulta jurídica, que se hace á letrados co-
mo tales, la tercera y última pregunta, á saber: la 
justa solución de estas reclamaciones ¿no favorecerá 
al buen nombre del crédito español y á los grandes in-
tereses de la España? ¿En cual de los códigos na-
cionales, ó siquiera de los extranjeros encontrarían 
los Letrados consultados la ley, la disposición en que 
hubiera de fundarse, como se' debe siempre fundar 
un dictamen de jurisconsultos, la contestación á esa 
pregunta? ¿La habrán hallado en el Fuero Juzgo, en 
las Partidas, en la Recopilación, en la Colección Le-
gislativa? En vista de esto, no creo que debo perder la 
esperanza de que se me pida dictamen, en mi calidad 
de Letrado, acerca do si un determinado rio se po-
drá ó no canalizar útilmente y con poco costo, ó para 
qué género de producción es apropiado tal terreno. 
IV. 
Sobran pues, como se ha demostrado, preguntas 
en la célebre consulta; pero en cambio falta una , cu-
ya contestación, arreglada á los principios del derecho 
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de España y del derecho universal, habría bastado 
para exclarecer el asunto.—«La doblez, la deslealtad 
y la mala fé ¿pueden ser el origen y fundamento de de-
rechos? ¿pueden estos nacer de aquel principio?» — 
No es dudable que la contestación de los ocho emi-
nentes jurisconsultos habria sido negativa. Posible es 
que, á pesar de esas circunstancias, existan los dere-
chos: que estos derechos emanen de ellas es legal-
mente imposible. Dejamos al juicio de la universali-
dad, siguiendo las inspiraciones del buen sentido, 
decidir si en expedir los certificados, y fundar en ellos 
pretendidos derechos, ha habido ó no doblez, falta de 
lealtad y mala fé. 
Ineficacia de las razones en que se fundan los dictámenes de los ocho 
jurisconsultos. • 
I . 
Adúcense en los dictámenes razones en que se apo-
yan todos , y se aducen en cada uno de ellos razones 
especiales; las unas y las otras ineficaces, en nuestro 
sentir. Haciéndonos cargo brevemente de las prime-
ras, nos limitaremos á meras indicaciones respecto 
de las segundas, no de todas ellas, sino de las que 
mas sobresalen y se exponen como decisivas por sus 
autores. 
La protesta que hicieron los tenedores de certifi-
cados es el fundamento común, es la razón principal 
que en todos los dictámenes se aduce para demostrar 
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la justicia de la reclamación de aquellos y el derecho 
que Ies asiste. Cual sea el valor legal de la protesta, 
mejor dicho, su absoluta ineficacia, queda ya expues-
to y patentizado; pero aun se tratará de este punto 
bajo otro aspecto, aceptando el combate en todos los 
terrenos. 
Asiéntase en la consulta, y se procede en los dic-
támenes sobre el supuesto de la exactitud de este 
hecho, que la protesta de los tenedores de bonos es-
pañoles, remitida al Gobierno Español por el Ministro 
Inglés, fué admitida, dándose gran valor á la admisión-
Lo que sobre este punto resulta de la misma consul-
ta, ó sea de los insertos que se hacen en ella , es que 
la protesta se hizo ante un escribano de Londres en 3 
de Diciembre de 1851, y se pasó (por supuesto no pu-
do esto ser oficial, sino oficiosamente) por el Minis-
tro de Inglaterra en España al Ministro de Estado es-
pañol en 12, y por oste al de Hacienda en 13 del 
mismo. ¿Y á esto llaman los tenedores de certificados 
y los jurisconsultos haber admitido la protesta? ¿Qué 
juzgan que debió haberse hecho para que constase que 
se rechazaba ? ¿ Se habia de haber devuelto, haciendo 
este marcado y ofensivo desaire al Ministro Inglés? 
Fuera de esto, fuera de haber ejercido un acto de tal 
especie, no se omitió nada, aunque nada habria sido 
necesario hacer, de cuanto pudiera patentizar que 
el Gobierno español no daba valor á semejante pro-
testa , ni la tomaba en consideración para ningún 
efecto. Ya se ha manifestado, y fué público y consta 
de documentos oficiales, que el Comisario regio, don 
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José Borrajo, delegado, representante del Gobierno 
español, con quien los tenedores de bonos españoles 
se entendían y debian entenderse en todo lo relativo á 
este asunto, no solamente no expidió, ni autorizó, ni 
Gonsintió que ningún empleado en la Comisión de Ha-
cienda autorizase los certificados, sino que exijió, d i -
ciendo que en el caso contrario se traeria la con-
versión á Madrid, que los mismos tenedores de bonos 
anunciasen en los periódicos que el Gobierno español 
no tenia intervención alguna en los certificados: y en 
la misma protesta se dice terminantemente que el 
Gobierno español no había tenido por conveniente pres-
tar oido favorable á las repetidas reclamaciones (se c i -
tan las respectivas fechas) que se le habían dirigido, 
sino que, antes al contrario y á despecho de dichas co-
municaciones, habiendo confirmado la expresada ley de 
i .0 de Agosto en su natural integridad..... no dejando 
al Comité mas alternativa que la de someterse ó de-
clinar toda gestión ulterior en la materia (mi insufi-
ciencia no alcanza á comprender en qué hay aquí a l -
ternativa), habwndo opinado, después de una madura 
deliberación, que el adoptar la ultima disyuntiva seria 
comprometer Jos intereses de los TENEDORES DE CER-
TIFICADOS , habia creido conveniente, atendidas todas 
las circunstancias, INTERVENIR EN LA CONVER-
SION. ¿Puede constar de una mas solemne y autént i-
ca el hecho de haber consentido los acreedores la 
conversión, en la cual habian creido conveniente, des-
pués de una madura deliberación, intervenir 1 Es muy 
de notar que en la época en que se hizo la famosa 
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protesta (3 de Diciembre), y mucho mas aún en la 
época en que se pasó al Gobierno español (12 del 
mismo) se habian presentado ya los cupones á con-
versión, debiendo creerse esto con solo recordar 
aquellas fechas y la circunstancia de ser necesaria la 
presentación antes del 1.° de Enero de 1852 para que 
la renta que habian de recibir en cambio devengase 
interés desde 1.° de Julio de 1851, según la disposi-
ción del articulo 8.° de la ley; pero además se con-
signa expresamente el hecho en la misma protesta, 
pues en ella se dice que el adoptar la última disyun-
tiva , esto es, el no presentar á conversión los cupo-
nes, seria comprometer los intereses de los tenedores 
de certificados. En aquella fecha pues se habian ya ex-
pedido los Certificados, que eran correspondientes á 
los cupones que se presentaban. 
Para la ineficacia de la protesta es indiferente que 
esta fuese anterior, ó posterior á la presentación de los 
cupones; porque no podia desvirtuar legalmente un 
hecho voluntario y solemne, hubierase realizado este 
antes ó después. 
El Gobierno español no tenia precisión de ejercer 
ningún acto, ni de hacer manifestación alguna con 
motivo de la protesta: en la inacción y silencio del 
Gobierno no habrían podido nunca, ni podrían los te-
nedores de certificados fundar ningún derecho , por-
que mal podia estar obligado á ejercer algún acto ó 
hacer alguna manifestación el que no podia legalmen-
te, no ya estimarla y acceder á lo que se pedia , pero 
ni tomarla en consideración para ningún efecto :• de 
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modo que se hablará con toda exactitud si se dice que 
respecto de las peticiones y de la protesta y para acce-
der á loque en las primeras se pedia, ó deshacer 
aquello contra lo cual se protestaba, el Gobierno es-
pañol tenía las mismas facultades que el Emperador 
de China, y por consiguiente la presentación ó remi-
sión de la protesta al Gobierno español producía los 
mismos efectos legales que la presentación ó remisión 
de la misma protesta al Emperador de China. Mas á 
pesar de que el Gobierno español no tuvo nunca pre-
cisión de rechazar las reclamaciones del Comité ,1o 
hizo tan expresa y significativamente como queda ex-
puesto, y á pesar de que en la inacción y silencio del 
Gobierno español no habrían podido nunca fundar 
ningún derecho los tenedores de certificados, no pue-
den siquiera invocar esa inacción y silencio. 
El Gobierno español no podia, sin faltar á sus mas 
sagrados deberes, dejar de cumplir la ley de 1.° de 
Agosto, no podia dejar de admitir á conversión los 
bonos ó sea los títulos de la Deuda antigua que se 
presentasen para ser convertidos, dando en su lugar 
los nuevos títulos de Deuda diferida en la cantidad 
que la ley prevenía. Aunque el Gobierno español 
hubiese sabido de una manera auténtica que todos los 
tenedores de bonos, absolutamente todos, se negaban 
á la conversión , habría debido señalar plazos para 
esta, disponer que fueran admitidos los créditos que 
se presentasen, dando en su lugar los equivalentes, y 
ordenar y prevenir todo lo conducente para que esto 
pudiese tener efecto: ¿Cuánto mas obligatorio é inex-
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cusable era esto cuando al Gobierno español no le 
constaba que todos los tenedores de bonos se nega-
sen á la conversión, sino lo contrario? ¿Cuándo en la 
misma protesta se dijo que la admitían? Aunque con 
los que hicieron esta protesta se hubiese podido y 
querido hacer una excepción, ¿por dónde constaba 
cuantos y quienes eran los representados por Mister 
Capel, á cuyo nombre protestaba este ? ¿ Con qué de-
recho se hubiera excluido á ninguno, no constando 
que hubiese sido de los que protestaron? Uno solo 
(hubo muchísimos) que no hubiese protestado, basta-
ba para haber admitido á convertir á todo el que se 
presentase. La ley, además, no disponía solo respecto 
de las deudas del 4 y 5 por 100; disponía también res-
pecto de otras muchas clases de deudas y de acree-
dores, con los cuales no tenían relación alguna los te-
nedores de aquellas y después de los certificados de 
sus cupones. 
Dando valor legal á la protesta, ha sido fácil asen-
tar, como se asienta en todos los dictámenes, que los 
tenedores de certificados reclaman con derecho, por-
que, no siendo dudable que lo tuvieron, no puede du-
darse tampoco que lo tienen, habiéndoselo conservado 
aquella protesta. Por el contrario, demostrada hasta 
la evidencia la absoluta ineficacia, hasta la ridiculez, 
de la protesta, es asimismo evidente que perdieron 
todo derecho y que ninguno tienen. 
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I I . 
Recordaremos ahora ligeramente, procurando re-
batir las mas culminantes, las razones que se ex-
ponen en cada uno de los dictámenes. 
«Que lo hecho por el Gobierno español en 1851, 
se dice en el primer dictamen, fué lo que llaman 
nuestras leyes quita, lo cual, solo acordado por las 
mayorías en número y cantidad de acreedores, pue-
de tener lugar; que, solo presentándose en quiebra 
un deudor, puede obligar á sus acreedores á que se 
den por satisfechos con lo que le sea posible pagarles, 
procediendo en tal caso la convocación de los mismos 
para que acuerden lo mas conveniente á sus intereses; 
que el Gobierno español no contó para nada en 1851 
con la voluntad de los acreedores, los cuales, si admi-
tieron el 50 por 100, fué bajo la solemne protesta 
que consta recibió el Gobierno español...» Sobre estos 
considerandos se opina que la ley de 1851 desconoció 
los derechos legítimos de los acreedores y los lastimó 
sin título ni razón que pudiera justificarlo. «Así opi-
»né también , añade el autor del dictámen, en 1841 
»al capitalizarse los intereses vencidos de la deuda 
«exterior é interior hasta fin de 1840, y no pagados, 
«en cuya época, como Ministro que era, sostuve (y 
»contribuí á que asi se decretase) que no se hiciera 
«rebaja ninguna en su importe, y que se pagase ínte-
gramente en títulos del 3 por 100, á pesar de ser 
»mas angustiosa la situación del país que en 1851;» 
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«y que los acreedores mencionados han tenido siempre 
«derecho á reclamar lo que no se les ha pagado y lo 
«conservan, por ser esto una consecuencia legítima de 
«la protesta. » 
No fué el Gobierno español el que hizo lo que l la -
man nuestras leyes quita; fueron los acreedores, mas 
bien, los que hicieron esto, fué lo que las mismas le-
yes llaman perdón áQ una parte de lo que se les debia: 
ni es cierto que se obligase á los acreedores á que se 
diesen por satisfechos con el 50 por 100, ni»que el 
Gobierno español no contase con ellos para nada, ni 
que la protesta produjese la conservación del derecho 
que renunciaron. Los principios de jurisprudencia que 
yo aprendí, que he profesado toda mi vida, que he 
visto sostener y prevalecer contantemente, y que aun 
profeso, son los diametralmente opuestos á los que se 
asientan en este dictamen. 
Es verdad que en 1841 se dió á los acreedores 
renta del 3 por 100, convirtiendo en ella á la par y 
sin rebaja el importe de los cupones no pagados en 
dinero, á lo cual los poseedores, lo mismo de aque-
llos cupones que de los que vencieron posteriormente 
y no fueron pagados, tenían incuestionable derecho: 
es verdad que se dió entonces á esa clase de acreedo-
res , si no lo que se les debía, que era, como se ha 
dicho, dinero efectivo, mucho mas que en 1851; pero 
también es verdad que esa medida parcial, y por lo 
mismo inconveniente, dificultó en grande manera el 
arreglo general de la deuda. Es verdad que era muy 
fácil y muy cómodo , conservando todas las demás 
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deudas como se hallaban y continuando en el descré-
dito que lleva consigo la falta de pago, crear una ren-
ta, cuyo interés anual no llegaba á 30 millones al 
año, para pagar los cupones de los cinco anteriores: 
que lo que era fácil respecto de esta deuda aislada-
mente, era imposible respecto de todas juntas: que esa 
disposición, por tanto, fué perjudicialísima para el ar-
reglo fundamental de la deuda y para el crédito; y por 
último, que aunque en mucha parte haya sido efecto 
de las óircunstancias, el partido político que dictó aque-
lla disposición tiene que lamentar una grande desgra-
cia y una grande fatalidad: «el vaso, hasta ahora, se 
ha roto siempre en sus manos.» En 1836, dominando 
ese partido político, se interrumpió el pago de los i n -
tereses de la deuda: en 1841, el mismo partido políti-
co dificultó grandemente, con la disposición mencio-
nada, el arreglo general y provechoso, sin el cual era 
imposible restablecer el crédito; y en 1855, dictando 
las leyes de desamortización, puso los cimientos del 
gran edificio que desde entonces ( j ojala no se termi-
ne!) se está levantando: una nueva bancarrota. 
I I I . 
Máximas contradictorias, al menos para mí , con-
tiene el segundo dictamen. «Fué materialmente impo-
«sible, se dice hablando de las deudas de España, el 
«abonar aquellas rentas, aquel in terés . . . . . . «El artí-
cenlo 2.° de la expresada ley, creando la nueva deuda 
«diferida y enumerando los elementos de que se habia 
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»cle componer, señaló entre ellos los intereses de las 
«antiguas deudas, vencidos y no satisfechos hasta 30 
»de Junio de aquel año, pero no completos, sino redu-
«cidos á la mitad de su importe. De la otra mitad, del 
«segundo 50 por 100 de tales intereses, ni en ese pro-
»pió artículo ni en los demás de la ley se habló una 
«sola palabra. Fueron descartados, fueron omitidos, se 
«les dejó sin incluir en el arreglo como si no hubiesen 
«existido nunca; y esto ni puede suponerse que fué un 
«olvido, ni tampoco que fué un aplazamiento para mas 
«adelante; fué, según el espíritu del artículo y de la 
«ley, una supresión, una anulación, una verdadera 
«repulsa de los citados intereses, para que quedasen 
«caducados, excluidos de la futura deuda española...» 
«Lo que hizo entonces el Gobierno español, esa su-
»presión de que hablamos, no fué, según ellos, sino un 
«deplorable abuso de fuerza material, del que no ha 
«nacido ni puede nacer ningún derecho constante, en 
«tanto que no medie un arreglo verdadero, concertado 
«ó aceptado por la voluntad de unos y otros. Es nece-
«sario, han dicho siempre, establecer algo sobre esa 
«mitad de intereses descartada en 1851; y no es me-
«nos necesario establecerlo por los medios de avenen-
«cia, únicos que reconoce y señala el derecho común 
«para terminar los negocios bilaterales...» «Hacía 16 
«años (se olvidó la creación del 3 por 100 en 1841, he-
«cha para satisfacerlos cupones vencidos desde 1836) 
«que no pagábamos nada como intereses de nuestras 
«antiguas deudas; y se quiso comenzar desde luego á 
«satisfacer algo...» «No se contó para aquel proyecto 
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«con los acreedores; hecho ley, estos no la aceptaron 
»en su totalidad, en todo lo que comprendía y descar-
»,taba.....)> «Los contratos primitivos quedaban racio-
»nalmente en pió sobre este punto, pues que no habia 
«habido novación, y pues que la razón política para 
»>no cumplirlos, ó no era exacta, ó dejaba de ser exac-
»ía antes de que hubiera prescrito el derecho de los 
«reclamantes. . . . . . «Sin embargo, no lo diremos (que 
la ley no dispuso nada sobre la mitad no abonable de 
«los cupones.) Entendemos la ley, como se ha dicho 
«antes, como la entiende todo el mundo. La interpre-
»tamos de buena fe. Aceptamos que anuló la mitad de 
«los cupones...» «En resúmen: la obra comenzada en 
«1851 debe oportunamente llevarse á cabo. No fué 
«completa, no lo satisfizo todo, siquiera hubiese tem-
ado el deseo de satisfacerlo. Dejó algo sin resolver, por 
«lo menos de una manera explícita: los interesados 
«protestaron en su contra, y se reservaron su derecho: 
«ese derecho no puede menos de reconocerse. En prín-
«cipio, subsiste; en la práctica, debe llevar á una 
«transacción que ponga fin á todo. Otra ley debe com-
«pletar la obra » 
Creemos que basta notar estas contradicciones, 
tan grandes, tan manifiestas. ¿Cómo se puede desco-
nocer, ni siquiera dudar sobre ello, que la ley de 
1851 resolvió expresa y terminantemente sobre la 
totalidad del importe de los cupones, pues mandó 
que se diese 50 en deuda diferida á quien entregase 
100 en cupones? Las dudas que se indican podrían 
tener lugar sí de 100 en cupones se hubiesen admi-
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tido y pagado con igual cantidad de diferida solo 50, 
dejando los otros 50 en poder de los tenedores; pero 
cuando para darles 50 en diferida hablan de entregar 
100 en cupones, desprendiéndose de todos ellos y 
perdiendo de consiguiente todo derecho respecto de 
ellos, semejante indicación y semejantes dudas ca-
recen absolutamente de fundamento. En tales contra-
dicciones, sin embargo, se apoya el dictamen, en el 
cual, como en los demás, se opina en favor de los 
tenedores de certificados. 
IV. 
«No puede sostenerse en manera alguna, (se dice 
»en el tercer dictamen) que la ley de 1.° de Agosto de 
»I851 se halle arreglada á los principios del derecho de 
«gentes; porque es indudable, por mas que sea sensi-
»ble reconocerlo, que con las disposiciones de su artí-
»culo 2.° atacó los derechos é intereses de la Nación 
«Inglesa en los derechos é intereses de los subditos de 
»]a misma, tenedores de certificados españoles . . . . . . . 
«Pero esta reclamación (la que el autor del dictamen 
creia que debian hacer los tenedores de certificados) 
»no pueden dirijirla por s í , y serán vanas cuantas ges-
tiones practiquen en esa forma, lo mismo que lo han 
»sido las practicadas hasta el dia. Deben acudir á su 
«Gobierno con una razonada esposicion de agravios, y 
«este será el qué , en la via diplomática y por el Minis-
«terio correspondiente, solicite del español la revoca-
»cion ó derogación de esa ley en cuanto perjudica á los 
10 
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»individuos de su Nación. Cierto que el Ministerio es-
»pañol tropezará con el gravísimo inconveniente de no 
«poder revocar ó modificar por sí aquella ley, pero 
•convencido de la justicia de la reclamación del Gobier-
»no inglés, presentará á las Cortes el oportuno pro-
»yecto, que estas aprobarán sin duda, para evitar un 
•conflicto entre ambas Naciones.» 
En estas y otras razones semejantes se funda el 
dictamen, cuya conclusión es la siguiente: «Entiende, 
»en resumen, el letrado que suscribe que la ley de i .0 
»de Agosto de 1851 contiene, entre sus disposiciones, 
• un precepto contrario al derecho internacional, en 
• cuanto redujo á la mitad los intereses vencidos y no 
• satisfechos hasta 30 de Junio de aquel año; que los 
•tenedores ingleses de certificados españoles tienen de 
•recho á reclamar esa mitad de intereses de que fue-
•ron privados por aquella ley». . . 
El haber dado un tal dictamen, en el cual se mira 
como posible, se aconseja lo que se estima conducente 
para que tenga efecto, y se reconoce de consiguiente 
como justa una reclamación diplomática, que en el 
caso de no ser atendida, diese lugar á un conflicto in-
ternacional , desearía yo por mi parte, si hubiese te-
nido la desgracia de darle, que se estimase como pro-
ducto de una perturbación mental mas bien que de 
reflexión madura 
. k í ' n i i i i \ . 
En el 4.° dictamen se dice: «Consta igualmente 
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•que los acreedores ingleses no consintieron jamás en 
•la rebaja del 50 por 100 de esta deuda, y no se con-
»cibe por lo tanto, ni se acierta siquiera á comprender 
»cómo el Gobierno y las Cortes de 1851, motu propio, 
»y usando de su solo poderío y voluntad, se creyeron 
»con derecho para decretar en poco ni en mucho su re-
«duccion. Lo mismo hubieran podido declararle extin-
»guido en su totalidad, y esto no podia ser justo» 
. . . . . . «Aquí ya la cuestión hay que plantearla y resol-
verla en otro terreno que en el de los principios abs-
tractos del derecho; porque la verdad es que los teñe-
»dores de los cupones aceptaron la ley de 1.° de Agos-
t o de 1851 y los nuevos títulos de la Deuda diferida 
»que el Gobierno emitió por la mitad del importe de sus 
»créditos, y la dificultad es si por esta aceptación par-
»cial de la ley perdieron su derecho á reclamar y rebe-
slarse contra ella en la parte que perjudicaba sus inte-
»reses. ¿ Perdieron los acreedores su derecho á recia-
«mar por esta conducta? Indudablemente s¿, responde-
»mos sin vacilar, sino protestaron en tiempo, porque 
«entonces tendrían en contra su aquiescencia, su con-
formidad ; pero indudablemente no, si reclamaron 
«desde luego, si protestaron solemnemente contra este 
»acto de expropiación; y á la vista tenemos una pro-
testa solemne, que aparece testimoniada por un es-
»cribano y con todos los caracteres de fehaciente y au-
tént ica .» 
Prescindiendo de la contradicción que envuelven la 
confesión de ser verdad que los tenedores de cupones 
aceptaron la ley y los nuevos títulos y la aseveración 
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de que no perdieron su derecho, la conservación de 
este se presenta como efecto legal y necesario dé la 
protesta: de modo que en protestando contrato que 
voluntariamente se hace ó se ha hecho antes ó se 
ha de hacer después, no debe haber temor alguno ele 
perder ningún derecho. 
V I . 
«No es de temer (se dice en el 5.° dictamen; la 
objeción de que no sea lícito aceptar una disposición 
de la ley y protestar al mismo tiempo contra ella. 
Nada es mas justo, ni mas lógico, ni mas usado. Has-
ta en los procedimientos judiciales, donde es mas ne-
cesario el rigor, se sigue esta misma conducta, acep-
tando las providencias en lo que favorecen nuestros 
derechos, y alzándose de ellas en aquello que los per-
judican. Ni ¿ qué otro recurso queda á los particula-
res respecto de las leyes que afectan á sus intereses ? 
El primer deber de todos es obedecer la ley. Esto 
hicieron los acreedores estrangeros prestándose á la 
conversión de sus créditos en los términos prevenidos 
por la ley. Mas junto con la. obligación de obedecer y 
respetar la ley, vá el derecho de reclamar contra ella. 
Esto hicieron también los acreedores estrangeros pro-
testando; contra la ley y pidiendo la subsanacion del 
perjuicio que infiere á sus intereses. Han cumplido su 
deber y han ejercido su derecho.» 
{Cumplir un deber y obedecer la ley al presentar á 
la conversión los títulos antiguos y recibir los nuevos! 
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La ley no mandaba nada á los acreedores, no les 
imponía ninguna obligación: prescribía que se diesen 
valores de cierta clase, de cierto nombre y en cierta 
cantidad á los que entregasen, podiendo entregarlos ó 
no, á su voluntad, otros valores de diverso género. 
¡Que es lícito aceptar una disposición de la ley y 
protestar al mismo tiempo contra ella! Si la ley (por 
supuesto no tratándose de lo obligatorio) tiene dos ó 
mas partes que no dependan ó se bagan dependería 
una de la otra, es en efecto licito aceptar una parte y 
protestar contra la otra; es también lícito (y acaso se 
querría decir esto) obedecer, cumplir lo que realmen-
te se manda, lo que es obligatorio, y no solo protestar, 
sino reclamar: pero cuando no hay precepto, y t ra-
tándose de una misma é indivisible disposición ó parte 
de una ley, no es lícito aceptar y protestar al mismo 
tiempo, ni la protesta puede producir efecto alguno 
legal. Se pudo licitamente aceptar la ley en una ó va-
rias de sus disposiciones y no aceptarla en la respec-
tiva á los cupones: se pudo lícitamente presentar á 
conversión los capitales, ó sea los títulos, del 5 por 
100 y conservar y no presentar los cupones; pero no 
se pudo lícitamente presentar estos, recibiendo lo que 
ofreció la ley en equivalencia de ellos, y reclamar des-
pués con derecho el abono del importe, en todo ni en 
parte, de aquellos cupones. 
Ciertamente, el hecho de recibir una parte de lo 
que se adeuda no obsta para reclamar el resto cuando 
este hecho existe aislado y se debe considerar se-
parado de otras circunstancias: pero cuando el hecho 
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de recibii" una cantidad es por parte del que la recibe 
el consentimiento solemne en la renuncia ó condona-
cion del resto, seguramente no dirá nadie, porque se-
ria absurdo decirlo, que semejante acto no es obstá-
culo para reclamar legalmente y con derecho la can-
tidad restante. 
Supóngase que un deudor propone á su acreedor 
la entrega de 10,000 reales á condición de que le de-
vuelva un pagaré de 30,000 que tiene contra é l , y 
que el acreedor admite esta propuesta y entrega á su 
deudor el pagaré do 30,000 reales en el acto de reci-
bir los 10,000: ¿qué se dirá de este acreedor si des-
pués reclama los 30,000 reales, no en virtud del pa-
garé , pues se desprendió voluntariamente de él , sino 
de una copia certificada del mismo pagaré que antes 
de entregarlo al deudor hizo que pusiera un escriba-
no? ¿Cómo seria calificada esta demanda? Paréceme 
inútil preguntarlo: lo que me parece oportuno inquirir 
es si se oncontrarian en el Diccionario de la Lengua 
palabras bastante duras para presentar en toda su 
fealdad una tal conducta. Si un deudor contrajese la 
obligación solemne de pagar una cuota determinada, 
el 20, el 40, el 69 por 100 de los créditos contra él 
que se presentasen, y lo hiciese público y lo anunciase 
á sus acreedores, ¿le eximiria de cumplir la obligación 
contraída la manifestación, por solemne que esta fue-
ra, que hiciesen algunos de los acreedores de estimar 
que el deudor debia dar mas, protestando y manifestan-
do su decisión á seguir reclamando? ¿Podria legalmente 
dejar de dar lo que solemnemente habia ofrecido? ¿Po-
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dria legalmente rehusarlo á nadie, ni aun siquiera á 
los .mismos que hubiesen protestado, en el caso de sa-
ber quienes eran, y mucho menos cuando lo ignoraba 
y cuando no todos hablan protestado? ¿Podia la pro-
testa desvirtuar, privándolo de valor y efecto legal, el 
hecho voluntario de la presentación del crédito ? Si la 
protesta era anterior, quedaba naturalmente revocada 
por aquel acto; si posterior, era completamente ine-
ficaz para dejar sin efecto o alterar en lo mas mínimo 
el pacto, el convenio bilateral que por el mismo acto 
se habia perfeccionado. 
VIL 
«Si, pues, la protesta que hicieron al aceptar Jas 
«condiciones de la ley de i .0 de Agosto, (se dice en el, 
»6.0 dictamen) está conforme con la de 3 de Diciembre, 
»es decir, que la aceptación se limitó á la conversión 
»de la mitad de los intereses que se reconocía, pero 
-»con reserva de su derecho á solicitar igual ó equiva-
liente medida respecto á la otra mitad que no se reco-
»nocla, entiendo que han conservado su derecho para 
»reclamar con respecto á esta como lo tengan por con-
• veniente, puesto que no hay implicación ni contrarie-
»dad en reconocer en parte un arreglo y en impugnarlo 
»y contradecirlo en lo demás. » 
En efecto, si la aceptación se hubiera limitado á 
la conversión de la mitad y no mas de los intere-
ses , esto es, si se hubiese admitido á los acreedo-
res la mitad de los cupones ó intereses, dáodqles 
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igual cantidad en deuda diferida y dejando en su po-
der la otra mitad de cupones, no es dudable que ten-
drían un título legítimo para reclamar contra la Nación 
española esa otra mitad, y reclamarian de consiguien-
te con derecho; pero no sucedió así, como tan repe-
tidamente queda espuesto , ni debió suceder, según lo 
expresamente determinado en la ley. 
vi i i . 
«Y nada mas que estos antecedentes (se dice en 
»el 7.°) son, á mi juicio, necesarios para comprender 
»que la determinación de la ley de i.0 de Agosto de 
» i 8 5 i fué contraria á los derechos de los acreedores 
»ingleses, y no puede legalmente surtir efecto contra 
»ellos sin sif consentimiento ». . . . «Unicamente pre-
»sentándose en quiebra pueden los deudores exijir de 
«sus acreedores que se conformen con recibir una parte 
»de sus créditos«.. . 
Sobre tales fundamentos, ya analizados y rebati-
dos , se funda el dictamen de que los acreedores con-
servan integro su derecho á reclamar el 50 por 100 
que han dejado de percibir, dando por sentado que la 
aceptación del 50 por 100 restante fué condicional y 
acompañada de una solemne protesta presentada y 
recibida por el Gobierno. 
I X . 
«El Gobierno (8.° y último dictamen) no tuvo por 
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«conveniente entrar en arreglo con ios acreedores, y 
«estos, lejos de asentir espresa ni tácitamente á lo dis-
«puesto por la ley de 1.0 de Agosto de 1851 en la ulti-
»ma parle de su artículo 2.0; se apresuraron á protes-
»tar de la manera mas solemne»... «Por consiguiente, 
»el derecho de los acreedores subsiste en loda su fuer-
»za legal, y puede ser reclamado hoy, como lo ha sido 
»ya en diferentes ocasiones, ante el Gobierno y ante las 
«Cortes.» 
Que no entró el Gobierno en arreglo con sus 
acreedores, cuando la conversión fué voluntaria, y 
que aquellos no asintieron expresa ni tácitamente, es 
de todo punto inexacto, como se ha manifestado; y la 
deducción, por consiguiente, que se hace de tan equi-
vocados supuestos es evidentemente errónea. 
L o s d i c t á m e n e s de los ocho Le t rados juzgados p o r el TRIBUNAL 
DEL BUEN SENTIDO. 
I . 
Los dictámenes que emitieron los ocho Letrados 
sobre la consulta de Mister Powles, van á ser exami-
nados por el BUEN SENTIDO. Este tribunal infalible 
é inapelable, reconociendo la buena fe de sus autores, 
lamentará su desgracia, si han errado; Ies decretará 
una corona inmarcesible, si han acertado. 
No hay excusa racional para sustraerse á la cali-
ficación de aquel Tribunal: á él está sometido (y si no 
lo estuviese de por si , lo sometería yo voluníariamen-
\ 
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te) el presente Opúsculo, como lo están los Dictáme-
nes de aquellos Jurisconsultos: no seria procedente 
oponer la excepción de incompetencia. El Tribunal del 
BUEN SENTIDO es el TRIBUNAL SUPREMO del género hu-
mano. Cada Nación tiene, con uno ó con otro nombre, 
un Tribunal superior á todos los demás, contra cuyas 
decisiones no se concede apelación ni recurso; un Tri-
bunal Supremo: el Tribunal Supremo de todos ios 
Pueblos, de todas las Naciones, de la Humanidad es 
ei Tribunal del BUEN SENTIDO. Las decisiones de 
aquellos otros Tribunales no pueden ser revocadas por 
este, no sufren variación, se ejecutan inalterablemen-
te, tienen virtud obligatoria y producen hechos que se 
consuman; pero muchas de ellas, y con mas razón 
aún las opiniones de los Jurisconsultos, quedan some-
tidas al juicio que acerca de su acierto ó desacierto 
pronuncie el Tribunal del BUEN SENTIDO. 
Muchas de ellas, hemos dicho, porque no son to-
das. Guando los Tribunales para decidir, y los Juris-
consultos para gestionar ó aconsejar; tienen que exa-
minar cuál es la ley aplicable al caso, cuál es la i n -
terpretación genuina y verdadera de esa ley, el T r i -
bunal del BUEN SENTIDO no tiene competencia para 
calificar sus decisiones: debe limitarse á respetarlas; 
pero cuando los unos ó los otros examinan y califican 
hechos ó aprecian circunstancias para cuya calificación 
y apreciación basta el buen sentido, sin tener que re-
currir á una disposición especial, que puede ser des-
conocida de la generalidad, ni á la inteligencia genui-
na y verdadera de la ley cuya recta interpretación 
- 1 3 5 — 
debe ajustarse á los principios generales del derecho, 
sino á consideraciones que caen también bajo el domi-
nio de la razón y del buen sentido, entonces sus de-
cisiones, sus opiniones (no las primeras, en cuanto á 
su valor y eficacia respecto del caso particular que re-
suelvan ) están sujetas á la calificación de aquel T r i -
bunal , cuya competencia, en este caso y para este 
efecto, es innegable. 
Venid, pues, todos los que estáis dotados de buen 
sentido, seáis ó no Jurisconsultos, á examinar y cali-
ficar los dictámenes de los referidos ocho Letrados: que 
aunque mis fuerzas han sido siempre escasas y lo son 
cada dia mas, alcanzan todavía á presentar el asunto, 
sin faltar en nada á la verdad y á la exactitud, con la 
claridad necesaria, para que el BUEN SENTIDO reco-
, nozca que cao bajo de su dominio y lo decida, para 
que todos los que se hallen dotados de él vean que es 
de su competencia el hacer la caliíieacion indicada. 
I I . 
Guando ios ocho Jurisconsultos han manifestado, 
unánimes en todo lo sustancial, que los tenedores de 
certificados reclaman con justicia, que les asiste dere-
cho para pedir el 50 por 100 de los cupones que se les 
rebajó, hablan necesariamente de la justicia humana, 
que también puede llamarse civil , ó de la justicia na-
tural. Bajo otro aspecto la justicia se divide en dis-
tributiva y conmutativa, y se pueden hacer de ella d i -
versas clasificaciones: bajo el aspecto en que ahora debe 
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considerarse, lia de ser necesariamente humana ó d i -
vina: no hay medio en esta alternativa. Ahora bien: 
¿hablan de la justicia humana; ó hablan de la natu-
ral? En uno y otro supuesto se puede ofrecer una de-
mostración, que en su género es .tan evidente como 
la matemática, de cuan grande y manifiesto es el error 
de decir que son justas y arregladas á derecho aquc-
llas reclamaciones. ¿Se trata de la justicia humana? 
Es humanamente justo y es conforme á derecho lo 
que nace de la ley; todo lo que es conforme á la 
ley, es justo y arreglado á derecho. La ley es el orí-
gen de la justicia humana. Posible es que la ley sea 
contraria á los principios del derecho natural y que sea 
bajo este aspecto injusta; posible es que sea injusta 
hasta la iniquidad, que sea bárbara y atroz: no es 
posible que el acto conforme á ella sea humana ó 
civilmente injusto y contrario á derecho. ¿Cómo se 
puede por tanto decir, hablando de esta clase de jus-
ticia y de derecho, que la reclamación de los Tenedo-
res de Certificados de cupones es justa y conforme á 
derecho, cuando es contraria, absoluta y manifiesta-
mente contraria a lo que dispone la ley ? 
¿Se trata de la justicia natural? En este caso los 
ocho Jurisconsultos se erijen en.Tribunal que cali-
fica y juzga las leyes. La rebaja del 50 por 100 se es-
timó procedente por el Legislador. Al decir pues aque-
llos Jurisconsultos que la reducción del 50 por 100 de 
los cupones fué injusta y contraria á derecho, dicen 
lo contrario de lo que dijeron y aprobaron y decretaron 
las Cortes, las cuales, al adoptar esta determinación, 
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la estimaron justa, ó, hablando con propiedad, cre-
yeron que no habia posibilidad de hacer otra cosa, que 
el abono del 50 por 100 que rebajaron á los cupones 
no estaba dentro del círculo de lo racionalmente posi-
ble, y no entraba en los círculos , mucho mas estre-
chos , de lo justo y de lo injusto. 
Por otra parte ¿puede ser misión de los Juriscon-
sultos , puede ser objeto de sus dictámenes decir si una 
ley dictada legítimamente por quien y en la forma que 
prescribe la Constitución del Estado, es ó no justa, es 
ó no conforme á los principios del derecho natural? 
En tal caso seria, no solo inútil, sino perjudicial y 
viciosa la institución de las Cámaras, y en lugar de 
encomendar á estas la formación de las leyes, se de-
bería encomendar á unos cuantos Jurisconsultos. 
I I I . 
Examinando el asunto bajo otro aspecto, pregunta-
mos: ¿á qué ley, humana ó divina, escrita ó natu-
ral , á qué principio, á que máxima puede oponerse 
la propuesta de un deudor á sus acreedores, dejan-
do completamente á voluntad de estos el aceptarla 
ó rechazarla? ¿En qué Código se encuentra la ley que 
prohiba al deudor hacer semejante propuesta ó al 
acreedor aceptarla, y que, hecha y aceptada, declare 
que no se debe cumplir ? Con anunciar simplemente 
que el arreglo de la deuda fué voluntario , que la 
aceptación por los acreedores era un acto libre de 
parte de estos, se demuestra la imposibilidad, nada 
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menos que imposibilidad, de que la reducción de los 
cupones al 50 por i 00 de su importé fuese injusta 
y contraria á derecho, y de que sea conforme á él y 
justa la reclamación del 50 por 100 rebajado á los 
que voluntaria y libremente aceptaron aquella pro-
puesta , convirtiéndola ellos mismos en hecho al 
entregar los cupones y recibir títulos de deuda 
diferida por el importe de la mitad de los mismos. 
¿ Qué ley de las que constituyen el derecho civil ó 
común de España ó de otra Nación, prohibe al deu-
dor hacer una proposición cualquiera á sus acreedores, 
para que estos la acepten ó desechen individual y vo-
luntariamente, y á los acreedores aceptarla? Así que, 
aun invocando las disposiciones del derecho común 
anterior á la ley de 1.° de Agosto de 1851, las leyes 
que regulan los derechos y las obligaciones de los 
acreedores y los deudores, no se puede calificar de 
justa y conforme á derecho la reclamación de los po-
seedores de Certificados. 
IV. 
Pero el invocar las leyes comunes, el derecho co-
mún, para decidir sobre la justicia ó injusticia de aque-
lla ley; el aplicar á los créditos contra una Nación, ó 
sea á la deuda pública de esta, lo que disponen las le-
yes comunes respecto do los particulares que son res-
pectivamente acreedores y deudores, como so aplica 
generalmente en los dictámenes de los ocho Juriscon-
sultos , es, en mi humilde opinión, un error tan gran-
de que toca en el absurdo. Hay esencial y notable d i -
ferencia entre los derechos que adquiere el que trata 
con un individuo particular y los que adquiere el que 
trata con el Estado. La persona individual ó colectiva 
que contrae una deuda á favor de otra, queda obliga-
da á pagarla con todos los bienes que posea y adquie-
ra, en tales términos que, mientras tenga algunos 
bienes, tiene obligación de abonar el crédito, y tie-
nen derecho exigiblo en justicia ante los tribunales 
todos los acreedores , salvo el de competencia que tie-
nen ciertos deudores, y el de prelacion entre los acree-
dores. El que adquiere un crédito contra el Estado, 
contrayendo por consiguiente este una obligación á fa-
vor de él, tiene derecho á que se le pague mientras ha-
ya y hasta donde haya una parte aplicable de los t r i -
butos ó rentas públicas que existan ó deban racio-
nalmente imponerse en aquel Estado , en aquella 
Nación. Los bienes do los particulares, de los ciuda-
danos de ella , no quedan afectos, no tienen res-
ponsabilidad alguna: no se puede legalmente, no se 
debe tocar á ellos para pagar la deuda. Así que , el 
crédito contra el Estado se extingue necesariamente 
en el todo, si llegan á faltar totalmente en aquella 
nación rentas públicas que se puedan racionalmente 
aplicar al pago después de las que son necesarias para 
las atenciones comentes, 6 sea las que exije racio-
nalmente la conservación del Estado; y se extingue en 
parte, en el caso de no haber rentas bastantes para 
satisfacer la totalidad del débito, aplicables á este 
objeto. 
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Esta diferencia esencial é inconcusa, que está en 
la conciencia de todos, que emana de los principios 
del derecho universal y que de hecho han sancionado 
casi todas las. naciones, se desconoce generalmente ó 
se olvida en los dictámenes de los ocho jurisconsultos: 
solo en uno de ellos se recuerda, aunque después no 
se hace, en mi sentir, la debida aplicación. La consul-
ta se resuelve aplicando las disposiciones del derecho 
común: se invoca lo establecido respecto de los parti-
culares, prescindiendo de la ley única aplicable, que 
es la ley de 1.° de Agosto de 1851. 
V. 
Examinado el asunto con la mayor imparcialidad, 
y todo bien considerado, el TRIBUNAL DEL BUEN SEN-
TIDO decide que la reclamación de los tenedores de 
certificados es de todo punto improcedente, y no solo 
no es justa y conforme á derecho, sino que es ab-
solutamente contraria á la ley de la materia y á las 
leyes anteriores; y que, lejos de cumplirse una obli-
gación en darles lo que reclaman como un crédito, 
se viola manifiestamente un solemne pacto, y de 
consiguiente se contraviene á las leyes que lo declaran 
obligatorio, al pedir como débito lo que exijen. 
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CONCLUSION. 
1. 
Hemos desempeñado la tarea que nos habíamos 
impuesto; se ha examinado si las reclamaciones de los 
tenedores de Deudas Amortizables y de Certificados de 
cupones son ó no conformes á derecho, y se ha de-
mostrado, á nuestro parecer de una manera evidente, 
que las de los primeras lo son solo en uno de los pun-
tos que comprenden, bien insignificante por cierto, y 
que en todos los demás son improcedentes , como lo 
es absolutamente la de los segundos. 
El examen de estos mismos puntos bajo el aspec-
to de la conveniencia en todas sus fases no ha en-
trado de Heno en nuestro propósito, y haría demasía-
do grandes las dimensiones de esta producción. 
En cierto sentido, sin embargo, la cuestión de 
conveniencia se ha resuelto también, porque esta re-
solución es consecuencia necesaria de la resolución 
del punto de derecho. No lo seria, si de lo expuesto 
se desprendiese solamente que las reclamaciones de 
aquellos acreedores no son justas y conformes á dere-
cho, esto es, que no hay obligación de atenderlas, 
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que no pueden fundarse en la disposición de la ley; 
porque hay muchas cosas no prescritas por la ley, 
que no son contrarias á ella, ni resistidas por otro 
principio, y que pueden ser convenientes. Si, por 
ejemplo, se pidiese á; España por alguna otra Poten-
cia la cesión de una parte de nuestro territorio, se-
mejante petición no podria llamarse justa en el senti-
do de fundarse en la prescripción de alguna ley, no 
habiéndose celebrado sobre ello ningún pacto: pero no 
podria llamarse tampoco injusta y contraria á dere-
cho , porque no hay ley ni pacto que impida de-
liberar y resolver sobre esté punto : se podria en-
trar en el examen de si era ó no Conveniente la 
cesión. ' soíinol OQÍI.Í OOS mü&%m 
No sucede asi respecto de las reclamaciones de 
los tenedores de deudas amortizables y de certifica-
dos, porque, no solo no son justas y conformes-á de-
recho, sino que son contrarias á él y mánifiestamente 
injustas: defiriendo á ellas, se faltarla á la justicia y 
además se obrarla contra e l decoro y la decencia. 
Asentando y demostrando esto, se resueive al mismo 
tiempo la cuestión de conveniencia, porque es impo-
sible, absolutamente imposible que haya verdadera, 
estable y definitiva conveniencia en lo que se opone, 
no solo á la justicia y al derecho , sino á la decencia 
y al decoro. 
En acceder á las indicadas reclamaciones se fal-
tarla desde luego á la justicia distributiva , porque 
se daría á los tenedores de deudas amortizables y de 
certificados de cupones, no solo lo que reclaman sin 
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derecho alguno, sino lo que no les corresponde ,en 
una justa distribución entre estos y los tenedores de 
las demás clases de deuda , los cuales pedirian en ese 
caso con razón y justicia. 
No se trata además de que á los tenedores de 
deudas -amortizables y certificados se dé voluntaria-
mente lo que reclaman en cambio de . otra cosa , que 
ellos diesen, proponiendo un convenio: se traía de si 
se les debe dar ó no, de si lo reclaman ó no con de-
recho: suponen tenerlo: sostienen que el Estado se ha-
lla en obligación de hacerlo; y el dar en este concepto 
una cosa que no hay obligación alguna de dar, es co-
meter una bajeza, es una humillación, que no puede 
avenirse en manera alguna con la conveniencia. 
Aun prescindiendo de lo expuesto , consultando 
exclusivamente al interés material^ pasajero y del 
momento para calificar la conveniencia, y recono-
ciendo que la habría grandísima en que se abriesen 
pára los valores españoles los mercados extranjeros 
y se facilitasen las negociaciones , hay , en mi sentir^ 
exajeracion en los cálculos que sobre esto se ha-
cen. Conocidos son los que lian formado cuantos 
han tomado parte en las recientes discusiones cele-
bradas en esta Corte por la SOCIEDAD LIBRE DE ECO-
NOMÍA POLÍTICA DE MADRID. Sin exponerlos detallada 
y minuciosamente, se comprende que pueden redu-
cirse: 1.° al mayor valor que tendrian nuestros efec-
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tos ó rentas públicas: 2.° á la mayor facilidad de 
contraer empréstitos y mayor baratura de los que se 
contrajesen; y 3.° á la colocación y mayor Talor que 
tendrían las acciones y obligaciones de nuestras gran-
des empresas. 
En cuanto á lo primero, la utilidad del Estado se 
estima en otro tanto cuanto importase el aumento 
que tendrían las rentas públicas, es decir, que si su-
bían desde 50 á 60 por 100 y el importe de este 10 
por 100 en la totalidad de los valores era de dos mil 
millones , en dos mil millones se estimaba la ganancia 
del Estado ; cálculo que á primera vista se conoce 
que es equivocado. Tendrían en ese caso las rentas 
públicas el aumento consiguiente á la mayor riqueza 
que habría en el país, pero no otra cosa, porque ha-
biendo el Estado de pagar, sea mas alta ó mas baja 
la cotización de los efectos públicos, la misma canti-
dad como interés de la deuda pública, claro es que el 
aumento ó disminución del capital de esta deuda no, 
le afecta directamente , ni se puede computar como 
un aumento de sus recursos. 
Lo mismo debe decirse respecto del mayor valor 
que tuviesen las acciones y obligaciones de empresas 
de ferro-carriles, y la mayor ventaja y facilidad con 
que se colocasen. Produciría esto aumento en las 
rentas públicas, especialmente en las contribuciones 
de consumos; pero el aumento de la riqueza pública y 
de los ingresos no sería nunca igual á la mejora de 
aquellos valores. 
En cuanto á la facilidad y baratura de los emprés-
— íes -
titos, sin duda se obtendría por de pronto alguno re-
lativamente barato; pero ese empréstito no seria bas-
tante, y otros que se contratasen de nuevo serian ca-
ros, muy caros: cada uno de ellos seria mas caro que 
el anterior, y llegarla el caso de no haber posibilidad 
de contraerlos. 
I I I . 
Se ha dicho que el empréstito primero seria rela-
tivamente barato. Guando esto se ha dicho se ha con-
siderado la operación por sí sola y aislada, atendien-
do únicamente al interés del capital que se nos an-
ticipase ; pero computando como interés de este 
empréstito lo que se hubiera de dar, ya por los cer-
tificados de cupones, ya por las deudas amortiza-
bles, el empréstito en este caso resultaría carísimo; 
pues ¿á qué cifra tan elevada tenia que llegar la can-
tidad que se nos prestase, y qué interés tan mínimo 
había de devengar esta cantidad, para que, añadi-
do á ella el importe de los intereses de la deuda que 
se reconociera por los certificados, y lo que se diese, 
si se accedía también á esto, para la deuda amorti-
zable, resultase todavía barato el empréstito? 
IV. 
Digno de referirse me parece un pequeño diálogo 
que recientemente ha tenido lugar entre uno de los 
miembros de la SOCIEDAD LIBRE DE ECONOMÍA POLÍTICA 
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y el autor de este opúsculo.: SuFgtó naturalmente la 
conversación sobre los certificados, y sabida por mi 
interlocutor mi opinión en la materia, me dijo:—En 
este punto no pienso como V. :Somos deudores,' y no 
hay mas arbitrio que pagar. Nadatiay mas caro que el 
no pagar. Los tenedores de certificados reclaman lo que 
no se pagó, y hay por consiguiente obligación de pagar-
les; es justo que se les pague.—Pero además, le con-
testé , ds que no tienen derecho alguno para reclamar, 
¿hay medios para dar á: estos lo que piden, y á todos 
loa demás locfiie en ese caso pediria.ncoii juslicia? La 
Nación no tenia en 1851 recursos .para pagar todo 
lo que se adeudaba. A la razón de la imposibilidad 
tienen ; que ceder todas las demás razones.—üna 
Nación:, un Estado, tiene siempre para: satisfacer 
sus- deudas. ¿Qué hace la Inglaterra? Su deuda l le-
gó á lo que parece increible ó incalculable, y sin em-
bargo (te ser tan enorme, encontró recursos para 
pagar, y há pagado y paga religiosamente. ¿ÍNO aca-
ban los Estados Unidos de contraer una deuda por 
•veinte itÜ Millones'! Nada hay'mas curo qué ef no pa-
gar, l í o j nos cOstara vmucho mas el satisfacer á los te-
nedores de certificados que nos habría costado en 1851, 
y dentro de algunos años nos costará mas que hoy.— 
La viveza del diálogo me impidió responderle, en 
cuanto á Inglaterra, que su ejemplo podría imitarse 
por España cuando tuviésemos la India, cómo ella la 
tiene, y la primacia en el comercio y casi el monopo-
lio en la industria de objetos de exportación; habién-
donos ^ido imposible, por falta de estos elementos, 
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aumentar nuestra riqueza hasta el grado iiecesario 
para satisfacer nuestras enormes deudas y atender con 
igual puntualidad á las obligaciones corrientes; en cuan-
to á los Estados Unidos, que el ejemplo laudable 
y digno de ser imitado es, no el contraer una deuda 
por veinte mil millones, sino el pagarla puntual y 
constantemente, lo cual no puede hoy saberse ; y en 
cuanto á una y otra nación, que las deudas de ambas 
son interiores, y respecto de las de esta clase cabe 
mucha mayor latitud que respecto de las deudas exte-
riores ; como lo seria;: indudablemente el empréstito 
que los ECONOMISTAS DE LA SOCIEDAD LIBRE y^  otros 
muchos desean que se contraiga. 
Continuando el diálogo, le dije:—En efecto se de-
be pagar todo lo que se adeude. El derecho de los 
acreedores á percibir cuanto se Jes adeudaba en 1851, 
era incuestionable.: El derecho de todo acreedor á que 
se le reintegre por completo ,, es inconcuso; pero los 
medios de;pago, los,recursos que á ello podia aplicar 
España no alcanzaban, ni alcanzan , ni han de alcan-
zar para satisfacer en su integridad lo que. se adeu-
daba, ni .para satisfacer: lOivque aun :se adeuda, si lo 
que antiguamente se debia se tiene por deuda viva y 
se -agrega á la actual.—Pues el que no puede pagar 
sus deudas, no debe.contraerlas.-—Ni V. , ni yo las 
hemos contraído; pero el haberlas contraído es un 
hecho , un hecho que existe y que; no podemos supri-
mir ; y otro hecho es que no hay posibilidad de pa-
A este punto llegó el diálogo. El decir , que, si no 
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se pueden pagar las deudas, no han debido contraer-
se, es lo mismo que si un cirujano, á quien llamase 
uno que se hubiese roto una pierna, dijese, enterado 
del accidente que habia producido aquel fracaso: «¡eh! 
salga V. de la cama y eche V. á andar con desemba-
razo y agilidad, porque V. ha debido no fracturarse 
la pierna: si hubiera V. ido con mucho cuidado y con 
los ojos muy abiertos, no habria caido en el foso en 
que se precipitó y se la rompió;» y que, diciendo y 
haciendo, tomara el sombrero y se marchase sin cu-
rar al afligido doliente, dejándolo postrado en cama 
y atormentado por agudísimos dolores. 
¿Pero cuáles son los remedios, se me preguntará? 
En buen hora que el derecho no exija que se dé á los 
tenedores de deudas amortizables y de certificados lo 
que reclaman, en buen hora que sea poco decoroso el 
dárselo; pero los mercados extrangeros están cerrados; 
es imposible obtener de ellos lo que se necesita para 
completar nuestra regeneración; solo ellos pueden su-
ministrarnos los capitales que han menester nuestras 
compañías de ferro-carriles é industriales. Tenemos 
grande, inmensa, urgente necesidad de ellos: ante esta 
necesidad deben ceder aquellas otras cdtisideraciones. 
¿Y se busca el remedio de tales males en ceder á 
las injustas exigencias de los tenedores de deuda amor-
tizable y de certificados? Yo deseo mucho que mi 
creencia sea un sueño, pero mi creencia firmísima es 
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que el ceder á semejantes exijencias seria la gota de 
agua que hace rebosar el baso. Si hoy, como medio de 
salir adelante en arriesgadas especulaciones y atrevidas 
empresas (que no es otra cosa), se pide el reconoci-
miento de los certificados y la aplicación de muchos 
millones á las deudas amortizables, estimándolo requi-
sito necesario para que se abran las bolsas extrangeras 
y para tomar parte en empréstitos y en los valores de 
nuestras grandes empresas, mañana — de seguro — se 
tendria otra exijencia diferente, pero tan injusta como 
aquella, — digo mal —mas injusta que ella, porque 
cada vez habria de ser mas injusta y mas humillante. 
V I . 
¡Remedios! ¡Se exije la indicación de los remedios 
como condición necesaria de la manifestación de los 
males! Hay males que no tienen remedio (estoy muy 
lejos de decir que sean de esta clase los que nos aque-
jan); los hay que en los individuos producen necesa-
ria é inevitablemente la muerte, y en las Naciones la 
abyección y la miseria, que es la muerte de ellas. 
La Grecia de hoy no es ciertamente la Grecia de los 
tiempos antiguos. El manifestar que una determinación 
dada seria injusta y nada decorosa ¿puede hacer ne-
cesaria la indicación de otra que no adolezca de aquel 
defecto y sea provechosa ? El no conocer, el no ver el 
remedio de un mal ¿es motivo para no deber anunciar 
la existencia de este mal? ¿Seria justificable ni tolera-
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Me mi presunción; en deducir de que yo no viese el 
remedio que no. lo hubiera en realidad? ¿No tocaria 
en la estupidez y la ridiculez al mismo-íiempo una tal, 
tan insensata y fatua creencia? El remedio que yo no 
alcanzo pueden alcanzarlo oíros que, además de tener 
mejor vista., poseen datos' de- que yo:carezco. 
He manifestado, porque, asi lo creo y aun me pa-
rece obvio , que el, ceder á las exigencias de los posee-
dores: de. deudas- amortizables y ;eertificados, lo; cual 
se desea -y.se propone: por muclios!-como.remedio efi-
caz,; no seria la curación, sino la agravación del mal. 
Sin la presunción de baber encontrado::.un;.específico, 
abrigo el profundo convencimiento de que el remedio 
aplicable y eficaz, pero que, aunque no lo fuese, de-
berla adoptarse porque lo señala el decoro, es el 
de' provocar una declaración solemne de los Cuerpos 
Golegisladores, ó hacerla por do-menos, el Gobierno 
y procurar la ocasión en que se manifieste y seabúen 
conocido: el asentimiento de. aquellos, - de ^ue: no se 
reconoce derecho alguno en tos tenedores de certifi-
cados y deudas.'amortizabi:es,-(á.excepción, en cuan-
to á esto ultimov de lo-respectivo de los. realengos 
y baldíos, en cuyo único punto, tienen derecho), por 
estimarse improcedentes y aun irritantes sus reclama-
ciones; á fin de que conste 3e una manera: indudable, 
y se proceda por todos con .este conocimiento, que 
no se debe fundar ningún proyecto , ninguna {propues-
ta , ninguna esperanza sobre aquel supuesto. . Si de 
este modo se: quiere abrir los mercados extrangeros, 
io miraremos;'como una :grande ventajasi se conser-
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van cerrados, lo miraremos-conio una desgracia, perd 
la sufriré .ios con digaidad y nobleza. 
Yo no puedo creer:que todas Jas respetables Gasas 
de banca extrangaras se hallen interesadas en las:amor-
tizaMes y en los certificados; no puedo creer que estén 
de tal modo supeditadas por los especuladores de aque-
lla claseque se desdeñen de interesarse en los^alores 
españoles-cuandojuzguen que -;esto les es útil ; no 
puedo creer qu.e el ver que España se conduce con dig-
nidad j con decoro en aquel asunto., les retraiga, (de-
biendo mas-bien estimularles á • ello); de entrar \en 
negocios y relaciones de intereses con nuestro ^ Gobierno 
y nuestras empresas: yo creo, por el . contrario, .^ que 
aquellas Gasas y los Gobiernos á que. pertenecen, los 
hombres honrados y de^buena. fe de las Naciones, extran-
geras,: cuantos piensen'y procedan con rectitud ,'aplau^-
dirán un proceder de justicia, de decoro y de dignidad; 
pero si sucediere lo • contrario, si yo míe equivodase en 
mis creencias, tengamos siquiera el-©rgullo-de la des-
gracia, obremos con justicia y con dignidad. 
Víí. 
. , Para sacar al Tesoro de- su situación apurada • y 
auxiliar á las Gompañias de Ferro-carriles ,• de: cuya 
situación , que será crítica si los mercados extrangeros 
continúan cerrados para ellas,: no debe el •Gobierno 
desentenderse, convendrá averiguar qué valores tienen 
que.emitir: para consumar las obras públicas que res-
pectivamente lian tomado á su cargo, y conocidas 
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las épocas en que les serán necesarios los recursos, no 
se debería vacilar en imponer una especie de empréstito 
forzoso y nacional con estos objetos, obligando á las cla-
ses que debieran tomar parte en él á entregar paula-
tinamente sus respectivas cuotas, recibiendo en pago 
respectivamente valores del Tesoro ó de aquellas em-
presas : siendo excusado decir que se deberían adoptar 
al mismo tiempo otras disposiciones que reclamaría 
la justicia y aconsejaría la prudencia, consultándose 
con unas y otras á la conveniencia. La prorogacion de 
los plazos en que deben terminarse las obras públicas, 
y la entrega parcial y mas lenta de los capitales, si 
bien nos privaría por algún tiempo de los beneficios 
que aquellas obras han de producir, compensaría en 
mucha parte este perjuicio con los beneficios de la 
mejor y mas barata construcion de las obras , la mas 
dilatada ocupación de muchos brazos, y la mayor 
facilidad de suministrar, los capitales en que hubiera 
de consistir la entrega forzosa. 
vni. 
Diré dos palabras respecto de empréstitos. No he 
contratado ninguno, ni he tenido afición á ellos. Guan-
do el 3 por 100 consolidado se cotizaba á 49 por 100, 
me indicaron algunas personas respetables la posibili-
dad y aun la facilidad, creyendo que esta idea me son-
reiría, de contratarlo al tipo de 50 por 100, y me ne-
gué entonces á ello, como me negué después y me 
habia negado antes. Mis opiniones en esta materia de-
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ben de ser erróneas y aun extravagantes, porque son 
contrarias á las que debe creerse que profesan en teo-
ría , pues la han seguido en la práctica, casi todos los 
hombres públicos que han intervenido , mas ó menos 
inmediatamente, en la dirección de los negocios del 
Estado. Gomo arma de partido, como máquina de 
guerra, como ariete para derrivar á un Ministerio, 
para cambiar una situación política, se clama á veces 
contra el sistema, si así puede llamarse, de recurrir 
constantemente á los empréstitos y considerarlos co-
mo medio de atender á las obligaciones ordinarias: 
conseguido el objeto, y entrando en el poder los mis-
mos que han empleado tales armas para adquirirlo, 
adoptan la marcha contraria á la que el día antes han 
presentado como la única buena, manifestando que por 
el momento no es posible seguirla, y haciendoy para 
cuando el estado de las cosas lo permita, una solemne 
oferta, que nunca llega á cumplirse. Los empréstitos 
son el medio reconocido de ocurrir á las atenciones 
públicas en todo caso y circunstancia, sean aquellas 
de necesidad ó de lujo, débanse ó no reducir: el con-
traer un empréstito se estima ó como una grande for-
tuna ó como una demostración de habilidad , y siempre 
.como un bien. Me hallo, sobre este punto, no ya en 
minoría, sino tal vez en individualidad: mi doctrina 
se estima demasiado anti-económica , demasiado ascé-
tica, demasiado austera, y sin duda se cree rechazada 
por la ciencia, puesto que no ha hecho prosélitos: yo no 
tengo por bueno, ni lo puedo aplaudir, el sistema de ad-
ministración pública, si esto—vuelvo á decirlo—puede 
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calificarse como sistema, que, hace muchos años, se 
viene siguiendo en España > de ocurrir a las atencio-
nes del Estado por medio de empréstitos , ya osten^ 
sibles , apareciendo y dándose á conocer con su propio 
nombre, ya enmascarados, como lo ha sido y aun es 
la desamortización de la manera en que se verifica. 
Pero en el dia es. absolutamente necesario'un emprés-
t i to, se dirá. No entro en el exámen de. esta necesidad: 
no tengo datos para ello: la supongo, puesto que las 
personas competentes en la materia aseguran que exis-
te; pero aun existiendo, creo sin embargo, que hay 
otra necesidad mayor, satisfecha la cual dejo al buen 
juicio, y , si esto fuera lícito, á la libre voluntad de 
los que dirijan los negocios públicos el contratar el em-
préstito, haciendo completa abstracción de mis opi-
niones en el particular. Esa mayor necesidad es la de 
fijar y nivelar ios presupuestos, de tal manera que los 
gastos sean menores que los ingresos. Si en estos 
últimos resulta un sobrante aplicable a l pago de los 
intereses del empréstito / hágase en buen hora y há -
gase tan grande como se crea conveniente, mientras 
quepan sus intereses en aquel sobrante: sino lo hay, 
no debe hacerse empréstito, porque no se debe con-
traer en ningún cáso una obligación que se sepa que 
no ha de poder pagarse. Mas el empréstito, se añadirá, 
ha de servir precisamente para llegar á ese término, 
para venir al punto en que exista esa nivelación, la 
cual no existe hoy . A esto respondo que hace 12 años 
se está procediendo del mismo modo, esto es, se están 
contrayendo obligaciones con el objeto de venir á la 
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nivelación, que nunca llega. No es para mi dudoso, ni 
creo que deba serio para nadie, que si se contrajese 
el empréstito con ese objeto y sin hacer primero el 
arreglo indispensable en los presupuestos, sucederia 
lo mismo que ka sucedido hasta aquí, contraer una 
obligación mas . 
• j Qué siniestra estrella, qué hado fatal preside á 
mi destino! j Triste y nada grato deber, el manifestar 
que*la senda por donde, hace años, se camina y la 
cual toca ya su fin , aunque ha estado matizada de 
rosas, termina en un abismo! Pero ¿cómo no sentir 
una grande pena en ver los males que sufre la Patria y 
los mayores que la amenazan? ¿ Cómo ver claramente 
esos males y no clamar por el remedio? ¡ Cuánta satis -
facción me produciria el convencimiento de haber erra-
do y alimentado ilusiones tenidas por firmísimas creen-
cias! Pero no: desgraciadamente, y para grande calamir 
dad de mi patria, no yerro; no cabe error, á no faltar 
el sentido común; por nadie se desconocen ni se pueden 
desconocer los principios de buena administración, por 
mas que el aplicarlos en un tiempo dado no se crea 
oportuno, y que por este motiyo se difiera indefinida-
mente. Así como en las ciencias físicas se reconoce por 
un axioma que el todo es mayor, que cualquiera de sus par-
tes, así en la ciencia de la administracion pública debe 
reconocerse como un principio incuestionable que M 
nivelación del presupuesto de gastos con el de ingresos es 
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necesaria, hasta tal punto que el Estado en el cual no 
exista esa nivelación, no solo no es un Estado flore-
ciente, pudiendo únicamente disfrutar de una prospe-
ridad ficticia y pasagera, sino que no se halla siquiera 
en una situación normal, en que el bienestar, la dig-
nidad nacional y la verdadera independencia estén 
asegurados. No se habla del caso de una guerra nece-
saria ó de otros semejantes: cuando la situación es, 
por alguno de estos motivos, anormal y extraordina-
ria , cesan aquellas reglas, y se atiende solo á la ley 
de la necesidad, que es la mas imperiosa de todas las 
leyes. Pero ¿nos hallamos hoy, ó nos hemos hallado 
muchos años ha, en alguno de esos casos? ¿Hemos tenido 
que sostener alguna lucha de necesidad para la inde-
pendencia ó siquiera de interés para el decoro y digni-
dad de la Nación? ¿Ha sobrevenido alguna de aquellas 
calamidades generales que desnivelan necesaria y gran-
demente los presupuestos de un Estado, bien aumen-
tando los gastos, bien disminuyendo los ingresos ? Des-
pués de la perturbación del famoso biennio ¿no se ha 
podido — digo mal — no se ha debido nivelar los pre-
supuestos? Lo que se pensase hacer de 1857 á 1858 
para obtener esa nivelación, no pudo tener efecto por 
la súbita desaparición de aquellos Ministerios: lo que 
se ha hecho desde mediados de 1858, aunque se mani-
festó que conduela al fin indicado, y aunque en la i n -
tención y en el deseo tuviera ese objeto, ha producido 
una mucho mayor desnivelación: la sima es ya tan pro-
funda que causa espanto el mirarla. 
Pues entiéndase bien: no hay cura radical sin la 
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nivelación verdadera, estable, natural, normal de los 
presupuestos. A la nivelación se llega aumentando los 
ingresos en tanto cuanto falta para obtenerla, ó redu-
ciendo las obligaciones al montante de aquellos, ó 
adoptando parcial y simultáneamente uno y otro me-
dio. Farsa y engaño serian— este es su verdadero 
nombre —los anuncios de arreglos, los proyectos y los 
ofrecimientos que no estuviesen fundados en aquella úni-
ca y exclusiva base. Yo elogiada, admiraría y veneraria 
al genio creador y fecundo que descubriese los medios, 
practicables sin daños y sin peligros por otra parte, 
de aumentar las rentas públicas en el grado necesario 
para cubrir todas las atenciones actuales y aun mas: 
ese genio no ha aparecido hasta ahora entre nosotros: 
en defecto de él, y habiendo de hacer lo que sugiere 
el buen sentido, el camino está trazado ; auméntense, 
los ingresos cuanto racional y prudentemente se crea 
posible, si aun se cree que son susceptibles de aumen-
to; y en tocando á este límite, redúzcanse las obliga-
ciones hasta llegar á él. El hacer esta reducción no 
debe ser materia de duda ni de discusión, puesto que 
es indispensable: la duda, la deliberación, la decisión 
habrán de recaer sobre lo que deba suprimirse,y sobre 
lo que deba ser materia de reducción y sufrirla mayor 
ó menor ; pero si en esta discusión se procede , como 
se debe proceder, con los ojos cerrados respecto de 
opiniones políticas, de banderías y de personas; y 
abiertos para examinar las verdaderas necesidades pú-
blicas y las atenciones provechosas, la obra será fácil, 
y un éxito feliz coronará tan nobles esfuerzos. 
12 
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¿oí obíir.tar'iíiii; ^ ¡ l • ^ ^ i ^ h i ..l i . ¿ o l ^ í ^ i 
Si lák exigéncías de los tenedores de Amortizables 
y Gertifícadois, & las reclamaciones de los unos y los 
otros, aunque tan injustas, aunque conminatorias y 
humillantes pata la Nación Espaffolá >, fuesen el premio 
dé un tíiiédio qué aquéllos nos suministrasen^ y que no 
poseyéramos los españoles, para entrar en Una situación 
normal, idesáhbgádá, decorosa y digna, mi voto seria el 
primero que tendrían á su faVor: el sacrificio pecu-
niario me parécéria inuy pequeño^ comparado con aquel 
inmenso bien; y la humillación quedariá borrada con 
la honra qué , entrando en aquel camino, se alcanzaria: 
pero, muy lejos de ser así , el perjuicio que etperimen-
•tariaiñós en los intereses se igualaría al menoscabo 
qué süfririatiios en nuestra dignidad. 
X I . 
Erraría grandémenté quien calificase ésta produc-
ción como un áctó de hostilidad al actual Ministerio, ó 
VieSé én ella algiin ihterés políticio. Comenzóse i Es-
cribir el presente Opúsculo, segliá queda dicho, an-
tes de lá fó^Macion del actual Gabinete> con motivo 
de la publicación de los artículos titulados España <§ 
sus deudas, que sé atribuyeron ál Sr. Ministro de Ha-
cienda á la sazón > Ch Pedro Sálaterria. No era por 
tanto posible siquiera j ni ló es hoy , el intentó de opo-
ner obstáculos al Ministerio actual que no existia en-
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tonces, que no ha hecho después manifestación alguna 
respecto de los puntos de que se trata, y cuyas opinio-
nes acerca de ellos me son absolutamente desconocidas. 
El Ministerio actual puede contar con mi entero apoyó, 
insignificante, si, pero desinteresado, franco y decidi-
do. Representación genuina del partido moderado, á 
el cual he creido yó siempre, aunque e^cow^aáo por 
muchos j y creo pertenecer, le deseo acierto , prospe-
ridad y larga duración; pero antes que adicto al M i -
nisterio, antes que moderado soy Español, y creo 
cumplir un deber de Español al hacer esta publicación, 
en la cual defiendo lo que, en mi entender, exije i m -
periosamente, no solo el interés material, el cual pu-
diera ser sacrificado á mas altas consideraciones, sino 
la honra, la dignidad y el decoro de la Nación, que no 
debe ser sacrificado por nada ni por nadie. 
Si mis manifestaciones—hablaré con mas propie-
dad—si las demostraciones que hago chocasen, por 
desgracia, con proyectos que se presentasen como ha-
lagüeños, por consultarse en ellos á la conveniencia 
del momento, aunque á consta de inevitable ruina en 
un porvenir próximo, lamentaría esta fatal coinciden-
cia , mas no por eso se apagarla mi voz, cuando mi 
conciencia me dicta que el interés y el honor de mi 
patria reclaman defensores. 
No creo tener necesidad de manifestar que mis 
clamores son desinteresados: los dicta el mismo espí-
ritu que ha dictado otras manifestaciones semejantes, 
hechas en pleno Parlamento, ó contenidas en los 
opúsculos que ya han visto la luz pública. Mis adula-
- 180 -
ciones al Pueblo y al Trono, las intrigas que he pues-
to en juego, los memoriales que he firmado han sido 
estos: «La Sociedad está fuera de su asiento...... 
«No reconozco por bueno mas absolutismo que el de 
Dios.. . . . . «Se quiere vivir á la moderna y pagar á la 
antigua...... «Los contribuyentes tienen que hacer . 
mayores sacrificios» «La potestad que ejercen los 
Reyes no proviene inmediatamente de Dios. . . . . . Las 
miras interesadas y ambiciosas que me han sugerido 
las precedentes máximas, me sugieren asimismo esta 
otra: NO ES POSIBLE QUE, BIEN EXAMINADO Y 
MEDITADO EL ASUNTO, TENGAN LAS RECLA-
MACIONES DE LOS POSEEDORES DE AMORTI-
ZARLES Y CERTÍFIGADOS OTROS DEFENSORES 
QUE LOS QUE SE HALLEN OFUSCADOS POR EL 
INTERÉS, Á LOS GUALES CIEGA ESTE INTERÉS 
HASTA TAL GRADO, QUE, CREYENDO HACER UN 
BENEFICIO Á LA NACION, LE CAUSAN MAS DA-
ÑO QUE tEL QUE PUDIERA CAUSARLE EL MA-
YOR DE SUS ENEMIGOS. 
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APÉNDICE. 
Real orden de 3 de Agosto de 1851, nombrando una Comisión para 
formar el proyecto de ley de venta de los realengos y haldios. 
Ministerio de la Gobernación del Reino.—Excmo. Sr.: 
Para que, con arreglo á lo establecido en el párrafo 3.° del 
artículo 16 de la ley para el arreglo de la Deuda pública se 
proceda á la formación de un proyecto de ley de enagena-
cion de los realengos y baldíos, la Reina se ha servido nom-
brar una Comisión compuesta de D. Juan Felipe Martínez 
Almagro, Diputado á Córtes y Consejero Real; D. Bonifacio 
Fernandez de Córdoba, Diputado á Córtes y Director gene-
ral de administración de este ministerio; D. Manuel Molano, 
Diputado á Córtes; D. José Caveda, Diputado á Córtes y 
Director general de agricultura, industria y comercio, y 
D. Mariano Vela, Subdirector de administración de este 
ministerio, encargando la presidencia de esta Comisión á 
D. Juan Felipe Martínez Almagro y la secretaria á D. Ma-
riano Yela. 
De Real órden lo digo á Y. E. para su conocimiento y 
efectos correspondientes. Dios guarde á Y. E. muchos años. 
Madrid 3 de Agosto de 1831.—Manuel Beltran de Lis,— 
Sr. Ministro de Hacienda. 
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Exposición que precede al proyecto de ley que formó dicha Comisión 
y pasó al Ministerio de la Gobernación en 22 de Octubre de 
1851. 
EXCMO. SR.: 
La Comisión eneargada de proponer á V. E . un proyecto de 
ley sobre la enagenacion de terrenos baldíos y realengos perte-
necientes al Estado, ha creído una necesidad y un deber consi-
derar estas propiedades en sus diversas relaciones con la agricul-
tura y la población, con las circunstancias particulares de las 
municipalidades donde radican , y con las ilustradas miras que el 
Gobierno se propone al reducirlas al dominio particular. Porque 
no de otra manera se conciliarian los intereses generales con los 
de la loca l idady solo así podrían avenirse las prácticas y las 
costumbres respetadas hasta el día y muchos derechos existentes 
con los que deben emanar de una enajenación aconsejada á la vez 
por los buenos princijiios económicos, por los resultados de, la ex-
periencia y las atenciones del Estado. 
Desde muy antiguo se tocó la necesidad de reducir á cultivo 
esos extensos eriales, consecuencia inmediata de una conquista 
lenta y disputada, y en todas partes doloroso indicante de la 
despoblación mas lastimosa, y un obstáculo permanente al desar-
rollo de las empresas rurales. Porque se habían demostrado sus 
perniciosos efectos, porque aparecían en oposición con los pro-
gresos de las luces, porque nos acusaban de inercia y dejadez, 
porque no podía ponerse en duda su utilidad cuando una sábia 
legislación dispusiese atinadamente su aprovechamiento, ya desde 
inmemorial y mas aun en el feliz reinado de Carlos I I I se procu-
rara mejorar con ellos la agricultura de los pueblos; aplicarlos á 
sus atenciones comunales; á muchos usos del servicio público; al 
mantenimiento de la ganadería; á la creación de colonias rura-
les. De aquí los baldíos apropiados y los arbitrados; el usufructo 
de sus partes entre varios partícipes; la diferencia de servidum-
bres que sobre ellos gravitan ; el repartimiento de una gran par-
te entre los militares de la guerra de la Independencia, con arre-
glo al Real decreto de 4 de Enero de 1813 ; la concesión á censo 
de los restantes, otorgada á los braceros; la Real cédulade 26 de 
Mayo de 1770, confirmada con mayor desarrollo por el Decreto 
de las Córtes de 13 de Mayo de 1837; las disposiciones sucesivas 
para legalizar y reconocer las roturaciones arbitrarias de los pué-
blos y de los particulares en esta clase d^ terrenos; la tolerancia, 
finalmente, en permitir á los comunes el aprovechamiento de sus 
pastos, y el respeto á los derechos consuetudinarios, mientras que 
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una ley especial y la difícil operación de los deslindes venían á 
determinar de una manera precisa aquellos baldíos que lian de 
quedar para el Estado, y los que la conveniencia pública y razo-
nes que no pueden desatenderse aconsejan ceder á los pueblos. Y 
estos resultados de la opinión general sobre un ramo tan impor-
tante de la riqueza pública no se redujeron ciertamente á vanos 
consejos, á teorías estériles, á las excitaciones de los economistas 
y de los hombres de Estado. Fueron todavía mas lejos. Se quiso 
con razón trasladar las doctrinas al campo de los hechos, y que 
una medida general del Gobierno resolviese por último la debati-
da cuestión de los baldíos y realengos. E l Real decreto de 31 de 
Diciembre de 1829, vino entonces á determinar definitivamente 
su enajenación. ¡ Vanos deseos! Ni la índole del Gobierno en esa 
época,, ni la estructura particular de la administración, ni la 
fuerza de inercia que oponían las municipalidades permitían en-
tonces tanta ventura de los pueblos. Esta medida benéfica nece-
sitaba una preparación, y las circunstancias no la permitían. L a 
obra de ocho siglos, llena de complicaciones, rodeada de falsos y 
verdaderos intereses , sostenida por los hábitos, manantial fecun-
do de deudas y usurpaciones, 4e encontrados derechos y equivo-
cadas apreciaciones, no podia venir al suelo de un golpe bajo el 
poder absoluto: porque conocer el término á que debe llegarse no 
es vencer los obstáculos que impiden alcanzarle. 
Era preciso subir al origen de estas propiedades; examinar de 
qué manera afectan la agricultura y la ganadería; cómo la pres-
cripción y las leyes les dieron en diversos puntos un destino espe-
cial; y qué clase de intereses vinieron á crear allí donde por dis-
tintas causas, sin embargo de ser una propiedad del Estado, se 
convirtieron en utilidad de los particulares ó de los pueblos. Mu-
chos de estos obtuvieron sus baldíos en plena propiedad por las 
mismas cartas-pueblas de erección, ó posteriormente por una 
Real cédula. Otros hay que los han adquirido de la corona por tí-
tulo oneroso, y grande es también el número de los que alcanza-
ron estas propiedades ó solo una parte de sus aprovechamientos 
con ciertas condiciones impuestas á los pobladores y jamás ob-
servadas. 
Esta variedad de derechos y aprovechamientos, muchas veces 
la vaguedad misma de su origen, la manera de apreciarlos según 
las circunstancias, usos y costumbres de las localidades, la ex-
tensión y el número de los baldíos, la imposibilidad, no ya de 
utilizarlos, pero aun de reconocer su verdadera extensión, dando 
lugar á lastimosos abusos y considerables usurpaciones, crearon 
insensiblemente la extraña nomenclatura que dá tan distintas 
acepciones á la palabra baldíos, que confunde en varios puntos 
los que pertenecen al Estado con los que realmente corresponden 
á los pueblos, y que cubre en fin de obscuridad y confusión el 
'•'Wirriontrición 
y Biblioteca ' 
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origen, la propiedad y el usufructo de estos terrenos. Ni el estado 
de nuestra población en extremo reducida comparativamente al 
terreno que ocupa, ni la índole del suelo harto quebrado é inter-
rumpido por las cordilleras y los rios, ni el carácter especial de 
nuestra agricultura, ni las guerras y disturbios civiles, ni las con-
diciones de la administración pública hasta que vino á establecer-
se la que hoy existe, permitieron al Gobierno sondear ese caos en 
que se hacinan v confunden tantos derechos é intereses opuestos, 
tantas usurpaciones y títulos legítimos, tantas verdaderas conce-
siones y aprovechamientos abusivos. 
Una verdad resulta , sin embargo, en medio de la obscuridad 
esparcida por el tiempo y los sucesos sobre el origen y propiedad 
de los terrenos baldíos. Tal es el hecho de que en todos los paí-
ses de conquista, los baldíos son por lo general una propiedad del 
Estado; que no habiendo medios de aprovecharlos y "de conservar 
su integridad y sus límites, fueron muchos apro|)iados impune-
mente pasando al dominio de los particulares y de los pueblos; 
que la posesión inmemorial á menudo invocada por ellos para le-
gitimar estas usurpaciones, no prueba en último resultado mas 
que la imposibilidad de aclararlas en muchos casos, y la negli-
gencia de reivindicar unos derechos, ora tenidos en poco, ora 
atacados á la vez por los intereses locales, los trastornos que lle-
van consigo las discordias civiles, y la debilidad misma de la a c -
ción administrativa, falta de unidad y de vigor por largos años 
para contrarestar las tendencias locales y la independencia casi 
absoluta de los Ayuntamientos y de las Diputaciones provinciales. 
De cualquier modo, después de tanto tiempo de inacción é im-
punidad, de variaciones de cultivo y de esfuerzos para llevar mas 
lejos los límites de la agricultura, nunca podrá extrañarse que 
falten hoy la estadística y los deslindes de estas propiedades; que 
se desconozca su verdadera extensión; qué clase de servicios los 
afectan; qué distintivo separa á los baldíos de los comunes. Mas 
poderosa la fuerza de ¡as cosas y el orden inevitable de los suce-
sos que la voluntad de los Gobiernos, solo consta con certeza la 
existencia de infinitos baldíos del Estado; su inmensa extensión, 
valuada por algunos economistas, aunque tal vez equivocadamen-
te, en 89 millones de fanegas de tierra. Y hé aquí la necesidad de 
los expedientes que deben preceder á la cnagenacion de estos ter-
renos para verificarse con alguna regularidad, suplir la falta de 
los deslindes, y respetar derechos legítimos que de otra manera 
pudieran lastimarse. 
E l procedimiento que en el proyecto de ley se propone, es fá-
cil y expedito; concilia los intereses particulares y locales con los 
del Estado; no le embarazan trámites inútiles, indagaciones escu-
sadas , largos plazos y diligencias que retarden los resultados y 
paralicen la enagenacion proyectada. Ofrecen al mismo tiempo 
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una garantía á la propiedad y un medio al Gobierno de reivindi-
car derechos obscurecidos ó mal apreciados, sin el coste y emba-
razoso aparato de un deslinde general y de una investigación 
enojosa y lenta. 
Pero aun con estas ventajas otro seria el orden adoptado 
cuando se tratase de fincas perfectamente conocidas y apeadas. 
Entonces entre el anuncio de la subasta y su realización no ha-
bria términos medios: bastaría una disposición general, y .las ena-
genaciones seguirían los mismos trámites que las de otras fincas 
del dominio del Estado. 
La disposición general del artículo 16 d é l a ley de 1.° de 
Agosto último para la venta de los baldíos necesitaba por otra 
parte excepciones que reclaman á la vez la conveniencia pública, 
los intereses colectivos de la agricultura, el respeto á los dere-
chos adquiridos, y los elementos que el Gobierno necesita para el 
desarrollo de la 'riqueza nacional. L a comisión limita con todo 
eso estas excepciones, á muy corto número, y las establece te-
niendo en cuenta atenciones importantes que nO pueden olvidar-
se, servicios de conocida utilidad pública, ramos especiales,, ob-
jeto constante de la administración suprema. Tales son, entre 
otros, la restauración y mejora del arbolado; las comunicaciones 
públicas de todas clases; la protección que reclama la agricultura 
en muchos puntos donde no puede sostenerse sin el auxilio de los 
baldíos; la creación de colonias agrícolas allí donde se consideran 
indispensables para enlazar las poblaciones agregadas con las 
agrícolas ; y por último / las concesiones que reclama la ganade-
ría trashumante. 
Determinadas estas excepciones, solo restaba á la comisión 
establecer los medios mas oportunos de realizar las enagenacio-
nes. Apenas podían ser otros que los adoptados ya para la venta 
de bienes nacionales: á lo menos, preciso era conservar las prin-
cipales bases ya acreditadas por la experiencia, y simplificar al 
mismo tiempo los métodos, dejando para los reglamentos los de-
talles y disposiciones subalternas de las subastas y cuanto se di-
rija al mas fácil y exacto cumplimiento de sus diversos trámites. 
Tal es el espíritu que ha presidido á la formación del adjunto 
proyecto de ley. Si al interés y buen celo con que la comisión ha 
procedido, correspondiese el desempeño, sin duda podría abrigar 
la satisfacción de haber justificado la confianza con que V. E . se 
ha dignado honrarla. Nada le ha quedado que hacer para obte-
nerla, y esta convicción hará siempre: disculpables sus errores en 
una materia grave y difieí!, donde el acierto, tropieza con los erro-
res y la negligencia de muchos siglos. 
Dios guarde á V. E . muchos años.—Madrid 22 de Octubre 
de 1881.-Excmo. Sr.—(Siguen las firmas.)-Excmq. Sr. Mi-
nistro de la Gobernación. 
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Proyecto dé ley para la enagemcion de los realengos y baldíos del 
Estado, conforme á lo mandado en la disposición segunda del ar-
ticido 16 de la ley de 1.° de Agosto de este año. 
ARTICULO 1.° 
Conforme á lo prescrito en el número %.0 del artículo 16 de la 
ley de 1.° de Agosto de 1851, se procederá desde luego á lá venla 
de los terrenos realengos y baldíos pertenecientes al Estado, pro-
curando el Gobierno adoptar todos los medios que directa y eficaz-
mente promuevan la mas pronta y ventajosa enagenacion de estos 
terrenos. 
ARTICULO 2.° 
Se considerarán como tales realengos y baldíos del Estado 
para los efectos de esta ley: 
1. ° Todos aquellos de que el Estado se halla actualmente en 
posesión, ya se haya permitido ó no su aprovechamiento á los 
pueblos ó á los particulares, ya permanezcan ó no incultos, ya 
se encuentren ó no adehesados y acotados. 
2. ° Los que se declaren en lo sucesivo de la propiedad del 
Estado. 
3.0 Los que, destinados antiguamente á monte alto y bajo, hu-
bieren perdido su arbolado con anterioridad á la publicación de las 
ordenanzas de montes de 22 de Diciembre de 1833 y continúan 
desde entonces incultos é improductivos. 
ARTICULO 3.° 
No se considerarán como realengos y baldíos para los efectos de 
esta ley los montes del Estado con-arbolado alto y bajo, ó sin él, 
que actualmente administra como tales la Dirección general de 
montes. 
ARTICULO 4.° 
Quedan esceptuados de la enagenacion; 
1. ° Los terrenos realengos y baldíos que el Gobierno deter-
mine reservar para el restablecimiento de los arbolados con des-
lino á la construcción naval y civil, combustible y otros cuales-
quiera objetos de utilidad general. 
2. ° Los que el Estado haya cedido á los pueblos con título 
legítimo para su disfrute, aprovechamiento, usos, y servidumbres. 
3. ° Aquellos de que los pueblos se hallan eá posesión desde 
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inmemorial y sean absolutamente necesarios para sir agricultura, 
usos comunes, pastos ú otros servicios indispensables al común, 
4. ° Los que se destinen á la construcción de caminos genera-
les y vecinales, canales de navegación y riego, ferro-carriles y 
otras cualesquiera obras de utilidad pública, ya declaradas como 
tales actualmente ó antes de que se solicite la enagenacion de los 
terrenos. 
5. ° Los que reserve el Gobierno para el establecimiento de 
colonias agrícolas é industriales. 
6. ° Los que se consideren absolutamente necesarios para la 
ganadería trashumante, sus egidos, cordeles, tránsitos, cañadas y 
demás usos y servidumbres. 
7. ° Los que sin autorización legítima han sido roturados y 
metidos en cultivo por los pueblos ó los particulares y se hallen 
actualmente en producción , respecto de los cuales presentará el 
Gobierno á las Cortes el oportuno proyecto de ley. 
ARTICULO O.0 
Si los terrenos esceptuados por el número o.0 del artículo an-
terior con destino al establecimiento de colonias agrícolas é indus-
triales no fuesen cedidos gratuitamente, sino vendidos ó dados á 
censo, en tal caso sus productos se aplicarán, como los de los de-
más realengos y baldíos enagenados, á la estincion de la deuda 
del Estado. 
ARTICULO 6.° 
Los individuos particulares podrán solicitar la enagenacion de 
cualesquiera terrenos realengos y baldíos, acudiendo con sus soli-
citudes á los Gobernadores de provincia, y estos procederán desde 
luego á formar el oportuno expediente en averiguación de que el 
terreno solicitado no se halla comprendido en ninguna de las es-
cepciones espresadas en el artículo 4.° Las actuaciones de este 
espediente tendrán toda la publicidad posible, procediéndose para 
este fin de la manera y por los trámites que se determinen en el 
Reglamento que el Gobierno formará y publicará al efecto. 
ARTICULO 7.° 
Cuando por parle de la Administración, de los ayuntamientos 
ó los particulares se reclamase contra la enagenacion solicitada 
de los terrenos, por suponerlos comprendidos en las escepciones 
del artículo 4." ó conceptuarlos de propiedad privada de los pue-
blos y no de la pertenencia del Estado, dirijirán los reclamantes 
sus esposiciones al Gobernador, acompañadas de los títulos, prue-
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bas , observaciones y demás documentos en que funden su dere-
cho. E l Gobernador las dirigirá con su informe al Gobierno, que 
oyendo el dictámen del Consejo Real, resolverá lo que fuere justo 
y conveniente. 
ARTICULO 8.° 
Esta resolución se comunicará á los interesados por el Gober-
nador, y si no se conformasen con ella, podrán acudir á los Tr i -
bunales competentes. 
ARTICULO 9.° 
En el caso de que verse la reclamación sobre derechos de pro-
piedad, entenderán en ella los Tribunales del fuero común. Si las 
reclamaciones se fundasen en derechos emanados de actos de la 
administración , se resolverán por la vía contenciosa-administra-
tiva. Si se apoyasen en motivos de conveniencia pública, de ne-
cesidad de los terrenos para usos y aprovechamientos del común, 
intereses colectivos de la agricultura ú otros objetos de utilidad 
pública, se resolverán por la administración activa, previa con-
sulla del Consejo Real. 
AimcuLO 10. 
Durante el juicio entablado en virtud de las reclamaciones de 
que tratan los artículos anteriores, quedará en suspenso la ena-
genacion de los terrenos, la cual se llevará á efecto después que 
recayese la providencia del Tribunal, si esta fuese conforme con la 
resolución del Gobierno. 
ARTICULO 11. 
Las reclamaciones de que tratan los artículos anteriores de-
berán interponerse dentro del término improrogable de un mes 
desde que se publique la solicitud hecha para la venta del terreno 
ep la Gaceta y B o l e t i n o f i c i a l respectivo. Transcurrido este plazo 
sin realizarlas, no serán admitidas, y el espediente seguirá su curso, 
procediéndose á la enagenacion, según corresponda. 
ARTICCLO 12. 
Para hacer mas fácil y general la adquisición de los realengos 
y baldíos del Estado , poniéndola al alcance de todas las clases, 
no se enagenarán en globo los de dos ó mas pueblos, ni se compren-
derán en un mismo remate; cuidando también los Gobernadores 
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de que se dividan en suertes proporcionadas, de manera que se con-
cille siempre la conveniencia de los licitadores con el mayor precio 
de las enagenaciones. 
ARTICULO 13. 
L a división de los terrenos en suertes de que trata el artículo 
anterior, se ejecutará por una comisión de peritos nombrados por 
los mismos ayuntamientos de los pueblos donde radiquen los ter-
renos , cuidando aquellos de hacer la división y marcar los límites 
de las suertes con toda exactitud y atendidas las circunstancias 
particulares de la localidad. 
ARTICULO 14. 
Cuando los terrenos que hayan de enagenarse tuvieren cami-
nos, sendas, abrevaderosú otras servidumbres de los pueblos ó de 
los particulares, se enagenarán precisamente con estas cargas, que 
se tomarán en consideración para el debido justiprecio de los 
terrenos. 
ARTICULO 15. 
Los ayuntamientos, lo mismo que los particulares, podrán 
adquirir, con arreglo á esta ley, los terrenos baldíos y realengos 
comprendidos en sus términos siempre que sean necesarios para 
los usos y aprovechamientos comunes del vecindario, la mejora y 
estension del cultivo y la ganadería, ú otros objetos de utilidad 
municipal. En este caso y en igualdad de circunstancias serán 
preferidos á los particulares. 
ARTICULO 16. 
E l mismo derecho de preferencia se concede á los vecinos del 
pueblo donde radican los baldíos y realengos respecto de los fo-
rasteros. 
ARTICULO 17. 
Si hubiese licitadores para los terrenos realengos y baldíos es-
cepluados de la enagenacion por el número 1.° del artículo 4. , po-
drá el Gobierno autorizar su enagenacion siempre que se obliguen 
á restablecer y conservar los arbolados en los términos y con as 
condiciones que al efecto se acordasen. Si dejasen de cumplirlas 
dentro del plazo que se hubiere señalado en el contrato de venta, 
esta quedará sin efecto, y los interesados no tendrán derecho a 
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pedir ni el precio de la venta, ni indemnizaciones de daños ó per-
juicios de ninguna clase. 
ARTICDLO 18. 
^ L a enagenacion de los terrenos de que trata el artículo ante-
rior, se verificará del mismo modo y en iguales términos que la 
dé ios demás terrenos realengos y baldíos. 
ARTICULO 19. 
L a venta délos terrenos de que trata esta ley, se verificará en 
doble y pública subasta celebrada en un mismo dia eií Madrid y 
en las respectivas capitales de provincia un mes después de anun-
ciada en los periódicos oficiales y demás parages que prevenga el 
reglamento; adjudicándose la subasta al que resultase mejor pos-
tor luego que sea conocido el resultado del remate en ambos 
püntos. 
ARTICULO 20. 
En el acto de la subasta no se admitirá postura menor á la 
tasación de los terrenos, y el precio del remate se satisfará en 
metálico, la quinta parte al contado y las cuatro restantes por 
partes iguales en cada uno de los años sucesivos. En el reglamen-
to mencionado se espresarán también todos los trámites, reglas y 
formalidades que deban regir para la celebración de las subastas. 
ARTICULO 21. 
Quedan derogadas todas las leyes, Reales cédulas, decretos 
y demás disposiciones relativas á los realengos y baldíos del E s -
tado en la parte que no se conformaren con la presente lev. 
Madrid 22 de Octubre de 1851. 
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